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Sin duda la aplicación de una medida limitativa contra un imputado tiene 
fines de aseguramiento del proceso, para que este se desarrolle sin 
obstáculos y también se garantice la ejecución de la pena probable. Las 
medidas cautelares se sustentan en la injerencia de los derechos 
fundamentales del imputado que está regido por el principio de legalidad. 
 
En doctrina se reconoce que a lo largo del proceso penal se cumple una 
actividad restrictiva de la libertad personal o de la libre disposición de los 
bienes respecto de algunos de sus intervinientes, principalmente de los 
perseguidos frente a la imputación en su consecuencia penal o civil, y en 
especial del imputado, que es el sujeto procesal de cuya situación 
jurídica frente a los intereses que con el proceso se tutelan, han 
generado discusión jurídica y se ha impuesto una amplia regulación 
normativa. 
 
En ese sentido, las medidas de coerción procesal contenidas en la 
sección III del Libro II del Nuevo Código Procesal Penal(en delante 
NCPP), se subdividen en personales y reales. Las personales son 
aquellas medidas que puede adoptar el juzgador contra el imputado en 
el curso del proceso penal, a efectos de limitar la libertad individual del 
imputado con el objeto de asegurar los fines penales del procedimiento, 
esto es, asegurar la celebración del juicio oral y eventualmente la 
eficacia de una sentencia condenatoria. Mientras que, las reales son 
aquellas medidas procesales que recaen sobre el patrimonio del 
procesado o, en todo caso, sobre bienes jurídicos patrimoniales del 
imputado, limitándolos; y que se adoptan durante la tramitación del 
proceso con el propósito de impedir determinadas actuaciones de sus 
destinatarios que se consideran dañosas o perjudiciales, tanto para la 
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efectividad de la sentencia en relación con la consecuencias jurídicas 
económicas del delito (función cautelar), cuanto para lograr la propia 
eficacia del proceso (función aseguradora de la prueba y función tuitiva 
coercitiva).  
 
Las medidas personales, en el nuevo diseño del NCPP, entre las que se 
incluye la prisión preventiva, se impondrán con respeto al principio de 
proporcionalidad y siempre que existan suficientes elementos de 
convicción. Además, deberán ser indispensables y por el tiempo 
estrictamente necesarios, para prevenir, según los casos, el riesgo de 
fuga, de ocultamiento de bienes o de insolvencia sobrevenida, así como 
para impedir la obstaculización de la obtención de la verdad y evitar el 
peligro de reiteración delictiva (artículo 253°.3).  
 
Desde que entra en vigencia el NCPP, en el Distrito Judicial de Loreto, 
es decir desde el 01 de octubre del 2012, para todo los delitos, se ha 
presenciado un elevado número de requerimiento de prisión preventiva 
por parte del Ministerio Publico, sin embargo en mucho de estas 
audiencias se ha podido advertir una problemática, es que en ella se 
cuestionaba la legalidad de la detención policial, ya que se mencionaba, 
que la misma no se habría dado en flagrante delito.  
 
Recordemos que existen tres clases de flagrancia a saber: flagrancia en 
stricto sensu, cuasi flagrancia y la presunción de flagrancia. Se ha 
podido observar que en las audiencias de prisión de preventiva la 
defensa cuestionaba que la detención policial, no se había dado en 
ninguna de estas circunstancias, por lo que se solicitaba que se 
verifique, por parte del juez de Investigación Preparatoria, la legalidad de 
dicha detención. Es así que surge el problema que si en dicha audiencia 




Por ello, la intención de investigación a partir del cual se planificará el 
plan de investigación, girará en torno a si es posible controlar y verificar 
la legalidad de la detención policial y de las medidas restrictivas de 
derechos y que alternativa de solución se puede plantear. 
 
Para este propósito de investigación, se tomará en cuenta la doctrina 
especializada, la jurisprudencia, las audiencias públicas de prisión 
preventiva en donde se haya presentado este problema, en el Distrito 
Judicial de Loreto desde la entrada en vigencia del Nuevo Código 
procesal Penal, a efectos de verificar y contrastar nuestra hipótesis. 
 
1.2. Problema, Hipótesis y Variables 
 
a) El problema. 
 
a.1. El problema general 
 
Habiendo descrito el problema de investigación, nos corresponde hacer 
la formulación del problema: 
 
¿Es posible evaluar la legalidad de la detención policial en la 
audiencia de prisión preventiva, como control previo para no 
vulnerar los derechos de defensa y presunción de inocencia del 
imputado? 
 
a.2. Problemas específicos. 
 
 ¿Es posible concluir que no existe un control de legalidad de 
la detención policial en la audiencia de prisión preventiva? 
 
 ¿Es posible establecer que la limitación del debate en la 
audiencia al cumplimiento de los tres requisitos para dictar 
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prisión preventiva,  vulnera los derechos de defensa y 
presunción de inocencia? 
 ¿Es posible establecer un estadio previo en la audiencia de 
prisión preventiva de la detención policial? 
 
b) Hipótesis. 
“EVALUAR LA LEGALIDAD DE LA DETENCION POLICIAL EN LA 
AUDIENCIA DE PRISION PREVENTIVA, GARANTIZA EL DERECHO 
A LA DEFENSA Y PRESUNCIÓN DE INOCENCIA”. 
 
c) Identificación de las variables 
En el presente trabajo de investigación se analizarán las siguientes 
variables: 
a) Variable Independiente: 
 El control de la legalidad de la detención policial en la 
audiencia de prisión preventiva 
a.1. Indicador: 
Audiencias de Prisión Preventiva donde se haya discutido el 
tema. 
a.1.1. Instrumentos: 
  Estudios de Casos. 
  Estadísticas. 
  Entrevistas. 
b) Variable Dependiente: 






 b.1.1. Instrumento: 
  Análisis Lógico jurídico. 
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1.3. Objetivos de la Investigación 
 
a) Objetivo General 
Determinar la procedencia de efectuar un control de legalidad de la 
detención policial  en la audiencia de prisión preventiva. 
 
b) Objetivos Específicos. 
 
 Determinar la ausencia de un control de legalidad de la detención 
policial. 
 Determinar que la limitación del cumplimiento de los tres 
requisitos para dictar prisión preventiva  vulnera el derecho a la 
defensa y de inocencia. 
 Establecer que es posible en la audiencia de prisión preventiva, 
un estadio previo, para discutir la legalidad de la detención 
policial. 
 




La presente investigación se justifica por la verificación fáctica de que 
en la totalidad de audiencias de prisión preventiva que se realizan en 
el distrito judicial de Loreto, desde la entrada en vigencia del nuevo 
modelo procesal penal, el debate se centra únicamente en la 
existencia de los presupuestos establecidos en los artículos 268° y 
269° del Código Procesal Penal, indistintamente si el caso por el cual 
se solicita el requerimiento fiscal versa sobre un hecho de flagrancia o 
no, lo cual resulta una generalización que, en caso de tratarse de un 
hecho flagrante, vulnera los derechos del imputado en la medida que 
la detención en flagrancia es excepcional, y como toda medida 
excepcional, requiere de un control de legalidad, el cual no se está 
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dando debido a la expresa delimitación del debate en la audiencia de 
prisión preventiva.  
La detención de un imputado es la excepción, siendo la regla general 
la de ser procesado con una medida menos gravosa como es el de 
comparecencia con restricciones, como: no cambiar de domicilio ni 
ausentarse de él sin conocimiento y autorización del juez; y siempre 




La importancia de realizar esta investigación es garantizar que las 
personas que son puestas a disposición del Juez de la Investigación 
Preparatoria con el fin de que el fiscal solicite la privación preventiva 
de su libertad como medida cautelar, en los casos de detención en 
flagrancia, gocen también del respeto a su derecho a la defensa y de 
presunción de inocencia, ya que al ser detenidas en flagrancia 
requieren de un control adicional de esa detención, y para ello, se 
estudia y analiza la posibilidad de que en dicha audiencia se pueda 
evaluar la legalidad de la detención policial y las medidas restrictivas 















CAPÍTULO II: METODOLOGÍA 
 
2.1. Materiales. 
Material de Estudio: 
- 01 Computadora. 
- 01 Laptop. 
- 01 Tablet. 
- Libros y revistas. 




a) Diseño y estadísticas a emplear. 
El diseño de la investigación será exploratorio en una primera etapa, 
por cuanto describiremos el problema planteado; luego pasaremos a 
hacer un tipo de investigación descriptiva, cuando encontremos los 
orígenes y efectos del problema y finalmente terminaremos haciendo 
una investigación analítica, cuando contrastemos con la realidad a 
nuestra hipótesis en investigación, a efectos de proponer soluciones. 
 
Para recabar la información que enriquezca la presente investigación 
recurriremos a: 
 
 Entrevistas: Que a través de Guías de Preguntas se recabaran las 
“opiniones” de magistrados del Poder Judicial y del Ministerio 
Publico, respecto del tema de investigación, distribuyéndose en un 
total de veinte magistrados: cuatro jueces y dieciséis fiscales 
penales.  
 
 Encuestas: Que a través del Cuestionario se recabará 
“información” de los Magistrados del Poder Judicial y del Ministerio 
Publico, respecto al tema de investigación, distribuyéndose en un 
 8 
 
total de veinte magistrados: cuatro jueces y dieciséis fiscales 
penales.  
 
 Estadísticas: Se utilizarán Cuadros estadísticos, lo que nos 
proporcionarán las “características” de la muestra a analizar. 
 
 Análisis de Datos, Bibliográfico y de Casos: Para lo que se 
utilizaran los libros, páginas virtuales, expedientes, los cuales nos 
proporcionarán las diferentes “posiciones” sobre el tema, gracias a 
la lógica (estructura del pensamiento) y al razonamiento 
(fundamentación). En este caso, se analizarán diez expedientes 
en base a las resoluciones que se emitieron en el marco de las 
audiencias de prisión preventiva en este distrito judicial, sea 
en primera o en segunda instancia. 
 
Los principales instrumentos que utilizaremos en la investigación 
son: 
 Guía de Preguntas. 
 Cuestionario. 
 Cuadros Estadísticos. 
 Libros, Páginas virtuales y casos. 
 
b) Delimitación de la investigación 
 
 Temporal 
El proyecto de investigación analizará las audiencias de Prisión 
Preventiva en donde se haya debatido la posibilidad de evaluar 
la legalidad de la detención policial, en el Distrito Fiscal y 
Judicial de Loreto durante el periodo comprendido del 01 de 







El proyecto de investigación se circunscribirá en el Distrito 
Fiscal y Judicial de Loreto, en las Fiscalías Provinciales 
Penales Corporativas y los Juzgados de Investigación 
Preparatoria. 
 
 Población y Muestra 
La población, es homogénea y estática, las cuales estarán 
conformadas por las Audiencias de Prisión Preventiva donde 
se haya discutido la posibilidad de evaluar la legalidad de la 
detención policial en el Distrito Judicial de Loreto, desde 01 de 
octubre del 2012 hasta el 31de Julio del año 2014. Asimismo 
nuestra población estará conformada por los Jueces de 
Investigación preparatoria de la Provincia de Maynas y los 
Fiscales Provinciales en el Penal del Distrito Fiscal de Maynas, 
a la cual realizaremos entrevistas y encuestas a cuatro jueces 
y dieciséis fiscales penales del tema a investigar. 
 
La muestra representativa está definida en forma 
probabilística, debido a que serán seleccionadas mediante 
métodos aleatorios y estará conformada por diez (10) 
audiencias de prisión preventiva donde se haya cuestionado la 
legalidad de la detención policial y las medidas restrictivas de 
derecho. Asimismo entrevistaremos y encuestaremos a veinte 










CAPÍTULO III. REVISIÓN DE LITERATURA 
 
3.1. Marco Teórico. 
3.1.1. Antecedentes: 
 
En la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad 
Peruana del Oriente y las demás Universidades de la ciudad, no se ha 
encontrado antecedentes, respecto al tema del control de la legalidad 
de la detención policial en la audiencia de prisión preventiva. 
 
En relación al tema  Giammpol Taboada Pilco miembro del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial, en  una conferencia realizada el 16 de 
enero del 2014, comentó que lamentablemente no existe ninguna ley 
que establezca la realización de audiencias de control de la legalidad 
de la detención policial. Insistió en que las detenciones deben ser 
controladas por la causa, ejecución y por el plazo. “Hay que recordar, 
dijo el expositor, que nadie puede ser tratado como culpable mientras 
un juez no lo determine luego de una investigación y un proceso, y la 
detención no implica nunca una culpabilidad ni justifica un maltrato 
tortuoso”.  
 
La legitimidad de las detenciones preventivas descansa en su 
carácter instrumental del proceso penal. Los supuestos de detención 
policial constituyen una excepción aparente al nombrado monopolio 
jurisdiccional. No obstante, cuando los agentes policiales practican 
una detención bajo la cobertura de estos preceptos, no lo hacen en 
ejecución de una supuesta potestad administrativa, sino en su calidad 
de agentes de la policía judicial1, como consecuencia de comisión de 
un hecho punible y en función de la instauración de un proceso penal 
posterior. En consecuencia, la policía judicial actúa como órgano 
auxiliar de la jurisdicción penal, por lo que las diligencias que hace lo 
                                                          
1 REVISTA CATALANA DE SEGURETAT PÚBLICA mayo 2010 210 XERMAN VARELA CASTEJÓN / 
JOSÉ LUIS RAMÍREZ ORTIZ Revista policía 22 ESP: número 22 ESP 09/06/2010 18:22 Página 210 
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son «a prevención» hasta que el juez instructor asume la dirección del 
proceso. 
 
3.1.2. Marco teórico referente al tema de la investigación 
El marco teórico en el cual se encuadra nuestro tema de 
investigación, es el nuevo modelo procesal penal, instaurado a través 
de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Penal en el 
distrito judicial de Loreto, el 1 de Octubre de 2012. En este código 
adjetivo se regula, de una manera más precisa (a diferencia de lo que 
ocurría en el Código de Procedimientos Penales), la figura de la 
Prisión Preventiva; sin embargo, esta precisión no necesariamente 
conlleva a un sentido más amplio de justicia, teniendo en cuenta que, 
cuando se trata de detenciones extraordinarias (caso de flagrancia) 
aún existe una carencia del control necesario de esa detención, y 
nuestra idea, la idea que sustentamos en la presente tesis, es que el 
debate respecto a este punto puede darse al interior de la audiencia 
de prisión preventiva, la cual se enmarca como una de las figuras 
principales del nuevo Código Procesal Penal. 
 
3.2. Marco Conceptual. 
1.- La Flagrancia delictiva. 
Alcances generales 
Durante el desarrollo de la ley penal, se han tipificado una plétora de 
delitos, que en teoría, responden a las necesidades de la sociedad en 
un momento determinado. En efecto, la ley penal intenta controlar 
diferentes ámbitos de la vida social, prohibiendo ciertas acciones y 
omisiones, asignando de esta manera, una pena para la persona que 
incurra en la conducta prohibida. Ahora bien, la sociedad también ha 
necesitado de la existencia de entes de control del orden público y de 
protección, dando paso a la existencia de instituciones tales como la 
Policía Nacional. La Policía, siguiendo las palabras de Cabanellas, “es 
una organización uniformada que investiga la comisión de los delitos y 
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trata de detener a los autores, para ponerlos a disposición de los 
tribunales competentes”2. Se observa claramente que el delito 
encuentra a su adversario, en primera instancia, en la institución 
llamada a guardar el orden, institución obligada a combatirlo, 
prevenirlo y reportarlo.  
 
Sin embargo, la sociedad no se conforma con la sola protección de un 
ente estatal y hay que tener en cuenta que la protección policial es 
una legítima protección violenta, en el sentido que son fuerzas 
armadas; en efecto, se necesita también la autoprotección. Al tratar 
sobre la protección, no sólo se debe entender la capacidad de 
confrontar un evento antijurídico, como lo es un delito, sino que la 
protección también abarca el lograr y el procurar que el autor de ese 
evento sea debidamente juzgado por las autoridades competentes. La 
tipificación de los delitos, responde entonces a aquellas actuaciones 
que la sociedad aborrece, y bajo el mismo lente, se entiende que el 
presenciar dichas actuaciones abre ciertas posibilidades de actuar, 
bajo el amparo de la ley, que poseen el carácter de extraordinarias, 
por la misma razón del rechazo a ese actuar y del impacto que dicho 
actuar comporta para la sociedad. Entendiendo estos argumentos, y 
estos antecedentes, se puede entender la razón de ser y la necesidad 
de la existencia de la figura jurídica – penal de la flagrancia.  
 
El delito flagrante es un tema de gran importancia en el campo del 
Derecho Penal, por cuanto importa la aplicación de ciertas 
excepciones a principios penales y constitucionales, adicionalmente 
importa la existencia de ciertas consecuencias procesales de carácter 
extraordinario, las cuales producen efectos que se los puede 
considerar como graves, en efecto, se trata con la privación de la 
libertad, en su forma de la detención o aprehensión inmediata. Como 
antecedente del delito flagrante, se encuentra que, en el derecho 
                                                          
2CABANELLAS Guillermo. "Diccionario de Derecho Usual", Tomo II, Heliasta, Buenos – Aires, 1972, pp 156. ix 
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romano se constituye el flagrum, instrumento de suplicio para la 
flagelación, impuesta como pena, producía algo así como 
quemaduras, eran dos correas que llevaban en los extremos dos 
bolas de plomo.3 
 
Este antecedente es bastante claro y explícito y proporciona una guía 
de los orígenes de la flagrancia; las representaciones del Derecho 
Romano tienen la habilidad de aclarar y explicar los actuales 
conceptos jurídicos, de una manera bastante gráfica y se puede 
rastrear el porqué del término. Se encuentra el flagrum, un 
instrumento de suplicio. No es errado el asumir que el flagrum era una 
de las consecuencias directas como castigo a quienes eran 
sorprendidos en delitos flagrantes. Adicionalmente, el delito flagrante, 
como ha sido entendido por la ley, contiene varios puntos sobre los 
cuales se deja la puerta abierta a la interpretación. Partiendo del 
principio de interpretación restrictiva del Derecho Penal, se puede 
dilucidar que el tema encuentra su grado de complejidad al momento 
de entender estrictamente las disposiciones de la ley.  
 
El delito flagrante se encuentra normado en el Código Procesal Penal, 
es decir que el legislador lo ha considerado como un instrumento del 
proceso, actúa con la estricta necesidad de la norma sustantiva; 
responde perfectamente a la función material del Derecho Procesal 
Penal. MAIER establece que el Derecho Penal no le toca un pelo al 
delincuente, por cuanto, él mismo define el injusto penal, es decir el 
hecho punible. Bajo esta circunstancia, existe el Derecho Procesal 
Penal, el cual indica el camino necesario para accionar en contra de 
un hecho delictivo.  
 
                                                          
3DÍAZ DE LION, Marco Antonio. "Diccionario de Derecho Procesal Penal" Tomo I, Porrúa, México, 2004, pp. 890. 
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Se ha establecido que el Derecho Procesal Penal pertenece al área 
de los Derechos de Realización, y se advierte su posición de sirviente 
o auxiliar del Derecho Penal sustantivo.4 
 
En efecto el delito flagrante, no existe como tal “delito”, ya que 
necesita de la existencia de un acto típico antijurídico y culpable, de 
esta manera es más apropiado hablar del delito flagrante de homicidio 
o del flagrante delito de violación, etc.  
 
La tipificación del delito flagrante, contiene elementos que no han 
podido ser determinados y ampliamente explicados por la doctrina, en 
efecto contiene elementos que pueden complicar muchísimo la 
aplicación de la flagrancia.  
 
Muchos de estos elementos, responden a la misma naturaleza del 
delito flagrante y es necesario el análisis de los mismos para procurar 
la más sana aplicación de la ley en este tema. Se hace referencia 
entonces, a elementos tales como las etapas del itercriminis en el cual 
la flagrancia puede o no existir, la existencia de la flagrancia impropia 
o la cuasi flagrancia, la existencia de la presunción de flagrancia y su 
choque dogmático con la presunción de inocencia; se refiere a 
elementos espaciales y temporales que no están claros en la ley ni en 
la doctrina, como el lugar del cometimiento del ilícito, el tiempo del 
cometimiento, la inmediatez en el descubrimiento del ilícito, etc.  
 
La aplicación de la flagrancia no se la debe solamente analizar desde 
la óptica de la protección de la víctima y de la sociedad en general, ya 
que sus efectos demandan que se analice a la flagrancia también 
desde el punto de vista del “supuesto” autor. Es este un punto de gran 
relevancia para la aplicación de la flagrancia, ya que la misma implica 
                                                          
4MAIER, Julio. "Derecho Procesal Penal I", Editores del Puerto s.r.l, Buenos – Aires, 2004, pp. 84 – 85. 
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la privación de la libertad, mediante la detención5, lo cual como se 
menciona anteriormente, implica la excepción a un principio de rango 
constitucional, por lo tanto no puede ser tomado a la ligera.  
 
Concepto 
La expresión metafórica se refiere a la llama, que denota con certeza 
la combustión, cuando se ve la llama, es indudable que alguna cosa 
arde. En cuanto a la flagrancia delictiva está vinculada al preciso 
momento en que es percibido o apreciado la ejecución de un delito, lo 
cual, proporciona en término procesal penal, una mayor convicción 
tanto respecto al delito mismo como de la responsabilidad del 
presunto autor. 
 
Enseña CARNELUTTI, Flagrancia es el delito en general, mientras se 
ve, o sea para quien lo ve cometer; en otras palabras, para quien está 
presente a su cumplimiento. Esto quiere decir que la flagrancia “no es 
un modo de ser del delito en sí, sino del delito respecto a una 
persona; y, por eso, una cualidad absolutamente relativa; el delito 
puede ser flagrante respecto a Ticio y no flagrante respecto a Cayo”.6 
 
Nos dice CARNELUTTI7, en relación a esta noción, puede 
establecerse que la flagrancia del delito coincide con la posibilidad 
para una persona de comprobarlo mediante una prueba directa; lo 
cual nos puede conducir erróneamente a afirmar que el delito es 
flagrante en cuanto constituya la prueba de sí mismo, ello significaría 
que el delito flagrante es“… el delito que se comete actualmente”, en 
este sentido no habría delito que no sea o que al menos no haya sido 
                                                          
5Según Cabanellas: “Acción o efecto de detener, privación de libertad, arresto provisional; Constituye un deber para la 
autoridad en caso de delito, incluso cuando signifique un riesgo para su vida; Si la detención es improcedente o arbitraria, la 
misma recae en Detención ilegal.” (Op. Cit. pp187) 
 
6CARNELUTTI, Francesco. "Lecciones sobre el proceso penal" T. II, traducida por Santiago Sentís Melendo, ediciones 
jurídicas Europa-América, Bosch, Bs. As., 1950, p. 77. 
 
7 Ibid,pág. 77-78. 
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flagrante, porque todo delito tiene su actualidad; pero la flagrancia no 
es la actualidad sino la visibilidad del delito.  
 
La flagrancia en el Nuevo Proceso Penal 
Por lo que la definición del delito flagrante debe ser entendida no 
solamente en la actualidad del evento delictuoso, sino en la presencia 
de un testigo mientras se comete, se tiene otro significado de esta 
institución. Por otra parte, la presencia de alguien mientras el delito se 
comete se resuelve la percepción de la acción del reo por parte de 
alguno; aquí es necesaria para comprender bien la noción de 
flagrancia la distinción entre acción y evento; que es fundamental para 
el conocimiento físico del elemento físico del delito; no basta para 
constituir la flagrancia el que alguno perciba su evento, sino que es 
necesario que asista a la acción (no basta que vea el muerto, sino 
presencia el acto de matarlo). Cuando la acción del delito no sea 
instantánea se puede tener una flagrancia parcial, llamo flagrancia 
total a la percepción por parte de alguno de la acción en su entero 
desarrollo; por el contrario la flagrancia es parcial cuando la asistencia 
se limita a una parte del iteractionis. Se entiende que, a los fines del 
arresto es suficiente la flagrancia parcial. (…)”.8 
 
Por su parte, CHIOSSONE9, sostiene que “delito infraganti es el que 
comete actualmente o acaba de cometerse”, y agrega que también 
“se tendrá como delito in fraganti aquel por el cual se vea al culpable 
perseguido de la autoridad policial, de la persona agraviada o del 
clamor público, o en el que se le sorprenda a poco de haberse 
cometido el hecho, en el mismo lugar o cerca del lugar donde se 
cometió, con armas, instrumentos u otros objetos que de alguna 
manera hagan presumir con fundamento que él es el delincuente 
(…)." 
                                                          
8 Ibid pag. 79. 
9 CHIOSSONE, Tulio. "Manual de Derecho Procesal Penal". Universidad Central de Venezuela. Caracas: 1967. pág. 116. 
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Teniendo como referencia las definiciones de los autores citados, en 
cuanto a la flagrancia en estricto, que se produce en el momento de la 
comisión del delito; mientras que CHIOSSONE agrega el denominado 
cuasi flagrancia, es el que se produce cuando el autor del delito es 
perseguido por la autoridad o porque es encontrado con los 
instrumentos u objetos del delito, en nuestra legislación se ha 
establecido como parámetro de la inmediatez las 24 horas.10 
 
No se debe perder de vista que la palabra “flagrar” (del latín flagrare) 
significa arder o resplandecer, fuego o llama. De manera que 
etimológicamente, flagrante delito equivale a delito flameante o 
resplandeciente, para dar idea de un hecho vivo y palpable cuya 
realidad se impone claramente, y subsiste ante los ojos del 
observador.11 
 
Ahora bien para que esto suceda, es menester que el delictuoso no 
haya concluido en el momento que se descubre, es decir, que se 
sorprenda en su misma ejecución. Esta es en efecto la acepción 
jurídica estricta de flagrante delito propiamente dicho. La ley francesa 
relativa comenzó a definir así “el delito que se comete actualmente o 
que se acaba de cometer es flagrante delito…” y casi lo mismo 
asentaron el Código de Procedimientos italiano y el de nuestro 
estado. 
 
Para SAN MARTIN CASTRO, el delito flagrante es aquel cuyo autor 
es sorprendido en el momento de cometerlo.12GARRAUD hace notar 
que no es propia la distinción entre delitos flagrantes y no flagrantes, 
puesto que todos lo son en el momento en que se cometen y todos 
                                                          
10 "La flagrancia en el Nuevo Código Procesal Penal" Trabajo de investigación en el marco del doctorado en Ciencias 
Penales de la Universidad de San Martín de Porres, bajo la conducción de Pablo Sánchez Velarde. Disponible en 
http://www.derecho.usmp.edu.pe/postgrado/doctorado/trabajo_de_investigacion/2011/7_La_flagrancia_en_el_Nuevo_Proces
o_penal.pdf 
11SANCHEZ VELARDE, Pablo. "Manual de Derecho Procesal Penal", Idemsa, Lima, 2004, p. 823. 
12SAN MARTIN CASTRO, César. "Derecho Procesal Penal" Vol. II, Grijley, Lima, 1999, p. 806. 
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deja de serlo transcurrida su ejecución. Lo que importa prácticamente 
es saber si el delincuente fue sorprendido en el acto de la infracción, 
es decir, infraganti o no y a eso es a lo que únicamente y en realidad 
se refiere la distinción. 
 
Según CERO13, en todo rigor, se reputaría flagrante delito, o mejor 
delincuente in fraganti, solo al que es descubierto durante la comisión 
misma del hecho punible, al asesino hallado apuñalando a la víctima, 
al ladrón interrumpido al cargar objetos robados, etc. Pero al lado de 
estos casos se colocan los otros que los autores llaman cuasi-
flagrancia y que asimilan a los anteriores para determinados efectos 
en la forma de proceder o como entre nosotros, especialmente para la 
cuestión de la captura del reo sin intervención judicial (…). 
 
Sin embargo, es importante indicar que uno de los problemas que la 
casuística nos plantea, es entender en sí la definición de flagrancia; lo 
que dependerá del entendimiento del funcionario que tiene la facultad 
constitucional de detener en flagrante delito, la policía. Para JOSEP 
QUERALT delito flagrante “es exclusivamente el que se perpetra o se 
acaba de perpetrar en presencia de los agentes de policía judicial. 
Ello no quiere decir, lógicamente, que sea sólo el que se cometa al 
alcance directo de aquellos: flagrancia no es más que constancia 
sensorial, es decir, visual, del hecho.” 14 
 
Por su parte, MEINI15, sostiene que "la flagrancia es un concepto que, 
por un lado, abarca el momento en que el autor o lo partícipes están 
cometiendo el delito, lo que incluye a todos los actos punibles del 
itercriminis. De ahí que los actos de inicio de ejecución (aquellos 
posteriores a los actos de preparación y con los cuales empieza la 
                                                          
13CERO, Julio. "Procedimiento Penal". Sexta Edición. Editorial Jose M. Cajica. JR. S.A. México: 1968. pág. 132-133. 
14QUERALT, Joan Josep, "Introducción a la policía judicial", Bosch, Barcelona, 1999, p. 58. 
15MEINI MENDEZ, Iván. “Procedencia y requisitos de la detención”. En: La Constitución comentada. Análisis artículo por 
artículo. Tomo I, Gaceta Jurídica, 2006, Lima, pág. 294 
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tentativa) son actos que también quedan abarcados por el concepto 
de flagrancia. La razón es hasta cierto punto obvia: los actos de inicio 
de ejecución, a diferencia de los actos de preparación, son ya 
punibles de conformidad con lo dispuesto por el artículo16 del Código 
Penal. Aquellos actos realizados inmediatamente después de la 
consumación del delito deben ser igualmente incluidos en la 
flagrancia”. 
 
2.- La Clases de flagrancia. 
 La flagrancia puede ser de tres clases: 
 
a) La Flagrancia Tradicional, cuando se aprehende al delincuente en 
el mismo momento en el que está cometiendo el delito. 
 
“Cuando la comisión del delito es actual y en esa circunstancia su 
autor es descubierto. Se trata de la figura típica del delito in fraganti, 
en la que el agente es descubierto en el momento mismo en que se 
comete el ilícito, es encontrar al individuo con las manos en la masa 
como comúnmente se conoce”16. Sus características básicas están 
dadas por: la actualidad del ilícito, por el descubrimiento del autor en 
tales circunstancias y por la inmediatez de la acción policial para 
intervenir y proceder a su detención. 
 
b) La Flagrancia Material (llamada también: cuasi flagrancia), que se 
presenta cuando el agente es perseguido y detenido inmediatamente 
después de la comisión de un delito. 
 
“Cuando el agente es perseguido y detenido inmediatamente 
después de haber cometido el delito”.17Se distingue de la flagrancia, 
en el hecho de que el sujeto no es detenido en el momento mismo 
de la comisión del delito, sino luego de ser descubierto y perseguido, 
                                                          




inmediatamente después de la comisión del ilícito; no pudiendo 
darse un lapso extenso de tiempo entre la materialización del suceso 
y la captura del sujeto. 
 
c) La Flagrancia Evidencial (llamada también: presunción legal de 
flagrancia), cuando se encuentra al delincuente con objetos o 
pruebas que revelan la comisión del delito18. 
 
“Cuando es sorprendido con objetos o huellas que revelan que viene 
de ejecutarlo”19.Las premisas de este tercer supuesto, según el autor 
ya referido, son: la inmediatez del delito y el descubrimiento de 
huellas u objetos materiales que relacionen al sujeto con la comisión 
de un hecho punible. Se advierte que una interpretación demasiado 
generosa de este supuesto puede permitir excesos. Nosotros 
consideramos que este tipo de flagrancia es en realidad un punto 
controversial, pues puede prestarse al subjetivismo del agente 
policial e incluso pretender justificar posibles abusos que no pueden 
aceptarse en el Estado de Derecho.  
 
Los tres supuestos de FLAGRANCIA señalados se encuentran 
previstos por el Código Procesal Penal vigente, en su Art. 259.  
 
La flagrancia delictiva, pues, siempre implicará, respecto el hecho, 
cualquiera de dos posibilidades: o se habrá dado el inicio de la 
ejecución (la tentativa), se estará realizando el mismo o se habrá 
consumado el delito (no agotado), en el momento en que resulta 
descubierto el agente. 
 
Por tanto, si una persona es sorprendida cuando aún no ha 
empezado a ejecutar el delito, respecto de aquella se podría quizá 
                                                          
18CASTILLO APARICIO, Johnny. “El arresto ciudadano en estado de flagrancia delictiva”. Disponible en Internet: 
http://tribunalegal.espacioblog.com/post/2009/06/09/el-arresto-ciudadano-estado-flagrancia-delictiva-el-cpp 
19FLORES POLO, Pedro. Loc cit. 
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efectuar su identificación, registros o hasta conducirla a la 
delegación policial; pero, no se justificaría, de ningún modo, privarla 
de su libertad, conforme faculta la constitución y el nuevo Código 
Procesal Penal, bajo la figura de la flagrancia. Salvo que lo ya 
exteriorizado, constituya un delito en sí mismo. 
 
Igualmente, debe diferenciarse a la flagrancia de la notitia criminis, 
en tanto la última, una vez recibida, es verdad que puede motivar, 
inclusive, diversas actuaciones de investigación; y también es cierto 
que a partir de una notitia criminis, efectuando pesquisas, se podría 
descubrir una flagrancia; sin embargo, la presencia concreta de una 
flagrancia, representa, evidentemente, mucho más que una notitia 
criminis, poseyendo, en cualquier sentido, condiciones únicas, entre 
tanto aparece exhibiendo claros elementos de convicción que 
revelan al autor.20 
 
Algo cierto, y que nunca se debe perder de vista, es que deberá 
cuidarse mucho la prueba de la flagrancia, puesto que el primer 
tema que se discutirá es si hubo flagrancia o no, y que tan creíbles 
son quienes afirman haber visto el hecho de que se trate; 
evidentemente, demostrarlo objetivamente será de cargo de quien lo 
afirme; por lo demás es un tema que el TC ya ha esclarecido y hasta 
reprochado. 
 
2.1. La clasificación consignada en el Nuevo Código Procesal Penal 
Los casos de flagrancia, en todo caso, que la nueva normatividad 
desarrolla, esto es el artículo 259° del Código Procesal Penal, son 
básicamente cuatro, los cuales deberemos tratar brevemente en lo 
que sigue. 
 
                                                          
20 Detención Judicial-Modulo Autoinstructivo- Cursos  a Distancia para Auxiliares Jurisdiccionales y Asistentes de Función 
Fiscal. ACADEMIA DE LA MAGISTRATURA. Dirección Académica, Programa de Actualización y Perfeccionamiento. 
Diciembre 2003, pp.9. 
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a. La flagrancia tradicional 
Es el caso cuando el agente del delito es sorprendido en la 
realización del ilícito penal o ni bien iniciada la ejecución del delito, 
lo cual quiere decir que aquel ha pasado de los actos preparatorios 
a su realización material, tema que debe ser considerado siempre, 
puesto que ello puede ser relevante, con posterioridad, para 
identificar con precisión al ilícito. 
En la nueva norma, esta primera noción de flagrancia aparece 
definida en los siguientes términos: “El agente es descubierto en la 
realización del hecho punible”21. Se aprecia que en este caso, la 
atribución de la autoría tendrá como base fundamental la 
afirmación categórica cuanto menos de una persona que atribuirá 
de modo personal y directo a otra persona la autoría de un hecho. 
Generalmente tal rol lo asumirá la policía. 
 
El fundamento de la imputación, a su vez, será la percepción 
misma de quien observó y que declarará con profunda convicción. 
La afirmación efectuada deja de lado cualquier presunción de quien 
observó, puesto que respecto del observador, también se habrá 
dado la inmediatez temporal, constituyendo la oportunidad lógica y 
razonable que tuvo de ver (precepción desde el tercero). 
 
Lo referido, no obsta que para apreciar y valorar tal afirmación se 
tengan que analizar después los elementos de convicción e indicios 
que corroboren lo afirmado, siendo lo cierto que objetivamente 
debe acompañarle la razonabilidad, la lógica, la coherencia, la 
verosimilitud, las reglas de la experiencia, a lo que indistintamente 
se podrán sumar los criterios de presencia física, oportunidad, 
disposición sicológica, motivación, antecedentes y otros, según el 
caso. 
                                                          
21Artículo 259, inciso 1 del NCPP 
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Sin embargo, lo fundamental será la afirmación misma y la 
confianza que merezca quien así lo declara, puesto que sólo ello 
configura la flagrancia y lo demás será una cuestión probatoria 
posterior, si hubiera contradicción por parte del imputado. 
 
Otro asunto, no menos relevante es que para verificar la flagrancia, 
se requiere también conocer derecho penal, para aplicarlo, puesto 
que de otro modo, podrían darse sorpresas. Así por ejemplo, la 
policía podría advertir la presencia de sujetos merodeando una 
casa, pudiendo concebir que aquellos intentaran efectuar un robo; 
pero, si pasaran a intervenirlos, podría decirse, que solamente si se 
les descubriera armas, entonces se les podrá acusar por la 
tenencia ilegal de las mismas. 
 
Igualmente, en el mismo caso, si la policía esperara a que uno de 
los sujetos bajara del vehículo y saltara una verja o rompiera una 
puerta externa e ingresara al jardín externo de la casa, en 
cualquiera de ambas situaciones, si ocurriera, entonces, la 
intervención policial, sólo estaríamos hablando de que habrían 
incurrido en tenencia ilegal de armas y en violación de domicilio. 
 
Si la policía esperara más y dichas personas, en cambio, saliendo 
del auto llegaran a ingresar al jardín y a fracturar la puerta de 
ingreso a la casa en sí misma y procedieran a ingresar a ella y, 
pasados los minutos, a recoger bienes muebles en frazadas o 
sábanas, y si entonces y sólo entonces, interviniera la policía, 
ahora sí estaríamos hablando de un intento de hurto agravado y si 
hubiera una persona, que hubiera sido agredida o reducida, de 
intento de robo agravado. 
 
Entonces podemos apreciar que la flagrancia tradicional 
exactamente comprende y define a la situación en que el delito se 
está cometiendo y en tal punto o condición resulta descubierto el 
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autor o los autores del mismo. Así la percepción que se realiza es 
absolutamente actual, directa y efectiva y no tiene que efectuarse 
ninguna deducción.22  
 
Podríamos en justicia sostener que el hecho advertido o 
descubierto, resulta vivo y palpitante; no sería propio, en cambio, 
sostener que es ostentoso y escandaloso, puesto que el agente o 
autor no ha buscado ponerse en tal condición ni las condiciones del 
hecho, probablemente lo presentarán así; y, probablemente, no 
habrá más escándalo que el que pudiera hacer la víctima en 
procura de auxilio, si es que lo pudo hacer.  
 
Ahora bien, lo cierto es que sí es posible advertir delitos 
escandalosos, en razón de que se cometieran en público y sin 
ningún temor ni cuidado, como los cometidos por las bandas de 
jóvenes, denominados pirañitas, quienes a la vista de todos 
cometen sus delitos y también los que cometen algunos integrantes 
de las barras bravas, protegidos por el número de sus integrantes. 
Tales ilícitos si resultan ostentosos y, por cierto, pueden configurar 
flagrancias clásicas.23 
 
b. La cuasi flagrancia 
Es el caso que ocurre cuando el agente es descubierto 
inmediatamente después de cometido el hecho punible, cuando se 
encuentra abandonando la zona de comisión del ilícito penal; pero, 
antes de que logre alejarse más, resulta siendo percibido. 
 
Descriptivamente, la situación implica que el agente, sólo logró 
protegerse y permanecer ignorado, mientras realizaba la 
perpetración del evento criminal, sea por haberse encontrado 
                                                          





oculto bajo cuatro paredes, por la oscuridad o de cualquier modo, 
logrando no ser percibido mientras lo cometió. La nueva norma se 
refiere a este caso en los siguientes términos: “El agente acaba de 
cometer el hecho punible y es descubierto.”24 
 
Así, lo que ocurre es que resultó siendo percibido, sea por un 
ciudadano cualquiera, pariente o amigo del o de los agraviados o 
por la policía directamente, inmediatamente después de que 
cometió el ilícito, cuando se aleja del lugar, siendo las 
circunstancias del momento las que permiten su identificación 
como presunto autor. 
 
En este caso, lo que le vinculará inicialmente como sospechoso de 
la autoría, será un testimonio de una o más personas, que lo 
percibieron inmediatamente después de cometido el delito, 
apreciándose que naturalmente se realizarán presunciones a partir 
de elementos de convicción que deben aparecer muy fuertes, 
vinculando la autoría y los indicios, sólo aparecerán como 
elementos corroborantes.25 
 
Precisamente, por lo referido es que se tomará atención a la 
inmediatez personal (cercanía al lugar del hecho), inmediatez 
temporal (cercanía al lugar del ilícito, en el tiempo) y la situación del 
descubrimiento (percepción), dado que el agente no habrá podido 
todavía huir lejos o antes de que lo hubiera hecho, habría resultado 
siendo percibido. En realidad, podemos notar fácilmente, que esta 
flagrancia se apoya en una deducción lógica a partir de indicios 
muy poderosos; sin embargo, no deja de ser una flagrancia por 
suma de indicios razonables e inteligentes. 
 
                                                          
24Artículo 259, inciso 2 del NCPP 
25SAN MARTIN CASTRO, César.opcit, p. 809. 
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El TC ha precisado, respecto este tipo de flagrancia, cuando se dio 
la discusión, de si aquella se había presentado o no, que la 
posterior apertura del proceso penal, con la medida de detención, 
constituía una especie de índice que confirmaba la configuración 
de la flagrancia, lo cual hace evidente a que se remitía al peso de 
los elementos de prueba que habrían sido apreciados por el juez. 
Y, en todo caso, ha insistido también en el tema del vínculo: “…la 
flagrancia debe entenderse como una evidencia del hecho 
delictuoso, por lo que sólo se constituirá cuando exista un 
conocimiento fundado, directo e inmediato del hecho punible que 
se viene realizando o que se acaba de realizar.” 26 
 
A nuestro entender, el TC se ha referido a la calidad, verosimilitud y 
confianza que generen los medios de prueba y en general todos los 
elementos de prueba que, con inmediatez se pudieran recoger y 
que vincularan al hecho ilícito con la persona del presunto 
perpetrador, conforme a la inmediatez temporal y personal, en 
forma directa (aunque no respecto la percepción de la comisión del 
delito en sí mismo). 
 
c. La flagrancia por identificación inmediata 
  Este novísimo tipo de flagrancia, tiene como característica principal, 
a diferencia de los anteriores, que el agente no fue descubierto 
durante la comisión del delito ni después y ha logrado huir; pero, 
también, a su vez, ha sido identificado plenamente, como autor del 
hecho. 
 
Y recalcamos la plenitud de la identificación, porque de otra 
manera no podría proceder la detención (se entiende y debe 
entender), puesto que en un estado de cuasi identificación, por las 
razones que fuera (máscaras, identificación no muy clara, etc.) se 
                                                          




arriesgaría el realizar detenciones injustas, con serio peligro de 
afectar a inocentes. 
 
En este caso, se refiere como tipo de flagrancia lo siguiente: “El 
agente ha huido y ha sido identificado durante o inmediatamente 
después de la perpetración del hecho punible, sea por el agraviado 
o por otra persona que haya presenciado el hecho, o por medio 
audiovisual, dispositivos o equipos con cuya tecnología se haya 
registrado su imagen, y es encontrado dentro de las veinticuatro 
(24) horas de producido el hecho punible.”27 
 
En realidad aunque no se le trata de modo independiente, entre los 
elementos que configuran esta flagrancia, la identificación del 
agente resulta muy relevante, aunque aquella ocurra nada más en 
términos descriptivos; pero, por la índole de la afectación del 
derecho a la libertad, debe ser una individualización o identificación 
plausible. 
 
La identificación, se advierte que podría ser realizada durante la 
comisión del ilícito o inmediatamente después de perpetrado aquel, 
entendiéndose que ello debe ocurrir dentro de las 24 horas de 
producido el hecho y algo bastante antes, del vencimiento de dicho 
plazo, como para habilitar de modo suficiente la acción de 
detención. 
 
Tal identificación, puede tener como autor de aquella al agraviado 
mismo o a cualquier otra persona, que hubiera percibido la 
comisión del hecho o al agente huyendo, también podría haber 
hecho ello, el mismo personal policial. 
 
Esta forma de entender la flagrancia, daría pie a que casos que 
anteriormente no fueron entendidos como flagrancia, ahora sí lo 
                                                          
27Artículo 259, inciso 3 del NCPP 
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pudieran ser. Tal podría ser el caso de una persona, en la misma 
situación que Eleazar Jesús Camacho Fajardo, quien en una 
intervención a su casa por un tema de drogas, logró huir por el 
techo de su casa.28  
 
En este caso, también se considera, la posibilidad de detener a 
quien no hubiera sido percibido durante la comisión del hecho o 
después por persona alguna; pero, si hubiera sido registrado por 
algún medio de vigilancia propio de la tecnología moderna: 
videograbadora, circuito cerrado, etc.; lo que igualmente permitirá 
su posterior e inmediata identificación. 
 
Aquí, evidentemente puede discutirse el hecho que no se presenta 
ninguno de los elementos propios de la flagrancia clásica, puesto 
que la inmediatez temporal y personal, no aparecerán ligadas a 
ninguna percepción de persona, y tampoco existirá la sorpresa del 
hallazgo ni la intervención más o menos inmediata. Lo que sí 
ocurrirá, como elemento propio de la flagrancia, es que existirá una 
evidencia fuerte de la autoría.  
 
En tal caso, dicha seguridad, respecto la autoría, aparece dada por 
la convicción que puede asumirse en relación a quien es 
sorprendido y grabado como autor del hecho, siendo esto lo único 
que es propio de la flagrancia.  
 
Pablo Sánchez, ha considerado, hablando de la fórmula del tercer 
artículo del Decreto Legislativo 983, que es la misma que se ha 
aprobado, que se trata de una presunción de flagrancia: “Esta 
fórmula constituye en sí una presunción legal de flagrancia en 
atención a la identificación del agente, lo que hace viable la 
detención de la persona, no en el momento que comete el delito, 
                                                          
28 ANGULO ARANA, Pedro. Artículo citado. 
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sino luego de haber sido identificado por los medios ya indicados y 
siempre que la captura se realice dentro de las 24 horas 
siguientes.” 29 
 
Sostiene el mismo autor que el supuesto exige una investigación 
rápida y de resultado por parte de la policía, debiéndose considerar 
que el mayor inconveniente se presentará cuando se trate de la 
identificación que haga el agraviado o el testigo, respecto al agente 
infractor, dada la fragilidad de la memoria, el estado de tensión o 
nerviosismo o la confusión, al enfrentar dicha circunstancia. 
 
Finalmente, la ley impone que se le detenga al agente, dentro de 
las 24 horas de producido el hecho, ocurriendo que, luego de ese 
plazo, no se podrá efectuar la detención, por motivo de la 
flagrancia. 
 
d. La presunción de flagrancia 
  El último caso de flagrancia, también denominado, presunción de 
flagrancia, flagrancia evidencia o por evidencias o flagrancia 
inferida, aparece modificado, únicamente en que se le pone un 
límite de 24 horas, para hacer el hallazgo del agente. 
 
Ocurre, en este caso, que el agente no fue descubierto al iniciar la 
comisión del delito ni durante la comisión de aquél y ni siquiera 
después de cometido el hecho delictivo, sino que huyó y logró, 
además, poner, como se dice, pies en polvorosa. Además, no fue 
objeto de grabación alguna ni fue identificado o, por lo menos, no 
se conoce de ello, cuando fortuitamente resulta siendo intervenido. 
 
Así, el hecho de que sea intervenido el agente del hecho, obedece 
a una especie de actitudes o situación objetiva y externa que lo 
presentan ante la policía como sospechoso, ocurriendo que al 
                                                          
29SANCHEZ VELARDE, Pablo. “El nuevo proceso penal”. Editorial Idemsa. Lima, 2009. Pág. 331. 
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percibirle más en detalle o registrársele superficialmente, se le 
encuentran efectos, instrumentos o medios vinculados al hecho o 
signos que lo implican. 
 
En la norma se menciona este tipo de flagrancia así: “El agente es 
encontrado dentro de las veinticuatro (24) horas después de la 
perpetración del delito con efectos o instrumentos procedentes de 
aquél o que hubieren sido empleados para cometerlo o con señales 
en sí mismo o en su vestido que indiquen su probable autoría o 
participación en el hecho delictuoso.”30 
 
A nuestro entender el inciso es bueno, en tanto abarca varios 
casos que distintas normas del derecho comparado refieren como 
presunción de flagrancia, de modo que se tiene una idea completa 
de los casos que podrían darse en la práctica y configurarla. El 
hecho es que a la persona intervenida se le podrían encontrar los 
objeto sustraídos, tales como dinero, joyas u otros bienes; pero 
también podría estar en posesión de los instrumentos de la 
realización del ilícito de que se tratara: cuchillo, pistola, pieza de 
madera o palo, pata de cabra, desarmador, alicate, cincel, llaves 
maestras, etc. 
 
También se menciona la posibilidad de que en la persona (cuerpo) 
o en su vestido, se encuentren señales de su autoría o 
participación. Así podría tener manchas de sangre en la ropa, los 
nudillos hinchados, las uñas rotas, la ropa sucia y/o rota, con 
signos de violencia, heridas o cortes no explicables de otro modo 
que por un enfrentamiento cuerpo a cuerpo (según el caso). 
 
La norma no lo menciona; pero, los signos podrían estar presentes 
también en la propiedad de la persona o muy cerca de él, por 
                                                          
30Artículo 259, inciso 4 del NCPP 
 31 
 
ejemplo, huellas de sangre en el domicilio visible externamente o 
en la zona de su intervención; o signos de violencia en su vehículo, 
tales como manchas de sangre, cabellos humanos, desarreglo, y 
objetos rotos o simplemente que den la idea de haber sido 
sustraídos hace poco, entre otras situaciones31. 
 
Ahora bien, respecto a este tipo de flagrancia, podemos considerar 
dos posibilidades. Una primera es que el ilícito es descubierto 
primero, a partir de lo cual se busca al autor, esto es que por 
ejemplo, primero es visto el moribundo que da las señas de su 
atacante o el cadáver que permite advertir que recién ha ocurrido el 
deceso; pero, también puede ocurrir que primero la policía advierta, 
la presencia del autor, caracterizándole por su actitud sospechosa 
y signos inusuales en sí y su vestimenta, lo que ocasionaría su 
intervención, ocurriendo que luego de algunas pesquisas y 
verificaciones, se podría descubrir el ilícito.  
 
Así es que se dan casos, en que primero es detenida la persona 
que se aleja apresuradamente de un lugar y a la cual se le 
encuentra, luego de intervenirla, un arma blanca con manchas 
frescas y sospechosas de ser sangre; y luego, a corta distancia, 
luego de breves pesquisas o una persona herida solicita ayuda o 
aparece un cadáver. Ambas situaciones configurarían la flagrancia 
pasando por detalles que sean incontrovertibles.  
 
Así pues, la presunción de flagrancia se puede configurar por 
ambas vías, sin mayor dificultad. Ahora bien, existiendo cierto 
parecido entre la presunción de flagrancia y la prueba por 
indicios32, podríamos mencionar las diferencias. En tal caso 
                                                          
31 Como analizaremos más adelante, la Sala Penal de Apelaciones de Loreto va a ser muy restrictiva en la interpretación de 
la norma, considerando a la posesión de los objetos y signos, solo a aquellos que él investigado lleve consigo, mas no a los 
que se encuentren cerca de él. 
32DEVIS ECHANDÍA, Hernando. "Teoría General de la Prueba Judicial". 5ta. ed. Víctor P. de Zavalia. Buenos Aires, 
1981. T.I, p. 317. 
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deberíamos decir que probar por indicios generalmente es algo que 
sucede al final de un lento recorrido de investigación en el tiempo; 
que tiene una lenta evolución y, además, se tienen que enfrentar 
indicios en contrario y suelen aparecer debilidades en alguno que 
otro elemento. En dicho caso, no existe cercanía temporal respecto 
el hecho acontecido. 
 
En cambio, ante una presunción de flagrancia, la tesis que vincula 
al intervenido como presunto autor, surge de inmediato y 
prácticamente entera; no resulta, además, siendo fruto de una larga 
investigación, sino que aparece de una vez, al modo como 
apareció minerva de la cabeza de su padre, cuando apenas hace 
poco tiempo se ha producido el hecho y los elementos de 
convicción inculpantes, aparecen palpitantes, objetivos, 
concurrentes, fuertes, lógicos, verosímiles, con capacidad de 
generar firmes convicciones y hasta certezas, de tal modo que 
generan la urgencia de actuar deteniendo al autor.  
 
2.2.  La Flagrancia por indicios 
Ha ocurrido un caso, que fue aprobado por el TC, en que se 
efectuó la detención por presunta flagrancia, cuando una persona 
simplemente acompañaba a otra; pero, quedó comprometida a 
partir de exteriorizar una actitud sospechosa, como fue no retirarse 
del aeropuerto, luego de su despedida, y preguntar después por la 
persona que trasladaba droga.33 
                                                          
33Exp. 1923-2006- PHC/TC: “De autos (fojas 28) se advierte que el recurrente fue intervenido  por la Policía (…) en los 
ambientes del counter del Aeropuerto  Internacional "Jorge Chávez", momentos después de producida  la detención del 
ciudadano español Baldomero Contreras Ayas,  en otro ambiente, antes de su abordaje, a quien se le sorprendió  con un 
cargamento importante de droga. La intervención del  recurrente se produjo, tal como lo manifiesta uniformemente la  
autoridad policial, en circunstancias que indagaba por la  situación del ciudadano español detenido, a quien justamente  (tal 
como se estableció posteriormente, por las propias  declaraciones del recurrente) había acompañado al  aeropuerto para 
despedirlo y con quien había compartido gran  parte del tiempo que dicho ciudadano pasó en el país  (aproximadamente una 
semana). Su preocupación por la suerte  de alguien a quien por razones físicas no veía (los ambientes de  ambas 
detenciones son distintos e incomunicables) y que  suponía embarcado, revelaba un aparente conocimiento de la  carga 
ilícita que se portaba y de la detención que el ciudadano  extranjero sufría. Este hecho, a juicio del Tribunal, supone la  
secuela de inmediatez temporal e inmediatez personal que  configura la flagrancia, pues revela indicios razonables de  




Lo que sí es relevante, es que respecto el principal intervenido, 
aquél lo fue teniendo en su poder la droga, de modo que la 
flagrancia estaba exactamente configurada respecto de él; 
ocurriendo que, respecto de la segunda persona, se dedujo, por su 
conducta, que podría razonablemente tener un grado de 
participación. 
 
Hemos diferenciado este caso, en razón de que la segunda persona, 
no fue detenida por haber sido percibida, cometiendo un delito ni 
tampoco se le encontró en su cuerpo ni vestido ni propiedades 
ningún elemento vinculado al mismo. 
 
Por el contrario hubo otro caso, en el cual se detuvo a dos personas 
en flagrante delito de extorsión, ocurriendo que ambos, sindicaron al 
autor intelectual del ilícito, ocurriendo que diez horas después la 
policía lo capturó, sustentando la flagrancia. En el caso en mención, 
el TC opinó que había transcurrido demasiado tiempo y no entendió 
la configuración de flagrancia, en consideración a las horas pasadas, 
sustentando que no hubo inmediatez personal ni temporal.34 
 
Entre nosotros, se suelen dar casos de presunción de flagrancia, 
que tienen rasgos de una flagrancia por indicios, que se suele repetir 
mucho en casos de micro comercializadores de drogas; ocurriendo 
que muchas veces se llega a ellos por delaciones, esto es terceros 
que los denuncian por haberlos visto; pero tales testigos nunca se 
presentan y sólo denuncian el hecho, por ocurrir cerca de sus casas, 
sea afectando al vecindario, o en zonas de colegios. 
 
                                                          
34 EXP. 6142-2006- PHC/TC  «De lo antes expuesto resulta evidente para este Colegiado que  no consta de modo objetivo 
que la detención del beneficiario  haya sido consecuencia de que contra él exista un mandato  judicial escrito y motivado, ni 
tampoco que hubiese sido  capturado en una situación de flagrante delito; sino que por el contrario y conforme se colige de 
los propios documentos  policiales que en copias certificadas obran en el expediente, su  captura se produjo muchas horas 
después de producido el  hecho delictivo, sin que exista inmediatez alguna de tipo  temporal o personal en la comisión del 




Puede ocurrir entonces, cualquiera de dos cosas: si el agente no se 
da cuenta, la policía esperará a intervenirlo durante una venta o 
después de realizada aquella; pero, si el agente se da cuenta, 
inmediatamente emprenderá la huida y deberá ser intervenido. La 
pregunta es: ¿dependiendo de las circunstancias, acaso no podría 
deducirse la flagrancia? 
 
Sí a la persona se le encuentra en poder de muchos de los 
denominados “quetes”, mayores que los que, razonablemente, 
podría consumir y si no se le encuentran signos de estarlo 
consumiendo, y si además, se encuentra en una zona típica de 
venta y en una hora desusada, lejos de su domicilio, con arma 
blanca y sencillo en los bolsillos: ¿no se podría razonablemente 
presumir la flagrancia? Ahora bien, lo cierto es que todo el aparato 
encontrado, en un caso concreto, podría haberse dado, como 
preparación, precisamente, para iniciar la venta y no necesariamente 
aquella ya se habría dado y, por tanto, no existiría flagrancia. 
 
Así, en un caso, fácil se estaría configurando la flagrancia o por 
haberse visto la venta o por efectuar la detención, después que 
aquella se hubiera dado, en este último caso, se daría una suma de 
indicios; pero, en otro caso, si la venta no hubiera existido; no 
existiría flagrancia. Y ambas son situaciones que podrían 
presentarse. Y lo cierto es que asuntos así de polémicos, no se 
presentan sólo entre nosotros.  
 
Los españoles se plantearon ese problema, identificando los casos 
de delitos de consumación instantánea y efectos permanentes, en 
tanto no necesariamente se presentaría la percepción directa de la 
acción típica de aquél que sorprende al delincuente.35 
 
                                                          
35QUERALT, Joan Josep, opcit, p. 59. 
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La solución, a grandes rasgos, es la misma que entre nosotros 
sucede, con los micro comercializadores: “el legislador entendió que 
los delitos de consumación instantánea y efectos permanentes 
habían de considerarse flagrantes siempre que los delincuentes 
fueran sorprendidos mientras el hecho de la tenencia se estuviera 
produciendo, cuando pudiera preverse que la dilación que se 
derivaría de la solicitud de autorización judicial supondría un peligro 
de lesión del bien jurídico protegido o imposibilitaría la detención del 
sospechoso o la recogida de las fuentes de prueba”.36 
 
Por lo referido es que se comprende la posición de Tomás Gálvez37, 
quien considera la necesidad de que se amplíen las causas 
detención policial , incluso más allá de la figura en comentario (la 
flagrancia), lo cual tendría efectivamente que darse, para resolver 
conflictos y dilemas concretos, y lograr objetivos en la lucha contra el 
delito, más allá de la flagrancia. A nuestro entender, ello debería 
suceder en los casos de urgencia, cuando se tratara de defender 
bienes jurídicos relevantes. 
 
En México, se enfrentó el problema, generando la figura denominada 
“Equiparación a la flagrancia”, que en realidad no es una flagrancia, 
sino que constituye un caso de urgencia, y no debía ser confundida 
con la primera; pero, razonablemente sí podría ser conceptuada, 
como una situación excepcional que faculta la detención.38 
 
En Estados Unidos, también sucede aquello, en razón de necesidad, 
puesto que la policía realiza detenciones sin mayor problema, en los 
casos considerados como delitos mayores: “Un oficial de policía 
puede detener a una persona sin auto de detención o mandamiento 
                                                          
36FAIREN GUILLÉN, Víctor. “Algunas ideas básicas sobre la flagrancia y la  evidencia”, Comentarios a la legislación penal, T. 
XV, vol. 1º, Madrid, 1994, pp. 233 y ss.  
37GALVEZ VILLEGAS Tomas Aladino y otros. "El código procesal penal comentarios descriptivos, explicativos y críticos"; 
Jurista Editores, Lima 2008. pp32. 
38RIVERA SILVA, Manuel. "El Procedimiento Penal", Décimo Quinta Edición, México, Porrúa, 1985, pp146-147 
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de arresto (arrest warrant) cuando estima que hay un motivo 
razonable para pensar que la persona ha cometido un delito mayor. 
Si el delito fue menor, el oficial puede detener sin mandamiento de 
arresto solamente cuando él directamente observe el delito en 
flagrancia, o en algunos casos de violencia en el hogar o por 
manejar ebrio.” 39 
 
Considerado el caso que el TC aceptó como flagrancia y que por 
nuestro lado, la denominamos como flagrancia por indicios (única 
manera de entenderla), a partir de que es un caso distinto de la 
flagrancia clásica, la cuasi flagrancia y la presunción de flagrancia, 
respecto las condiciones en que se descubre a la persona (en 
inmediatez personal y temporal), ofreciendo mucha seguridad 
respecto la autoría, esto es que se presentan verosímiles, 
convincentes, generan seguridad, convicción firme y hasta certeza, 
por su abrumadora concurrencia en el señalamiento del autor; sin 
embargo, cuando se presentan pocos indicios, que realmente no 
convencen o generan dudas, como en el caso del “acompañante”, a 
pesar de la inmediatez personal, entonces nos encontraríamos ante 
una flagrancia por indicios, que el TC en otras sentencias ha 
rechazado.40 
 
2.3. Las 24 horas de habilitación 
El establecimiento de las 24 horas para, todavía, configurar la 
flagrancia, a nuestro entender indica un límite que siempre tendrá 
                                                          
39 http://daccess-ods.un.org/access.nsf/Get?Open&DS=CAT/C/HND/CO/1&Lang=S 
40 El Tribunal Constitucional en el Exp. Nº 1318-2000-HC/TC (Caso Cornelio Lino Flores), rechazó la posibilidad de la 
cuasiflagrancia como presupuesto de detención, señalando: “la Constitución Política del Estado no alude en absoluto al 
supuesto de "cuasiflagrancia", por lo que no puede habilitarse subrepticiamente supuestos de detención no contemplados 
constitucionalmente, sencillamente, por aplicación del principio de interpretación según el cual, las normas establecen 
excepciones, y el artículo 2, inciso 24), literal "f" que es regulatorio de las excepciones que restringen el derecho a la libertad 
individual, deben ser interpretadas restrictivamente”. Asimismo,  también se expuso lo siguiente: “si de acuerdo a la 
sindicación del detenido, don Wilder Jara Vásquez, el favorecido le habría vendido la cantidad de un kilo cuatrocientos 
gramos de pasta básica de cocaína el día 30 de octubre de 2000, en horas de la tarde, no puede considerarse detención en 
flagrancia cuando esta medida acontece en una fecha posterior, el día 3 de noviembre a las 08 h 00 min. Tampoco cabe 
justificar la presente detención dentro de la denominada figura de "cuasiflagrancia" tal como lo sostiene la Sala Penal 
Corporativa de la Corte Superior de Justicia del Santa, pues al margen de que ni siquiera es aplicable al caso subjudice, toda 
vez que la detención no se produjo en el momento inmediatamente seguido a la presunta comisión del hecho delictivo” 
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pros y contras. En principio, antes ya consideramos que no debía 
expresarse un plazo máximo y ello lo sostuvimos, de acuerdo con 
estudiosos del tema que consideraban ello (el no plazo), para 
facilitar las libres expresiones de criterio; sin embargo, ello mismo, 
hemos visto que no fue útil, pues cuando debió emplearse el criterio, 
para entender la flagrancia, no se hizo.  
De tal modo aconteció que el mismo TC, no entendió un caso, en el 
cual pudo emplearse el criterio discrecional y considerar la existencia 
de flagrancia. Ello es así, puesto que la inmediatez, tanto personal 
como temporal, se vincula, en lo fundamental, no necesariamente 
con el momento en que resulta detenido el agente (como ahora se 
verá, en razón de las 24 horas), si no con el momento inicial, en el 
cual es inequívocamente sorprendido, reconocido y señalado, sea 
en el lugar de los hechos o después cuando estuviera huyendo.41 
 
Así pues, el hecho de que el agente hubiera huido, no elimina el que 
se haya producido la flagrancia (descubrimiento), que quedó 
configurada cuando aquél fue percibido y fue señalado, sin dudas, 
como autor. En casos como el mencionado, esto es cuando el 
agente huye, ingresan a ser considerados otros parámetros, como lo 
son, la consideración de si hubo una persecución inmediata y si se 
continuó aquella de modo permanente, si fue o no perdido de vista, 
en algún momento, mientras le persiguieron, y cuanto tiempo 
después, luego de que huyera, resultó siendo intervenido, y otros 
temas, que tienen que ser ponderados y merituados en cada caso 
concreto.  
 
Obvio es que tampoco podría irse hasta el infinito, respecto el tiempo 
en que se podría continuar, persiguiendo al imputado, bajo los 
parámetros de la producción de la flagrancia, pues si bien no se 
                                                          




quiere conceder un beneficio a quien tiene una buena “carrera”, 
premiando así la ligereza de pies y la habilidad para escabullirse, 
que posibilitan la impunidad, tampoco se pueden efectuar excesos, 
justificándose en la persecución.  
 
Sin embargo, lo cierto es que ello no se entendió, cuando se analizó 
el tema de las horas transcurridas, que eran menos de once, 
ocurriendo que se sancionó a los órganos de persecución, por no 
haber conseguido detener antes, como si ello simplemente estuviera 
en sus manos o posibilidades, pasando, además, por encima de 
cualquier consideración material que se pudo enfrentar (peligro de 
terceros, limitaciones de medios, racionalidad de la actuación… 
etc.). 
 
Ahora bien, establecer 24 o más horas, como plazo, conforme al 
derecho comparado, resulta algo bastante convencional. Así en 
México, la flagrancia se puede configurar hasta en 72 horas, 
conforme al artículo 142 del Código de Procedimientos Penales para 
el Estado de México42. Por ende, es discutible el término de las 
veinticuatro horas; pero, ello también lo deberá ser en relación a los 
fines perseguidos con la figura sin olvidar el delito de que se trate. 
 
En otras palabras, por ejemplo, no será lo mismo perseguir a quien 
ha cometido un hurto o hasta un robo agravado, en flagrancia, que a 
quien ha perpetrado o forma parte de un equipo que está por 
perpetrar un atentado terrorista o ha sustraído información secreta 
del país o está a punto de realizar una gran transacción de droga o 
ha participado en un secuestro en que corre peligro la visa de la 
víctima o se está por vender a un menor sustraído de sus padres y 
se puede capturar a uno de la banda. Esto es que los temas que se 
enfrentan, conforme a una política criminal concreta, también 
                                                          
42RIVERA SILVA, Manuel. Op Cit.  pp146. 
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pueden o podrían determinar el género de la actuación o el interés 
en mantener la persecución por más tiempo, porque constituyen en 
sí mismos casos de urgencia (Debe recordarse que la flagrancia es 
un caso de urgencia, entre otros que pueden darse en la 
casuística).  
 
En otras palabras, volvemos al tema de que todos los casos no 
pueden ser juzgados del mismo modo, a que la delincuencia 
moderna y los bienes jurídicos sensibles, deben ser protegidos de 
modo razonable y que el derecho debe adecuarse a no facilitar 
premios que incentiven al delincuente a considerar que el despliegue 
de su habilidad para escapar ofrecerá como premio la impunidad. 
 
En nuestra opinión, extender la posibilidad de la flagrancia, en 
relación a quien ha huido, es algo positivo para la sociedad, en tanto 
favorece a los intereses de la investigación del delito, que, en 
sentido contrario, si debiera renunciar a la persecución, le ofrecerá al 
sospechoso tiempo y condiciones, para ponerse a buen recaudo, 
eliminar pruebas y presionar testigos, a partir de la convicción de 
que las condiciones para su impunidad no le favorecen. Así pues, tal 
persona, avisada de las condiciones desfavorables que enfrenta, 
constituirá un desafío mayor para los operadores y la investigación 
que deba seguir será asaz compleja.  
 
Ahora bien, otro de los temas que se sostienen, para limitar más el 
tiempo de persecución, es que conforme pasa el tiempo, no existiría 
seguridad respecto la persona que fue sorprendida. A nuestro 
parecer, respecto tal objeción, podríamos decir que la flagrancia sólo 
funciona cuando el agente ha sido plenamente identificado y no hay 
dudas de ello, puesto que si ello no es así, no se le podrá detener ni 
en la hora 23 ni tampoco en la hora dos de la persecución; por tanto, 
ello no nos parece óbice razonable para limitar la horas, dentro de 
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las cuales se comprenderá que rige todavía la posibilidad de detener 
en razón de la flagrancia. 
 
3.-  Presupuestos o requisitos para determinar la flagrancia delictiva 
Uno de los puntos más apasionantes y controvertidos de la flagrancia 
es lo relacionado con los elementos que la componen. Así en este 
sentido, tenemos que la doctrina no es uniforme y por ejemplo el 
maestro Arsenio Ore Guardia43, tomando como referencia el sistema 
Procesal Penal Colombiano, señala que los elementos que 
constituyen la flagrancia son los siguientes:  
 
1.- Actualidad del Hecho  
La percepción o constatación a cargo de Funcionario Público o policía 
o un particular e  inclusive por la misma víctima, debe corresponder al 
momento en que se está  ejecutando o agotando el hecho delictivo. 
Lo importante es que se haya visto u  observado directamente la 
comisión del hecho.  
 
2.- Individualización del Causante  
Para que haya flagrancia, el individuo sorprendido en el momento de 
la ejecución del  hecho punible debe ser identificado plenamente 
como el autor del mismo, sin que surja  ninguna duda al respecto.  
 
3.- Que el hecho por sí solo demuestre Ilicitud  
Es necesario que el hecho en el cual es sorprendido el causante sea 
delictuoso por sí  solo, es decir, que no sean necesarios otros hechos 
o circunstancias para configurar el  delito.  
 
Por otro lado, Sara Aragonés Martínez los precisa de la manera 
siguiente:  
 
                                                          




1. Inmediatez Temporal.- Que se esté cometiendo un delito o que haya 
sido cometido instantes antes;  
 
2. Inmediatez Personal.- Consistente en que el delincuente se 
encuentre allí en ese  momento en situación tal con relación al objeto o 
a los instrumentos del delito que ello  ofrezca una prueba de su 
participación en el hecho; y  
 
3. Necesidad Urgente.- De tal modo que la policía, por las 
circunstancias  concurrentes en el caso concreto, se vea impelida a 
intervenir inmediatamente con el doble fin de poner término a la 
situación existente impidiendo en todo lo posible la propagación del mal 
que la infracción penal acarrea, y de conseguir la detención del autor 
de los hechos, necesidad que no existirá cuando la naturaleza de los 
hechos permita acudir a la Autoridad judicial para obtener el 
mandamiento correspondiente44. 
 
Respecto a los requisitos, el máximo intérprete de la Constitución, en 
los casos (Exp.2096-2004-PHC/TC, Exp.4557-2005-PHC/TC, 
Exp.9724-2005-PHC/TC y Exp.  1923-2006-HC/TC), afirma que para 
declarar la flagrancia en la comisión de un delito, deben concurrir dos 
requisitos insustituibles, siendo los siguientes:  
 
1. La Inmediatez Temporal. Es decir, que el delito se esté cometiendo o 
que se haya cometido instantes antes.  
 
2. La Inmediatez Personal. Que el presunto delincuente se encuentre 
en el lugar, en ese momento, en dicha situación; y, con relación al 
                                                          
44Coincidimos con esta postura habida cuenta que ante la restricción de la libertad por un policía o particular en un cuadro de 
presunción de flagrancia, por una cuestión de garantía preferimos que esta se haga con la intervención y autorización de la 





objeto o a los instrumentos del delito, que ello ofrezca una prueba 
evidente de su participación en el hecho delictivo.  
 
Adicionalmente el TC ha establecido45 que la noción de flagrancia se 
aplica “a la  comisión de un delito objetivamente descubierto por la 
autoridad o al momento inmediatamente posterior a su realización, en 
que se detecta al autor material pretendiendo huir del lugar de los 
hechos, lo que configura un presupuesto de detención previsto en el 
artículo 1º, inciso 24, literal “f”, de la Constitución”46.  
 
Como podemos apreciar, tanto en la legislación peruana como en la 
española y la colombiana se encuentran presentes los requisitos de 
inmediatez temporal y personal. Sin embargo, consideramos que 
debe existir la exigencia de un tercer requisito o elemento: la 
percepción sensorial directa por un tercero del hecho delictuoso, por 
los siguientes fundamentos que pasamos a explicar: 
 
a. La percepción sensorial directa por terceros de la comisión de un 
hecho presuntamente delictivo  
Parte de la premisa que, sólo podrá ser detenido el delincuente in 
fraganti si un tercero percibe a través de los sentidos o descubre, que 
esa persona está cometiendo o acaba de cometer un hecho delictivo, 
pues las ideas de descubrimiento, sorpresa y percepción sensorial del 
hecho delictivo deben ocupar y han ocupado siempre un primer plano 
en la noción de delito flagrante, pues si bien todo hecho delictivo pasa 
por una fase de ejecución, sólo podrá ser detenido el delincuente in 
fraganti si un tercero descubre, que esa persona está cometiendo o 
acaba de cometer un hecho delictivo. Así pues, el simple 
conocimiento fundado que lleva a la constancia de que se está 
                                                          
45Véase al respecto las sentencias del Tribunal Constitucional en los expedientes Nº 1324-2000- HC/TC y Exp. 3616-2004-
HC/TC. 
46En este mismo sentido lo entiende el Tribunal Constitucional Español, quien en el expediente N° STS 29-3-90, ha señalado 
como requisitos de la flagrancia a la Inmediatez Temporal, La Inmediatez Personal y la percepción sensorial directa por 
terceros.   
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cometiendo o se acaba de cometer un delito no es necesariamente 
una percepción evidente, y va por ende más allá de aquello que es 
esencial o nuclear en la situación de flagrancia; las meras conjeturas 
o sospechas no bastan para configurar una situación de flagrancia. 
Así, evidencia del delito no es lo mismo que flagrancia, sus 
significados no coinciden47; la flagrancia es, podemos decir, una de 
las modalidades de la evidencia, una de las vías que conducen a la 
certeza de un dato cualquiera. Sólo habrá flagrancia si el 
conocimiento fundado que conduce a la certidumbre es resultado de 
la percepción sensorial directa e inmediata del hecho delictivo que se 
está cometiendo o se acaba de cometer, no siendo por tanto 
suficientes las presunciones o sospechas, por mucho que indiquen la 
probable comisión de un delito.48 
 
Por lo que respecta a la concepción de esta circunstancia en los 
principales ordenamientos jurídicos penales, podemos constatar las 
siguientes referencias a la necesaria percepción sensorial directa: 
 
Así tenemos que los juristas alemanes, a la hora de interpretar el 
parágrafo 127° de su ley penal, precepto que permite a cualquiera la 
detención del sorprendido en flagrancia –"auffrischer Tatbe troffeno 
derver folgt”, sorprendido o perseguido en flagrancia–, destacan la 
acción de sorprender o descubrir –antreffen, betreffen, entdecken– al 
autor y la necesidad de que exista una apreciación o percepción a 
través de los sentidos –wahrnehmen, bemerken– de la comisión del 
hecho delictivo. 
 
                                                          
47FAIREN GUILLÉN, V., OpCit, T. XV, vol. 1º, Madrid, 1994, pp. 257 y ss.  
48 En resumen, no podemos confundir la apreciación de un delito flagrante como supuesto en que el legislador permite 
practicar una detención, o una entrada y registro domiciliario, con lo que no  es más que una notitiacriminis, un simple 
conocimiento o dato que permite creer, incluso racionalmente, que existe un delito. Debemos tener presente que la detención 
por existir motivos  o indicios racionalmente bastantes para creer que una persona ha cometido un hecho delictivo sólo se 
permite a las autoridades, no a los particulares.  
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Respecto al ordenamiento italiano, Cordero49 indica que para 
considerar un delito flagrante no basta con que se esté cometiendo 
actualmente - Art. 237.1º CP de 1930- pues lo serían todos en el 
momento en que se ejecutan; lo decisivo es la percepción de la 
comisión del mismo por un tercero. Santoro50 por su parte explica de 
forma muy gráfica la distinción: un cadáver del que fluye sangre o una 
casa que se incendia no son situación de flagrancia, sólo lo será si un 
sujeto es sorprendido en la comisión del delito.  
 
En base a todo esto podemos concluir que, lo decisivo para constatar 
una comisión flagrante no es que una persona “actualmente se 
encontrare cometiendo el delito” o que “acabare de cometerlo” ya que 
todos los hechos delictivos se están cometiendo o se acaban de 
cometer en algún momento, pudiendo sólo ser flagrantes si un tercero 
percibe tal perpetración directamente a través de los sentidos.  
 
Por otro lado, en la definición de flagrancia del CPP chileno de 2000, y 
del anterior CPP, no se encuentra referencia expresa a la necesaria 
percepción sensorial directa por terceros de la presunta comisión de 
un hecho delictivo51.  
 
b. La Inmediatez Temporal 
Para que cualquier persona pueda practicar una detención por 
concurrir una situación de flagrancia es necesario por tanto que haya 
apreciado a través de los sentidos la comisión de un delito, bien la 
totalidad o una parte del proceso de ejecución del acto, o al menos la 
producción ya consumada de un delito que tuvo lugar instantes antes, 
siempre y cuando en este caso exista conexión material directa e 
inmediata (huellas, instrumentos, etc.) entre el hecho producido y la 
persona o personas a quiénes se imputa su comisión, de tal forma 
                                                          
49CORDERO, Andrea “Flagranza di reato”, Novissimo Digesto Italiano, VII, Torino, 1961, p. 405. 
50SANTORO, Leopoldo. "Procedurapenale", Milano, 3ª ed. 1993. p. 457. 
51En este mismo sentido lo señala el artículo 259º del Código Procesal Penal Peruano. 
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que tales circunstancias evidencien su participación en el hecho 
punible. Por tanto, es imprescindible que el tercero que va a practicar 
la detención haya percibido al menos una parte de la ejecución del 
delito, pues la flagrancia implica el sor prendimiento del sujeto durante 
o inmediatamente después de la perpetración del delito. Resulta 
decisivo que el espacio de tiempo transcurrido entre la consumación 
del delito y el descubrimiento de la comisión sea muy corto –post 
factum inmediato, ya que de esta manera no habrá dudas en cuanto a 
la atribución de los hechos a la persona que se encuentra 
directamente relacionada con los mismos. Si hubiera transcurrido el 
tiempo suficiente como para hacer imposible la percepción a través de 
los sentidos de la indudable vinculación del autor con los hechos 
acaecidos, el descubridor del delito deberá conformarse con ponerlo 
en conocimiento de la autoridad, pues sólo existirán indicios de la 
comisión de un hecho delictivo, una sospecha vehemente todo lo 
más, circunstancias que no permiten a un particular practicar una 
detención52.  
 
Hemos de insistir al finalizar este apartado en que para considerar un 
delito como todavía flagrante éste debe haberse cometido instantes 
antes, en un momento inmediatamente anterior, y ser aún posible la 
percepción a través de los sentidos de la indudable vinculación del 
autor con los hechos acaecidos.  
 
c. La Inmediatez Personal o Espacial 
El hecho de que para poder detener a un delincuente en flagrancia se 
exija que al producirse el sor prendimiento éste se encuentre en el 
lugar de comisión del delito o en sus inmediaciones, en situación tal 
respecto al objeto o a los instrumentos del mismo que ello ofrezca una 
prueba prima facie de su participación en el hecho delictivo, es de 
                                                          
52De lo antedicho se puede concluir que la detención en flagrancia no sólo sirve a la necesidad de evitar que prosiga la lesión 
del bien jurídico, ya que es posible efectuarla también cuando se ha  consumado el delito.  
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alguna manera la consecuencia lógica de lo expuesto en los dos 
apartados precedentes: si se ha sorprendido a una persona en el 
momento de delinquir o en circunstancias inmediatas a la perpetración 
del ilícito, necesariamente el presunto autor debe encontrarse en las 
proximidades del lugar de comisión del delito y en una relación tal con 
el objeto e instrumentos utilizados que evidencien su participación en 
el mismo. 53 
 
No se considera incompatible con la exigencia de inmediatez 
personal, y así es generalmente admitido también como supuesto de 
detención en flagrancia, el hecho de que la aprehensión material del 
autor se produzca después de una persecución iniciada 
inmediatamente a continuación de apreciarse la comisión del hecho 
delictivo, incluso estando ya lejos del lugar de los hechos y 
transcurrido un tiempo desde el descubrimiento de la comisión54. En 
todo caso, la persecución del sorprendido en flagrancia debe haberse 
iniciado inmediatamente después del descubrimiento de la comisión 
del delito, estando el delincuente aún en las proximidades; es decir, 
no puede caber ninguna duda sobre la atribución del hecho delictivo a 
la persona del perseguido55.  
 
De nuevo se pone de manifiesto la función cautelar de este tipo de 
detención pues, como cuando se detiene en el lugar de comisión del 
delito una vez consumado éste, lo que se pretende al detener al 
presunto delincuente que huye no es propiamente evitar que continúe 
la comisión, sino más bien impedir que el autor de los hechos 
                                                          
53La inmediatez personal es otro de los requisitos que la jurisprudencia del TS español viene exigiendo para calificar un delito 
de flagrante; vid. por todas las STS 29-3-90, 19-5-99 ó 7-3-2000.  
 
54Esta acepción de la flagrancia encontró también plasmación en el anterior art. 779 LECrim: “Se entenderá sorprendido en 
el acto no sólo el delincuente que fuera cogido en el momento de estar cometiendo el delito, sino el detenido o perseguido 
inmediatamente después de cometerlo, si la persecución durara o no se suspendiera mientras el delincuente no se ponga 
fuera del inmediato alcance de los que le persiguen”.   
55Bajo otro tipo de circunstancias, si el que pretende detener es un particular, no podrá más que notificar el hecho a la 
autoridad, pues en vano sería posible una detención dentro del margen de la flagrancia delictiva. 
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delictivos huya y por ende que no comparezca ante las autoridades 
encargadas de la persecución penal.  
 
Siendo así las cosas, podemos señalar que según el itercriminis todos 
los delitos siguen un mismo camino, es decir, según sus fases, se 
idealizan, se preparan, se ejecutan y se consuman. Por lo que, el 
hecho que un ilícito penal se esté cometiendo o se acabe de cometer 
no implica por sí solo que el sujeto agente se encuentre en flagrancia 
delictiva, sino que la misma se constituirá como tal, cuando la 
comisión del ilícito penal sea percibida sensorialmente por un tercero, 
se verifique la inmediatez personal y temporal.  
 
4.-  La flagrancia en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
 
Antes de pasar a describir las posiciones del Tribunal Constitucional 
conviene recordar muy brevemente las diferentes modificaciones 
legales que hubo en cuanto a la concepción de la flagrancia, a fin de 
poder entender dichas posiciones. 
 
En la Ley 27934, fue que por primera vez se definió el concepto de 
flagrancia delictiva, pues como ya sabemos hasta entonces sólo en la 
Constitución Política encontrábamos una mención a la flagrancia, en 
esta norma se indicaba: “A los efectos de la presente Ley se 
considera que existe flagrancia cuando la realización del acto punible 
es actual y, en esa circunstancia, el autores descubierto, o cuando el 
agente es perseguido y detenido inmediatamente de haber realizado 
el acto punible o cuando es sorprendido con objetos o huellas que 
revelan que acaba de ejecutarlo”. 
 
Luego, el Código Procesal Penal del 2004, de forma similar a la Ley 
antes indicada, en su artículo 259° señalaba: “(…) 1. La policía 
detendrá sin mandato judicial, a quien sorprenda en flagrante delito. 2. 
Existe flagrancia cuando la realización del hecho punible es actual y, 
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en esa circunstancia, el autor es descubierto, o cuando es perseguido 
y capturado inmediatamente después de haber realizado el acto 
punible o cuando es sorprendido con objetos o huellas que revelan 
que acaba de ejecutarlo …”. 
 
Posteriormente - como ya se ha dicho - se realizaron cambios 
legislativos, mediante el Decreto Legislativo N° 983 el 21 de julio de 
2007, luego con la Ley N° 29372 el 09 de junio de 2009 y finalmente 
con la Ley N° 29569 el20 de Agosto de 2010, quedando entendida 
actualmente de la siguiente manera: 
 
“…Existe flagrancia cuándo: 1. El agente es descubierto en la 
realización del hecho punible. 2. El agente acaba de cometer el hecho 
punible y es descubierto.3. El agente ha huido y ha sido identificado 
durante o inmediatamente después de la perpetración del hecho 
punible, sea por el agraviado o por otra persona que haya 
presenciado el hecho, o por medio audiovisual, dispositivos o equipos 
con cuya tecnología se haya registrado su imagen, y es encontrado 
dentro de las veinticuatro (24) horas de producido el hecho punible. 4. 
El agente es encontrado dentro de las veinticuatro (24) horas después 
de la perpetración del delito con efectos o instrumentos procedentes 
de aquel o que hubieren sido empleados para cometerlo o con 
señales en sí mismo o en su vestido que indiquen su probable autoría 
o participación en el hecho delictuoso …”. 
 
Hecha esta breve descripción, pasaremos a describir los temas en 
que se ha pronunciado el Tribunal Constitucional respecto a la 
Flagrancia, así tenemos: 
 
a. Respecto a la amplitud de la flagrancia 
Al respecto, el Dr. Angulo Arana refiriéndose al Tribunal 
Constitucional: “Temprana y originalmente, en sus sentencias, acogió 
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el significado amplio  de la flagrancia, conforme a la doctrina actual, el 
Derecho Comparado y la jurisprudencia extranjera, comprendiendo 
que pueden presentarse los casos de la flagrancia clásica o estricta, 
la cuasi flagrancia y la presunción de flagrancia o flagrancia evidencia, 
sosteniendo puntualmente que la Constitución no se refiere a una 
única forma de entender la flagrancia56 es decir cuando aún no se 
había dado la Ley 27934. 
 
Así, a través de su Sentencia emitida el 17 de junio de 1998, en el 
Expediente N° 975-1996-PHC/TC, del caso José Luis Reynoso 
Chirinos, en el considerando1, indica: “ … la persona sólo puede ser 
detenida por orden escrita y motivada del Juez o por la autoridad 
policial en caso de flagrante delito; vale decir, por evidencias en el 
momento mismo de la comisión del hecho delictuoso o posterior a tal 
acto cuando subsisten evidencias del delito; esta precisión jurídica se 
realiza en virtud que la Constitución Política prescribe “en caso de 
flagrante delito”, no necesariamente in fragante, es decir, en el 
momento mismo de la producción del evento”. 
 
Es decir, el Tribunal Constitucional distingue entre el concepto de 
flagrante delito o flagrancia, y la noción de in fragante o in fraganti, 
locución latina última que se refiere al mismo instante en que se está 
cometiendo un delito. Así es que el Tribunal Constitucional entendió 
que la flagrancia posee un significado más amplio. Por lo demás, se 
entiende que la flagrancia clásica o estricta se refiere al hecho y a su 
autor descubierto in fraganti, mientras que las notorias evidencias y la 
relación de causalidad se dirigirían a configurar los otros tipos de 
flagrancia. 
 
                                                          
56ANGULO ARANA, Pedro. “Ampliación de los supuestos de Detención Policial en caso de Flagrancia Delictiva”. En: Gaceta 
Penal y Procesal Penal. Tomo 15. Setiembre 2010. Pág. 19 
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En la misma línea, el Tribunal reiteró su posición sobre el flagrante 
delito, indicando que: “Se está ante un caso de esta naturaleza 
cuando se interviene u observa en el mismo momento de su 
perpetración o cuando posteriormente a ella, antes del vencimiento 
del plazo de prescripción, existen hechos o pruebas evidentes, 
sustentados en la técnica o la ciencia, que demuestren la producción 
del delito. Aspecto diferente es pronunciarse por la culpabilidad del 
detenido, que solamente se expresa mediante sentencia judicial”.57 
 
Es decir, en un primer momento el Tribunal Constitucional asumió una 
posición en la cual consideraba dentro del concepto de flagrancia, no 
sólo los casos en que una persona era detenida en el mismo acto de 
la comisión de un delito, sino también aquellos actos en los cuales 
una persona era encontrada con evidencias de haberlo cometido58. 
 
Sin embargo, en un segundo momento, y pese a que aún no se había 
emitido la Ley 27934, el Tribunal restringió el concepto de flagrante 
delito refiriéndose sólo al momento mismo del delito a través de su 
Sentencia N°125-2001-HC/TC de fecha 20 de Abril de 2001, cuando 
indica: “… Que, en el presente caso, no hubo comisión flagrante de 
delito, toda vez que la flagrancia supone la aprehensión del autor de 
la infracción en el preciso momento de la comisión del mismo…” 
 
b. Respecto a la relación causal de la flagrancia 
Se refiere a la justificación de la detención en flagrancia cuando existe 
nexos de causalidad entre la acción del presunto infractor y el delito, 
así en su Sentencia N° 975-1996-PHC/TC de fecha 17 de Junio de 
1998, se señala: “para la detención debe existir nexo de causalidad 
entre el delito y la conducta del supuesto infractor quien jurídicamente 
                                                          
57Sentencia N° 818-98-HC/TC de fecha 14 de Enero de 1999. 




es inocente hasta que se pronuncie sentencia sobre su 
responsabilidad …”. 
 
Asimismo, en otra Sentencia N° 818-1998-PHC/TC de fecha 14 de 
Enero de 1999, indicó lo siguiente: “El hecho de encontrar droga fuera 
del inmueble del investigado no acredita la existencia de flagrante 
delito porque falta el nexo de causalidad entre el lugar de ubicación de 
la droga y el detenido…”. 
 
En el caso en que se buscan nexos de causalidad, lo que se pretende 
encontrar son fundamentos racionales (evidencias materiales, 
indicios, testimonios etc.) para vincular al agente con el hecho 
delictivo, que no se manifestaban por falta de vínculos espacio-
temporales. Así, podría decirse que la relación de causalidad después 
ha de disolverse en la inmediación personal y en la inmediación 
temporal, que luego pasó a utilizar el Tribunal Constitucional. 
 
c. Respecto a la inmediación temporal y personal de la flagrancia 
El Tribunal Constitucional, al respecto, se ha referido como elementos 
relevantes e insustituibles de la flagrancia a la inmediatez personal y 
temporal. Sin embargo, en un primer momento, dio la posibilidad de 
que sólo uno  de los dos elementos se dé en la flagrancia, así 
tenemos que en su Sentencia Nº 2617-2006-PHC/TC de fecha 17 de 
Mayo de 2006 se indicó: “… la flagrancia en la comisión de un delito 
requiere el cumplimiento de cualquiera delos dos requisitos 
siguientes: a) la inmediatez temporal, es decir, que el delito se esté 
cometiendo o se haya cometido momentos antes; y, b) la inmediatez 
personal, es decir, que el presunto delincuente se encuentre en el 
lugar de los hechos, en el momento de la comisión del delito, y esté 




Pero, con fecha 31 de octubre de 2008, a través de su Sentencia 
Nº01957-2008-PHC/TC, indicó: “Según lo ha establecido este Tribunal 
en reiterada jurisprudencia, la flagrancia en la comisión de un delito 
presenta 2 requisitos insustituibles: a) la inmediatez temporal, es 
decir, que el delito se esté cometiendo o que se haya cometido 
instantes antes; b) la inmediatez personal, esto es, que el presunto 
delincuente se encuentre ahí, en ese momento en situación; y con 
relación al objeto o a los instrumentos del delito, que ello ofrezca una 
prueba evidente de su participación en el hecho delictivo (Cfr. STCs. 
Exp .N° 2096-2004-HC/TC, caso Eleazar Camacho Fajardo; Exp. N° 
06646-2006-PHC/TC, caso Alberto Gonzalo Vega Sánchez; Exp. N° 
6142-2006-PHC/TC, caso James Yovani Rodríguez Aguirre)”. 
 
Posición esta del Tribunal que no compatibilizó con los Decretos 
Legislativos Nº 983 y Nº 989 que se dieron antes de dicha sentencia, 
es decir el21 de julio de 2007. Es por ello que, la Defensoría del 
Pueblo se pronunció señalando que la ampliación de los supuestos de 
flagrancia sostenidos en dichos Decretos resulta inconstitucional, al 
no contemplar adecuadamente los requisitos de percepción directa de 
la comisión del delito, inmediatez temporal e inmediatez personal. 
 
Sin embargo, no tardó en presentarse, contra los indicados Decretos 
Legislativos, una demanda de inconstitucionalidad, sobre la cual el 
Tribunal Constitucional ha asumido una posición en el año 2010, pero 
antes de que se pronuncie, se produjo una nueva reforma sobre la 
definición legal del flagrante delito mediante la Ley Nº 29372 con lo 
cual se volvió al texto original del artículo 259º del Código Procesal 
Penal de 2004, razón por la que el Tribunal declaró que se había 
producido la sustracción de la materia. 
 
No se había contado con que, el 20 de Agosto de 2010, se volvería 
con la concepción amplia sobre flagrancia, a través de la Ley N° 
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26569, ante ello, seguramente el Tribunal Constitucional nuevamente 
tendrá que pronunciarse, pues es de advertirse que con este nuevo 
alcance sobre las características de delito flagrante se podría ingresar 
a un domicilio, por ejemplo a las23 horas de cometido el delito, sin 
necesidad de autorización de su titular ola existencia de una orden 
judicial. 
 
A manera de conclusión cabe preguntarse si en verdad resulta ser tan 
arbitrario e ineficaz este tipo de concepción amplia de flagrancia. Al 
respecto, el doctor Pablo Sánchez Velarde, hablando de la fórmula del 
artículo 3 del Decreto Legislativo N° 983, ha considerado que se trata 
de una presunción de flagrancia, al señalar: “Esta fórmula constituye 
en sí una presunción legal de flagrancia en atención a la identificación 
del agente, lo que hace viable la detención de la persona, no en el 
momento que comete el delito, sino luego de haber sido identificado 
por los medios ya indicados y siempre que la capturase realice dentro 
de las 24 horas siguientes”.59 
 
5.-  El Modelo del Código Procesal Penal 
 
El Código Procesal Penal de 2004 fue creado por Decreto Legislativo 
N° 957 y mediante Decreto Legislativo Nº 958 del 28 de julio de 2004 
se creó la Comisión Especial de Implementación del Código Procesal 
Penal como el ente encargado de diseñar, conducir, coordinar, 
supervisar y evaluar el proceso de implementación del mencionado 
código además de hacer la Propuesta de implementación del NCPP. 
Esta Comisión de Alto Nivel está conformada por representantes del 
Poder Judicial, Ministerio Público, Ministerio del Interior, Policía 
Nacional del Perú, Ministerio de Economía y Finanzas y quien la 
preside: el Ministerio de Justicia. 
                                                          
59SANCHEZ VELARDE, Pablo. Op cit. pp335. 
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Las atribuciones de la comisión, al amparo del artículo 4 del Decreto 
Legislativo 958 eran: a) formular las políticas y objetivos para la 
adecuada implementación progresiva del NCPP; b) diseñar la 
propuesta específica del plan de implementación y c) elaborar el 
calendario oficial de la aplicación del NCPP60. Así, tras la necesaria 
coordinación entre ellos y aun dejando de lado sus limitaciones sobre 
todo económica; pero en pro de la anhelada reforma llegaron a la 
conclusión de que era necesario un cambio gradual, y al amparo de lo 
ya experimentado en otros países de América Latina concluyeron en 
la aplicación progresiva del NCPP que iniciaría en el distrito judicial de 
Huaura. 
 
La pegunta lógica sería por qué razón se decidió que la progresiva 
implementación61 se iniciara en el distrito judicial de Huaura. Las 
respuestas posiblemente las encontramos en los siguientes puntos: 
 
• La proximidad al distrito judicial de Lima. Porque al tratarse de un 
plan piloto se requiere de un fácil monitoreo que se ve facilitado por la 
proximidad entre los distrito judiciales de Huaura y el de Lima; es 
decir, que por encontrarse territorialmente cerca de Lima, los 
resultados de la aplicación del código procesal penal de 2004 en el DJ 
de Huara son fácilmente analizados al amparo del poco tiempo que 
implica la distancia entre ambos distritos judiciales. 
 
• Las dimensiones territoriales. El D.J. de Huaura facilita el desarrollo 
del nuevo modelo planteado por el código procesal penal de 2004 en 
tanto que no cuenta con gran extensión territorial siendo adecuado 
para realizar una suerte experimento controlado. Eso es, que cuenta 
con una adecuada extensión territorial; no muy grande, de manera tal 
que permite el análisis de este plan piloto. 
                                                          
60La Aplicación del Nuevo Código Procesal Penal en Huaura. Una experiencia positiva; Justicia Viva; 2008,pag. 16 
61Artículo 4 del Decreto Legislativo 958. 
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• La carga procesal. Se requería que la carga penal fuera 
representativa del tipo de casos que procesan la mayoría de distritos 
judiciales, vale decir, que se traten de delitos que son cometidos en su 
mayoría en todos los distritos judiciales y en atención a los dos puntos 
anteriormente expuestos, el DJ de Huaura reúne estos requisitos. 
 
Luego de un sin número de retrasos y sin la capacitación ni los 
medios materiales necesarios para la aplicación del nuevo modelo 
procesal penal, llegó el 1 de julio del año 2006 en que comenzó su 
progresiva implementación propugnando las prácticas acusatorias de 
un modelo que se regía por el desarrollo de un proceso penal con 
publicidad, celeridad, en el que se privilegia el contradictorio y el 
respeto a los derechos fundamentales de la persona humana. 
 
5.1.  El Sistema Inquisitivo 
El sistema inquisitivo nació bajo la influencia de la Iglesia Católica 
e implica que las funciones de acusación y enjuiciamiento se 
encuentran reunidas en una sola persona, el juez frente al cual el 
individuo está en posición de inferioridad562. Las características 
de este sistema son las siguientes63:  
 
1. “La iniciación del proceso no depende de un acusador. Rige el 
brocardo “proceda tiudex ex officio”.  
 
2. El Juez determina subjetiva y objetivamente la acusación.  
 
3. La investigación de los hechos y la fijación de las pruebas a 
practicar las realiza el juez-acusador.  
 
                                                          
62CUBAS VILLANUEVA, Víctor. "El Nuevo Código Procesal: ¿Revolución Penal?" Lima: Justicia Viva, 2004, p.9.  
63SAN MARTÍN CASTRO, César. "Derecho Procesal Penal"Tomo I, Lima: Grijley Segunda Edición, 2003, p.43.  
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4. No existe correlación entre acusación y sentencia. El Juez puede 
en cualquier momento alterar la acusación.  
 
5. No hay contradicción ni igualdad. No hay partes. Los poderes del 
juez son absolutos frente a un acusado inerme ante él. Lo normal 
es la detención”.  
 
El sistema respondió a la concepción absoluta del poder central y al 
valor que se asignaba a la autoridad.64 En el sistema inquisitivo no 
se dio la importancia debida al derecho de defensa. Es más, la 
presunción de inocencia se hallaba por debajo de la presunción de 
culpabilidad, la misma que sólo se desvanecía si el imputado lograba 
soportar las torturas que se aplicaban para que admitiera la 
responsabilidad en el delito.65 
 
Por lo señalado, algunos autores han considerado que los procesos 
sumarios en el Perú y que constituyen casi el 90% de la carga 
procesal son procesos predominantemente escritos, reservados en 
los que el juez por el mérito de las diligencias sumariales, dicta la 
resolución que corresponda obviando la etapa fundamental del 
proceso, esto es el juzgamiento. Es por ello, que este tipo de 
procesos son considerados el claro ejemplo de los procesos 
tramitados bajo el sistema inquisitivo.  
 
En este sentido, se pronuncia Cubas Villanueva cuando sostiene 
que en los procesos sumarios no hay etapa de juzgamiento, lo que 
atenta contra las garantías procesales de inmediación, oralidad, 
publicidad y contradicción, pues el juez dicta sentencia en mérito de 
lo actuado, sin necesidad de realizar audiencia.66 
                                                          
64ORE GUARDIA, Arsenio. "Manual de Derecho Procesal Penal". Editorial alternativas. 2da edición. 1999, p.32.  
65Ibid, p.33.  
66CUBAS VILLANUEVA, Víctor. opcit.p. 14.  
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Ciertamente, el tema de la oralidad es sumamente importante por la 
intermediación y contradicción que debe existir en todo proceso 
penal, pues es el único momento en el que el Juez puede tener 
contacto personal con el procesado. 
 
El NCPP implica terminar con los procesos sumarios, en los que el 
Juez no tiene mayor contacto con el imputado vulnerándose las 
garantías procesales señaladas líneas arriba. Se propone un solo 
sistema bajo el cual tendrán que tramitarse todos los procesos 
incluso en el artículo 271 se regula la procedencia de la audiencia 
para determinar la procedencia de la prisión preventiva.  
 
De esta manera, el adecuado y oportuno empleo de la oralidad 
determina una directa interrelación humana, que permite un mayor 
conocimiento recíproco y personal entre quienes intervienen en el 
juicio oral.67 La oralidad en el caso de los procesos que no llegarían 
a juicio oral bajo el nuevo sistema estaría dada en las diferentes 
audiencias fijadas en el NCPP.  
 
5.2. El Sistema Acusatorio  
 
Este sistema predominó en todo el mundo antiguo, se desarrolló en 
Grecia y la república romana, y en la Edad Media hasta el siglo XIII. 
El principio sobre el cual se sustentaba era el de la preeminencia del 
individuo y la pasividad del Estado.68 
 
El enjuiciamiento acusatorio se desarrolla asignando y delimitando 
claramente las funciones de cada sujeto procesal. Así tenemos que 
el acusador, y sólo él, podía perseguir el delito y ejercer el poder 
requirente; el imputado disponía de amplias posibilidades de rebatir 
                                                          
67MIXÁN MASS, Florencio. "Juicio Oral". Trujillo: ediciones BLG, 1993, p.57.   
68Ibid, p.28.   
 58 
 
la acusación a través del reconocimiento de sus derechos de 
defensa; y, por último el tribunal, ejercía el poder decisorio.  
 
El acusado era considerado como un sujeto de derechos, y su 
posición respecto al acusador era de igualdad, desprendiéndose de 
esta situación principios como el in dubio pro reo, y la presunción de 
inocencia. Asimismo, mientras que la libertad era la regla, la 
detención era la excepción. 
 
Siendo este sistema más beneficioso para el imputado, toda vez que 
implica el respeto al debido proceso, es el acogido por nuestra 
Constitución. Así, como señala San Martín nuestra Carta Magna 
impone un sistema acusatorio o contradictorio, y la ley debe tener en 
claro dos puntos esenciales:  
 
“(1) el Ministerio Público conduce la investigación del delito y es el 
director jurídico funcional de la Policía y (2) el proceso judicial es 
indispensable para imponer una pena a una persona, el mismo que 
debe ser público, y a partir de él rigen imperativamente una serie de 
principios propios de la judicialización del enjuiciamiento, a decir: 
inmediación, contradicción, oralidad y concentración.”69 
 
En este sentido, al aplicar el nuevo código habrá que entender que 
la superación del molde inquisitivo implica mucho más, significa por 
ejemplo enfrentar el sobredimensionamiento del proceso escrito, 
garantizar la vigencia práctica y no formalista de los principios de 
oralidad, concentración, inmediación entre otros, haciendo que el 
peso del proceso se ponga en las partes, principalmente el Ministerio 
Público y la defensa y donde la función del juez es arbitral y 
equilibradora del rol asumido por los sujetos procesales.70 
                                                          
69 SAN MARTIN CASTRO, César Eugenio, opcit, p.62.   
70MAVILA LEON, Rosa. "El nuevo sistema procesal penal", Lima: Jurista Editores, 2005, p. 23.   
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5.3. El Sistema Mixto  
 
El carácter esencial de este sistema, surgido al calor de la revolución 
francesa, es la ruptura de los sistemas anteriores, es decir, la 
persecución judicial de los delitos no es un derecho de los 
particulares y el juez no puede ser al mismo tiempo acusador.  
 
Sus características, señala Joan Verguer Grau71, son:  
 
1. “La separación entre la función de acusar, la de instruir y la de 
juzgar, confiadas a órganos distintos, esto es, al fiscal, al Juez de 
Instrucción y al tribunal con jurado, respectivamente.  
 
2. Excepto para el Tribunal con jurado, rige el principio de la doble 
instancia 
.  
3. También rige el principio del Tribunal colegiado.  
 
4. La justicia está a cargo de jueces profesionales, excepto cuando 
interviene el jurado.  
 
5. La prueba se valora libremente.  
 
6. La acción penal es indisponible y rige el principio de necesidad en 
todo el curso del procedimiento. La acción penal también es 
irretractable.  
 
7. El imputado deja de ser objeto de la investigación, y adquiere el 
status de sujeto de derechos. En ese sentido, el Estado asume la 
carga de la prueba.”72 
                                                          
71VERGUER GRAU, Joan. "La defensa del imputado y el principio acusatorio", Barcelona: José María Bosch Editor, 1994, 




Es importante mencionar que, el sistema procesal penal peruano ha 
sido considerado por un sector de la doctrina como sistema mixto 
toda vez que, coexisten en nuestra legislación el modelo inquisitivo y 
el acusatorio. Sin embargo, como señala Neyra Flores pese a todas 
las modificaciones el Código de Procedimientos Penales contiene un 
modelo “inquisitivo reformado”.73 
 
En efecto, como menciona San Martín el Código de 1940 “privilegió 
la instrucción y transformó el juicio oral en un mero juicio leído”.74Así, 
hasta antes de la dación del Decreto Legislativo Nº 959 publicado el 
17 de agosto de 2004 que introdujo importantes modificaciones al 
Código de Procedimientos Penales de 1940, impulsando la oralidad 
en las audiencias, se puede sostener que el juicio oral era 
meramente simbólico.  
 
5.4. Modelo Propuesto en el Nuevo Código Procesal Penal 
 
Los alcances y límites del derecho de penar del Estado, en un 
tiempo y lugar determinado, responden, necesariamente, a la 
naturaleza y esencia del sistema político imperante. Si el régimen es 
autoritario, su sistema penal también lo será; por el contrario, si el 
sistema político es democrático sus instituciones jurídicas también lo 
serán o tendrán como meta serlo. En síntesis, la decisión política 
que defina el sistema, debe optar básicamente por dos alternativas: 
primar el interés público y fortalecer el poder del Estado en la 
persecución penal aún negando los derechos del individuo, o en 
otorgarle al individuo las suficientes garantías para que enfrente a 
                                                                                                                                                                    
72 ORÉ GUARDIA, Arsenio, opcit, p.36.   
73NEYRA FLORES, José Antonio. “El Juzgamiento en el Nuevo Proceso Penal”, artículo publicado en el Diario Oficial El 
Peruano, Miércoles 20 de marzo de 2005.   
74MARTIN CASTRO, César. “La reforma procesal penal peruana: evolución y perspectivas”. En: “La reforma del proceso 
penal peruano”. Anuario de Derecho Penal 2004. Lima: Fondo Editorial PUCP- Universidad de Friburgo, 2004, p. 36.   
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ese poder punitivo, preservando su dignidad de persona en un plano 
en el que no se vea absolutamente desprotegido frente a las 
instituciones públicas de la persecución penal.75 
 
Así las cosas, el modelo procesal penal propuesto, se caracteriza 
por afirmar los principios básicos de un proceso penal respetuoso de 
los derechos humanos y protector de la seguridad ciudadana. Se 
debe tener en cuenta que, en el proceso penal se enfrentan los 
intereses colectivos con los individuales, siendo dirimidos estos 
durante dicho proceso.76 
 
En este sentido, el Estado debe proteger al individuo de una 
persecución injusta y de una privación inadecuada de su libertad. 
Así, el imputado debe tener ocasión suficiente para defenderse, la 
meta del derecho procesal penal no es el castigo de una persona, 
idealmente del culpable, sino la decisión sobre una sospecha.77 
 
La estructura del nuevo modelo de proceso penal apunta a constituir 
un tipo de proceso único para todos los delitos perseguibles por 
ejercicio público de la acción penal, que se inicie con la actividad 
preparatoria de investigación bajo la dirección del fiscal, continúe 
con la acusación, la audiencia preliminar y el juicio oral.78 
 
La idea del proceso único no excluye los procesos consensuales y 
abreviados, como la suspensión condicional del proceso, la 
terminación anticipada del mismo, entre otros que podrán tener lugar 
                                                          
75MORALES VARGAS, Alberto J. “Nuevo Código de Procedimiento Penal: Redefinición y Fines del Proceso Penal”. En 
Implementando el Nuevo Proceso Penal en Ecuador: Cambios y Retos, publicado por Fundación para el Debido Proceso 
Legal y Fundación Esquel – www.dplf.org, pp. 48 – 65.   
76SCHÖNBOHM, Horst y LÖSING, Norbert.“El proceso penal, principio acusatorio y oralidad en Alemania”. En Un nuevo 
sistema procesal penal en América Latina. Buenos Aires: CIEDLA, 1998, p.39.   
77Ibid, p.40.   
78ORE GUARDIA, Arsenio. “Panorama del proceso penal peruano”, Artículo publicado en el Suplemento de Análisis Legal del 
Diario Oficial El Peruano, Año 1, Nº 4, Lunes 14 de junio de 2004.   
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durante toda la etapa preparatoria, e inclusive antes de que se 
presente la acusación.79 
 
En este orden de ideas, la estructura del nuevo proceso penal se 
edifica sobre la base del modelo acusatorio, cuyas grandes líneas 
rectoras son la separación de funciones de investigación y 
juzgamiento y la libertad del imputado es la regla durante todo el 
proceso.80 
 
De esta manera, la investigación penal estará a cargo del fiscal y la 
decisoria a cargo del juez. Es por ello que, el artículo IV.3 del Título 
Preliminar del NCPP señala que los actos que practican el Ministerio 
Público o la Policía Nacional no tienen carácter jurisdiccional.81 
 
El carácter no jurisdiccional de la investigación preparatoria es 
relevante para discernir qué es materia de valoración, pues los 
elementos de convicción que se colecten en dicha fase no servirán 
para fundar una sentencia, dado que los actos de prueba se 
producen en el juicio, salvo las excepciones señaladas en el artículo 
393.1.82 
 
Así, se reestructura el proceso penal estableciendo un procedimiento 
común u ordinario, que se desarrolla conforme a los principios de 
contradicción e igualdad de armas, bajo la vigencia de las garantías 
de la oralidad, inmediación y publicidad.  
 
En ese sentido, el nuevo sistema presenta como principales 
características las siguientes:  
 
                                                          
79Ibid.   
80CUBAS VILLANUEVA, Víctor. “El Proceso Penal. Teoría y Práctica”, Palestra Editores,1997,p.25.   




- La separación de funciones de investigación y de juzgamiento.  
 
- El desarrollo del proceso conforme a los principios de contradicción 
e igualdad.  
 
- La garantía de oralidad como la esencia del juzgamiento.  
 
- La libertad del imputado es la regla durante todo el proceso.  
 
- El proceso penal se divide en 3 fases: Investigación Preparatoria, 
Fase Intermedia y Juzgamiento.83 
 
Con la adopción del sistema procesal acusatorio y la estructura del 
proceso penal común, tanto el Ministerio Público cuanto los órganos 
jurisdiccionales deberán asumir plenamente las competencias 
exclusivas y excluyentes que la Constitución les asigna. El nuevo 
Código contiene una amplia regulación de las garantías procesales. 
Se regula integral y sistemáticamente en un solo cuerpo normativo la 
actividad procesal, el desarrollo de la actividad probatoria, las 
medidas de coerción real y personal.84 
 
Es del caso mencionar que, el nuevo Código regula también 
procedimientos especiales como el aplicable al principio de 
oportunidad29 (artículo 2), juzgamiento de acusado confeso (artículo 
372.2), proceso inmediato (artículo 446), proceso de terminación 




                                                          
83 Conforme al Código de Procedimientos Penales de 1940, vigente a la fecha el proceso penal se divide en dos etapas: la 
instrucción(reservada y escrita) y el juzgamiento(público y oral).   
84 CUBAS VILLANUEVA, Víctor, opcit, p.27.   
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6.-  Las Etapas del Código Procesal Penal. 
 
El proceso penal no es solo el marco a través del cual se legitima la 
sanción estatal, sino además el ámbito de discusión y solución de 
un conflicto de intereses surgido a consecuencia de la comisión de 
un delito que requiere de etapas o fases procedimentales que 
permitan garantizarla eficacia de sus fines. Estas etapas son: 
 
a) Diligencias preliminares 
Esta es en realidad una sub-etapa previa de la investigación 
preparatoria, y comprenden tanto a un lapso temporal inicial y muy 
corto de la investigación del delito como a un conjunto de diversas 
actuaciones, algunas pensadas y planificadas y otras 
circunstanciales, previas a la apertura formal de investigación, 
mediante las cuales se confirmará o descartará la existencia del 
ilícito. 
 
La novísima configuración lleva el mensaje de que no se ha 
querido crear una etapa formal ni sub etapa especial previa a la 
investigación preparatoria, sino que se identifica apenas una 
situación o lapso temporal en el cual se acumularán elementos 
mínimos de juicio para determinar la existencia del ilícito penal. 
 
La norma describe (artículo 330º inciso 2) un conjunto de 
finalidades que, por cierto, resultan ambiciosas para lo que 
querrían ser simples verificaciones y que sólo las consideramos 
compatibles con determinados casos delictivos (hechos de sangre) 
o actuaciones policiales (delitos flagrantes) y la determinación 
temprana de escenas del delito. 
 
Se indica asimismo que, en el informe policial, respecto las 
actividades policiales, se adjuntarán las actas levantadas, las 
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manifestaciones recibidas, las pericias realizadas y todo aquello 
que se considere indispensable para el debido esclarecimiento de 
la imputación. También se adjuntará lo relativo a las 
comprobaciones domiciliarias y de los datos personales de los 
imputados. 
 
Esto se explica dado el interés inmediato, luego de la noticia del 
ilícito, en recoger o proteger todo aquello que sea útil para 
delimitarle, impedir nuevas consecuencias así como la fuga de sus 
autores o identificar claramente a estos últimos. Si consideramos 
que esto es muy importante se advertirá la necesidad de que la 
policía accione de inmediato, inclusive antes de avisar al fiscal, 
puesto que sí se conoce que este último, de todos modos, 
demorará en llegar, una equis cantidad de tiempo dedicada a hacer 
dicho contacto, si otros policías no pueden acudir al lugar del 
hecho, representaría la pérdida de un tiempo precioso, a partir del 
cual, podría perderse información relevante sobre el hecho. 
 
Debemos destacar, en todo caso, que las diligencias preliminares 
no constituyen una etapa diferenciada de la investigación, que 
debería cumplirse de modo fatal, sino un posible momento inicial 
de la misma, que de ocurrir presenta notables y naturales 
características. Por cierto que, además, podemos afirmar que 
cuando se da, no acontece de modo superfluo sino que satisface 
necesidades concretas.85 
 
Lo dicho quiere decir que, podría ser que no exista necesidad 
fáctica de que se efectúen diligencias preliminares, y no significará 
ninguna irregularidad el que aquellas no se efectúen y se apertura, 
formalmente, la investigación preparatoria contra alguna persona. 




Esto precisamente aparece indicado en el artículo 336º, donde se 
refiere que de la sola denuncia podrían aparecer los requisitos 
mínimos que justificarían ello. 
 
Y recalcamos esto por entender que la denuncia registraría sólo el 
dicho del denunciante (quizá con recaudos), sin ejercicio 
persecutorio alguno, y nos parece ciertamente el caso más radical 
que pensamos que excepcionalmente si podría ocurrir. 
 
De lo dicho se desprende que las diligencias preliminares sólo se 
realizarán si aparece la necesidad razonable de las mismas, puesto 
que el nuevo modelo se preocupa porque no se pierda el tiempo 
inútilmente. Por otro lado, es fundamentalmente en la investigación 
formal donde hay espacio para el descargo. 
 
b) La etapa de investigación preparatoria. 
La etapa de investigación preparatoria es aquella que busca reunir 
los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permiten 
al fiscal decidir si formula o no acusación y al imputado preparar su 
defensa. 
 
En la nueva dinámica del proceso penal, el sistema de justicia 
penal se moviliza cuando se acusa a una persona de haber 
incurrido en la comisión de un ilícito penal. Este deber de 
comunicar tales pretensiones recae, en principio, en el agente del 
Ministerio Público. Sin embargo, el hecho de que el agente del 
Ministerio Público decida formular una acusación penal debe ser la 
consecuencia de una investigación que ha realizado previamente y 
que le permita reunir información que genere en él convicción de la 
existencia de un hecho que reúne los elementos que lo califiquen 
como delito, así como de la presencia de un 
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presunto86responsable. En tal sentido, las funciones de 
investigación y acusación son inseparables, inescindibles de la 
actuación del Ministerio Público. 
 
c) La etapa intermedia 
Existen dos posiciones en torno la definición de la etapa 
intermedia: una que la considera como un conjunto de actos 
preparatorios de la acusación y de la audiencia87 y otra, que la 
considera como una etapa de naturaleza crítica88. Para nosotros, la 
etapa intermedia es una fase de saneamiento que tiene por fin 
eliminar todo vicio o defecto procesal que afecte la eficacia de lo 
actuado y que haga imposible la realización del juicio oral. Esta 
función de filtro gira en torno: 
 
A los requerimientos tanto de acusación como de sobreseimiento, 
emitidos por el fiscal; y, La prueba presentada por las partes. 
 
d) La etapa del juzgamiento (juicio oral) 
De manera esquemática, cuando el Ministerio Público ha formulado 
acusación contra el imputado, y luego de haberse establecido en la 
etapa intermedia la inexistencia de algún vicio o defecto procesal 
que invalide todo lo actuado, así como de haberse admitido las 
respectivas pruebas presentadas por las partes, el juez remite todo 
el expediente al juez encargado de llevar a cabo el juicio oral. 
 
Esto último es una nota distintiva en el nuevo proceso penal 
latinoamericano. Es decir, el juez que participa en la investigación 
(no como el investigador sino como garante del respeto a los 
                                                          
86El término presunto es el correcto, puesto que deriva del principio constitucional de la presunción de inocencia; en ese 
sentido, mientras no se tenga una sentencia condenatoria firme, a la persona del indiciado, investigado, acusado, juzgado, o 
en suma, imputado se le considerará inocente. 
87GARCÍA RADA, Domingo. "Manual de Derecho Procesal Penal". Quinta edición, EDDILI, Lima, 1976, p. 196. 
88CLARIÁ OLMEDO, Jorge. "Tratado de Derecho Procesal Penal". Tomo VI, Edic, Buenos Aires, 1987, p. 108. 
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derechos de las personas involucradas en un proceso penal) es 
diferente al juez que dirige el juzgamiento, con lo cual (observando 
el principio de imparcialidad) se evita que el juzgador quede 
contaminado por los actos previos al juicio oral y que pongan en 
contradicho su imparcialidad a la hora de resolver el conflicto 
penal.89 
 
Por lo tanto, el juez de la investigación preparatoria remite los 
actuado sal juez encargado del juicio, quien al recibirlo emitirá una 
resolución judicial a través de la cual comunica a los sujetos 
procesales la fecha, hora y lugar de realización del juicio oral (a la 
cual en países como Perú se lo denomina auto de citación a juicio). 
De esa forma, una vez notificada la resolución solo debe esperarse 
la realización de la audiencia del juicio oral. 
 
La audiencia, a su vez, se compone de tres fases: 
 
Fase inicial. Esta fase consiste en la instalación de la audiencia, 
con la presencia de aquellos sujetos procesales que, como 
juzgador, las partes, órganos de prueba y el público son los 
llamados a tener un rol protagónico durante el juzgamiento. 
Posteriormente, las partes, tanto acusadora como acusada, 
deberán presentar su caso ante el órgano juzgador para que luego 
se pregunte al acusado, previa lectura de sus derechos en el juicio, 
si se encuentra o no conforme con los términos de la acusación del 
Ministerio Público. Si la respuesta del acusado es afirmativa, 
entonces el juicio concluirá, procediéndose al dictado de la 
respectiva sentencia; en el caso contrario, si la respuesta es 
                                                          
89ORTELLS RAMOS, Manuel. "El proceso penal abreviado". Comares, Granada, 1997, p. 120. 
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negativa, se continuará con la siguiente fase de la audiencia del 
juicio oral.90 
 
Fase probatoria. En esta etapa se da la actuación o desahogo de 
pruebas a través de la actividad que realicen las partes, y en forma 
excepcional la que lleve a cabo el juzgador. Aquí se examina al 
acusado, los testigos (incluyendo la víctima), los peritos, las fuentes 
materiales y documentales, inspecciones, etc. 
 
Fase conclusiva. Aquí, luego de haberse actuado todas las 
pruebas admitidas a juicio deberán las partes formular sus 
conclusiones o alegatos finales, incidiendo en aquellas pruebas 
que dan mayor certeza a su caso o, por el contrario, debilitan la de 
su contraparte. Posteriormente, el juzgador da por concluido el 
debate oral, procediéndose a la deliberación y dictado de la 
respectiva sentencia. 
 
e) La etapa de ejecución 
En esta etapa se regula todo lo necesario para que una sentencia 
quede firme y así su contenido sea ejecutado. Por lo tanto, se 
examina el concepto, contenido y clases de la sentencia en materia 
penal; asimismo, los recursos impugnatorios de los que puede ser 
objeto; luego, y una vez obtenido su carácter de firme, se regula lo 
respectivo a su ejecución. 
 
Por otro lado, en lo que respecta al contenido de la sentencia, si 
esta es absolutoria se cumplirá dando inmediatamente libertad al 
acusado, si se halla detenido, o cancelando la caución o fianza, si 
se encuentra en un supuesto de libertad provisional. En cambio, si 
                                                          
90MAIER, Julio. "La ordenanza procesal alemana. Su comentario y comparación con los sistemas de enjuiciamiento penal 
argentino". Depalma, Buenos Aires, 1978, p. 108. 
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la sentencia es condenatoria se cumplirá aunque ante ella se haya 
interpuesto algún recurso impugnatorio.91 
 
Asimismo, debe ordenarse el pago de costos y costas, constituidas 
por:  
 
i)  las tasas judiciales en los procesos por delitos de acción privada, 
o cualquier otro tributo que corresponda por actuación judicial; 
 
ii) los gastos judiciales realizados durante la tramitación de la 
causa; y, 
 
iii)  los honorarios de los abogados de la parte vencedora, y de los 
peritos oficiales, traductores e intérpretes, en caso de que no 
constituyan un órgano del sistema de justicia, así como de los 
peritos de parte. 
 
7.-  La Prisión Preventiva. 
 
La concepción de un cuerpo normativo que regula los tipos 
delictivos, reglas de imputación y sanciones penales (Código 
Penal), y la formación de otro que establece el procedimiento para 
aplicar aquéllas (Código Procesal Penal) constituyen, junto a la 
Constitución, la base de un sistema penal y la carta de 
presentación de un Estado de Derecho, en tanto regulan las 
formulas y reglas de aplicación de las figuras más intensas de 
control social de una sociedad.  
 
Para una sociedad democrática es tan importante que se sancione 
al responsable de la comisión de un delito, como el hecho que la 
comprobación de la responsabilidad penal o la ausencia de ésta, se 
                                                          
91 Así se desprende de la lectura del artículo 418.2 del Código Procesal Penal vigente. 
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realice en forma justa que respete los derechos fundamentales del 
imputado. En ese sentido, Gonzalo Del Río Labarthe, afirma que 
dos son los errores de la Administración de Justicia que una 
sociedad repudia con mayor firmeza: la impunidad de un 
delincuente y el ingreso en prisión de un inocente, y es 
probablemente por esta razón que en el proceso penal se 
manifiesta con mayor claridad el carácter democrático de un 
Estado92. 
 
En ese sentido, las medidas de coerción procesal contenidas en la 
sección III del Libro II del Nuevo Código Procesal Penal(en delante 
NCPP), se subdividen en personales y reales. Las personales son 
aquellas medidas que puede adoptar el juzgador contra el 
imputado en el curso del proceso penal, a efectos de limitar la 
libertad individual del imputado con el objeto de asegurar los fines 
penales del procedimiento, esto es, asegurar la celebración del 
juicio oral y eventualmente la eficacia de una sentencia 
condenatoria. Mientras que, las reales son aquellas medidas 
procesales que recaen sobre el patrimonio del procesado o, en 
todo caso, sobre bienes jurídicos patrimoniales del imputado, 
limitándolos; y que se adoptan durante la tramitación del proceso 
con el propósito de impedir determinadas actuaciones de sus 
destinatarios que se consideran dañosas o perjudiciales, tanto para 
la efectividad de la sentencia en relación con la consecuencias 
jurídicas económicas del delito (función cautelar), cuanto para 
lograr la propia eficacia del proceso (función aseguradora de la 
prueba y función tuitiva coercitiva).  
 
Las medidas personales, en el nuevo diseño del NCPP, entre las 
que se incluye la prisión preventiva, se impondrán con respeto al 
                                                          
92DEL RÍO LABARTHE, Gonzalo. “La Regulación de la Prisión Preventiva en el Nuevo Código Procesal Penal Peruano de 
2004”. Cuestiones Actuales del Sistema Penal. Ara Editores – UNMSM. Perú, 2008. p.619. 
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principio de proporcionalidad y siempre que existan suficientes 
elementos de convicción. Además, deberán ser indispensables y 
por el tiempo estrictamente necesarios, para prevenir, según los 
casos, el riesgo de fuga, de ocultamiento de bienes o de 
insolvencia sobrevenida, así como para impedir la obstaculización 
de la obtención de la verdad y evitar el peligro de reiteración 
delictiva (artículo 253°.3).  
 
Así, la prisión preventiva en el NCPP, como dice Muñoz Conde y 
Moreno Catena, es el patrón más importante entre las instituciones 
procesales para valorar el carácter democrático de un Estado, 
porque en ella se refleja más que en ninguna otra institución, más 
incluso que en la propia pena, la ideología que subyace a un 
ordenamiento jurídico determinado.93 
 
8.-  Principios para la Aplicación de la Prisión Preventiva 
 
Excepcionalidad e instrumentalidad. 
La regla es que el imputado debe ser investigado en libertad, y la 
prisión es la excepción que debe decretarse solo cuando resulta 
indispensable (artículo 253°.3). Por el principio de excepcionalidad, 
llamado también principio de necesidad, las medidas coercitivas 
sólo se impondrán en la medida que sean estrictamente necesarias 
para los fines del proceso. La doctrina considera que las medidas 
coercitivas sólo se aplicarán para asegurar la comparecencia del 
imputado en el proceso, evitar que se obstaculice la investigación 
del delito y la actividad probatoria, y asegurar el cumplimiento de la 
pena probable a imponerse, así como de sus consecuencias 
civiles.94El principio de instrumentalidad, por su parte, significa que 
                                                          
93MUÑOZ CONDE, F. y V. MORENO CATENA. “La prisión Provisional en el derecho Español”, en La Reforma Penal y 
Penitenciaria, Santiago de Compostela, 1980, p. 344. 
94HORVITZ LENNON, María Inés y LÓPEZ MASLE, Juan. “Derecho Procesal Penal Chileno”. Tomo I. Editorial Jurídica de 
Chile. 2005, Pág. 389. 
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el proceso principal es el instrumento para aplicar el Derecho 
penal, que se sirve de otro, la medida cautelar personal para 
asegurar su eficacia. Por esta razón, se considera la prisión 
preventiva como una medida instrumental, porque viene siempre 
asociada a un procedimiento de tramitación, y se extingue cuando 
termina el proceso principal o cuando varían o se descartan las 
circunstancias que justificaron su adopción95.  
 
Proporcionalidad 
El artículo 253°.2 del NCPP menciona que la restricción de un 
derecho fundamental en el proceso penal requiere que se imponga 
con el necesario respeto al principio de proporcionalidad. Su 
referencia constituye un hito fundamental, porque reconoce en 
forma expresa una regla de principio de carácter vital aplicable a 
toda limitación de derechos fundamentales. Una medida que 
respete este principio debe ser idónea, necesaria y proporcional en 
sentido estricto, esto es, que supone llevar a cabo un juicio de 
ponderación en el caso concreto, entre la gravedad o intensidad de 
la intervención y el peso de las razones que la justifican96.  
 
La norma procesal debe comprender para dicho efecto el fumus 
bonis iuris o apariencia de buen derecho (primer presupuesto 
material de la prisión preventiva), que significa que para adoptarla 
debe llevarse a cabo un juicio de verosimilitud sobre el derecho 
cuya existencia se pretende declarar en la sentencia definitiva; y, el 
periculum in mora o peligro en la demora procesal, segundo 
presupuesto que debe cumplirse para aplicar la prisión preventiva, 
que se divide a su vez en la prevención del riesgo de fuga y el 
peligro de obstaculización.  
                                                          
95BARALLAT LÓPEZ, José. “Función Cautelar y función preventiva de la prisión provisional”, en Régimen jurídico de la 
prisión provisional ( coord. Alberto Borrego de Carlos), Sepín, Madrid, 2004, p. 113. 





Tratándose del derecho fundamental de la libertad, la prisión 
preventiva no podía ser concedida a otra autoridad que la 
jurisdiccional y en los casos y bajo los requisitos previstos por la 
ley. Este principio significa que la prisión preventiva, sólo puede ser 
dictada por una autoridad judicial, tal como lo establece el artículo 
268°, a diferencia de la detención que puede ser realizada por la 
policía (artículo 259°, 205°) y el fiscal (artículo 66°.1). En virtud del 
mencionado principio nadie puede administrar justicia sin que 
previamente la ley le haya conferido poder, y solamente para los 
casos concretos que la misma establezca97. Principio que tiene su 
base en el aforismo latino nemo judex sine lege.  
Este principio está consagrado en el artículo 2° (inciso 24.f) de la 
norma constitucional vigente, donde se señala que “ Nadie puede 
ser detenido sino por mandato escrito y motivado por el Juez (…)”.  
 
Legalidad 
La ley establece el procedimiento y los presupuestos para aplicar la 
prisión preventiva. La Constitución Política en su artículo 2° (inciso 
24.b) prescribe que no se permite forma alguna de restricción de la 
libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley. En tal 
sentido, sólo son admisibles aquellas restricciones que la ley 
expresamente prevé, sólo podrán ordenarse en el seno del proceso 
penal, nunca al amparo de normas de otra naturaleza, ni en 
procedimientos de otro tipo; su adopción y desarrollo se habrán de 
adecuar a las determinaciones previstas en el artículo VI del Título 




                                                          
97BINDER, Alberto. “Introducción al Derecho Procesal Penal”. Ad Hoc S.R.L. Abril, 1993. Pág. 198. 
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Tratamiento adecuado a la persona con detención preventiva.  
Binder dice, que el encarcelamiento preventivo es semejante a una 
pena. Sin embargo, existen ciertas orientaciones respecto del trato 
que deben recibir esta clase de personas encarceladas y que 
deben ser atendidas necesariamente. El encarcelado con prisión 
preventiva debe ser tratado de modo tal que se minimicen todos los 
efectos propios de la privación de la libertad; por eso existe el 
principio de humanización de las cárceles, en lo que respecta a la 
pena, así como el principio de minimización de la violencia a que 
está sometido el preso en prisión preventiva.98 
 
9.-  Presupuestos Materiales de la Prisión Preventiva. 
 
De acuerdo al Artículo 268.1 del NCPP el Juez a solicitud del 
Ministerio Público puede dictar mandato de prisión preventiva, si 
atendiendo a los primeros recaudos es posible determinar la 
concurrencia de los siguientes presupuestos:  
 
a)  Que existan fundados y graves elementos de convicción para 
estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al 
imputado como autor o participe del mismo.  
 
b)  Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena 
privativa de libertad; y  
 
c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras 
circunstancias del caso particular, permita colegir razonablemente 
que trata de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u 
obstaculizar la averiguación de la verdad (Peligro de 
obstaculización).  
 
                                                          
98BINDER, Alberto. Op. Cit. Pág. 201. 
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El primer supuesto desarrolla el fumus boni iuris y los otros dos 
integran el periculum in mora o peligro procesal.  
 
Que existan fundados y graves elementos de convicción para 
estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule 
al imputado como autor o participe del mismo.  
En este primer supuesto se regula lo que viene a ser el fumus 
boni iuris o apariencia de buen derecho, el cual significa que para 
adoptarse la prisión preventiva debe llevarse a cabo un juicio de 
verosimilitud sobre el derecho cuya existencia se pretende 
declarar en la sentencia definitiva. En el proceso penal, ese 
derecho es el ius  punendi del Estado respecto del imputado, lo 
que significa que debe valorarse cuál es la probabilidad de que el 
fallo que ponga fin al proceso sea uno de carácter condenatorio. 
Siendo necesario precisar que la valoración no supone una 
referencia a una situación de certeza sobre la responsabilidad 
criminal de una persona, porque es obvio que eso se logra solo en 
la sentencia y tras un juicio oral con debate contradictorio.  
 
Debiendo existir un juicio asentado en criterios objetivos que 
permitan identificar los elementos que conducen a una razonada 
atribución del hecho punible, quedando descartada cualquier 
aplicación automática o arbitraria. Asimismo por graves debe 
interpretarse lo mismo que por fundados, es decir, se requiere 
algo más que elementos suficientes para estimar la probable 
comisión de un delito por parte del imputado.  
 
El Juez debe valorar los elementos que arrojen un alto grado de 
probabilidad de sancionar luego al imputado como autor o 
participe del delito, y esto solo se acredita cuando se verifica un 
predominio de las razones que pueden justificar la imposición de 
una condena sobre las razones divergentes o las justificativas de 
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una sentencia absolutoria. Así, la probabilidad, se diferencia de la 
posibilidad (suficientes elementos según el CPP de 1991), de que 
esta se alcanza solo una vez que es posible rechazar, sin motivo 
de duda razonable, las razones contrarias a la hipótesis.99 
 
Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de 
pena privativa de libertad  
El NCPP en su Artículo 268.1.b) establece como requisito de la 
prisión preventiva que sea posible determinar que la sanción a 
imponer en el proceso penal sea superior a cuatro años de pena 
privativa de libertad, presupuesto que debe ser siempre analizado 
desde la perspectiva del riesgo de fuga, El legislador establece 
una pena tipo solo a partir de la cual se puede presumir la 
posibilidad de que el imputado se sustraiga a la acción de la 
justicia. En ese sentido cuando el NCPP dispone que debe 
valorarse la pena a imponer, queda claro que exige una prognosis 
de la sanción. El juez no solo debe revisar la pena conminada, 
debe analizar, además, cuál es la pena probable (pena concreta). 
Un análisis de la norma obliga a descartar la prisión preventiva en 
los casos que la pena conminada en su extremo máximo no 
supere los cuatros años de pena privativa de la libertad. Pero 
incluso cuando la misma supere dicho límite, debe valorarse si en 
el caso concreto, la gravedad del delito es suficiente para elegir 
una pena superior a los cuatro años. Para ello se deben tener en 
cuenta elementos distintos a la pena conminada, factores que 
califican la entidad del injusto y la culpabilidad por el hecho100.  
 
La aplicación de un límite penológico de 4 años para imponer la 
prisión preventiva es un requisito que entendido en su real 
dimensión importa un presupuesto indispensable para dotar a la 
                                                          
99 MAIER, Julio. Op. Cit, p. 111. 
100 Ver artículo 45 y 46 del Código Penal. 
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prisión preventiva de una lógica proporcional. Es cierto que una 
utilización automática y aislada de este requisito pervierte el 
sistema procesal y convierte a la prisión preventiva en un anticipo 
de la pena, que es un efecto no deseado con su regulación. Pero 
también es cierto que si los 4 años de pena privativa de libertad 
constituyen el límite para aplicar una pena de ejecución 
suspendida condicionalmente (art. 57.1 CP) entonces es 
necesario establecer un criterio que, más que permitir, impida 
aplicar la medida en los casos que la pena no supere dicho límite. 
Este criterio no imprime otra lógica que no sea la de considerar 
abiertamente desproporcionada la utilización de una medida 
limitativa que pueda infringir un daño mayor que el que pueda 
esperarse de la pena a imponer en la sentencia condenatoria. Si a 
este criterio se acompañan los demás requisitos regulados por el 
NCPP, una evaluación integral de los presupuestos y una correcta 
valoración de la necedad y proporcionalidad de la medida en el 
caso concreto, entonces el requisito no tiene por qué ser 
suprimido y el problema no se ubica en su regulación sino en la 
interpretación y motivación que ha venido realizando la 
jurisprudencia.101 
 
Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras 
circunstancias del caso particular, permita colegir 
razonablemente que trata de eludir la acción de la justicia 
(peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad 
(Peligro de obstaculización).  
La finalidad de evitar la fuga del imputado se concreta en dos 
funciones específicas: el aseguramiento de su disponibilidad física 
a los largo del proceso penal y garantizar su sometimiento a la 
ejecución de la pena. Siendo así la existencia del peligro de fuga 
                                                          
101MORENO CATENA, Víctor. “Las medidas cautelares en el proceso penal. La detención” En: derecho Procesal Penal, T. II, 
Vicente Gimeno Sendra, Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 1990, p.381. 
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debe apoyarse en un análisis concreto del caso y basarse en 
hechos determinados que puedan ser contrastados con los 
elementos de la Investigación Preparatoria. Así lo dispone el 
artículo 268 del NCPP cuando menciona que para determinar que 
el imputado tratara de eludir a la acción de la justicia (peligro de 
fuga) deben evaluarse sus antecedentes y otras circunstancias 
del caso particular.  
 
Asimismo el artículo 269 señala los criterios que el juez podrá 
valorar para determinar la existencia de este peligro:  
 
a)  El arraigo en el país del imputado. Determinado por el domicilio, 
residencia habitual, asiento de la familia y de sus negocios o 
trabajo y las facilidades para abandonar definitivamente el país o 
permanecer oculto. El arraigo debe ser entendido como el 
establecimiento de una persona en un lugar por su vinculación con 
otras personas o cosas.  
 
b) La gravedad de la pena que se espera como resultado del 
procedimiento En este supuesto debe evaluarse si este supuesto 
es idéntico al regulado por el artículo 268.1.b o un criterio 
especifico que obliga al juez a evaluar la gravedad de la pena 
independientemente de la prognosis de pena superior a los 4 años 
de pena privativa de libertad. Al respecto consideramos que este es 
un criterio específico, ya que una vez que el juez ha verificado la 
existencia de un alto grado de probabilidad de imponer una 
condena superior a los cuatro años de pena privativa de la libertad, 
luego, debe necesariamente evaluar este criterio junto con otras 
circunstancias102. 
 
                                                          
102 Recordemos que, de conformidad con la Primera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 30076, publicada el 19 
agosto 2013, el artículo 268° está vigente en todo el territorio peruano. 
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c)  La importancia del daño resarcible y la actitud que el imputado 
adopta, voluntariamente, frente a él. Esta disposición pretende 
introducir algunos aspectos para favorecer la posición de la víctima 
en el proceso penal. En la medida que introduce una valoración 
que se encuentra estrechamente ligada a la idea de que éste no 
solo debe fortalecer el control social de las personas que realicen 
una conducta no deseada por el ordenamiento, sino que debe 
dirigirse también a satisfacer la posición de la víctima, resarcirla en 
sus derechos afectados y reparar los daños ocasionados por el 
delito.  
 
d)  El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro 
procedimiento anterior, en la medida que indique su voluntad de 
someterse a la persecución penal. Lo que viene a ser un supuesto 
de conducta procesa. Cuando se evalúa el comportamiento del 
imputado durante el procedimiento, debe analizarse cuál ha sido su 
disposición frente al proceso. Es posible evaluar si el imputado ha 
asistido a las diligencias para las que se ha requerido su presencia, 
pero ello en ningún caso obliga a considerar como conducta 
procesal indebida el hecho que este no confiese, no declare, no 
diga la verdad o no colabore con la administración de justicia, 
puesto que nadie puede ser obligado ni inducido a declarar o 
reconocer culpabilidad contra sí mismo.103 
 
10.- El Control de la Detención Policial en el Derecho Comparado. 
 
10.1. Ecuador: 
En este país, existe una audiencia de control de detención, mejor 
conocida como “audiencia de control de flagrancia” está definida 
                                                          







como audiencia destinada a determinar la legalidad de la 
detención practicada, sea por orden judicial o por tratarse de una 
hipótesis de flagrancia. 
 
Esta audiencia se realiza a las pocas horas de que la persona 
sorprendida en delito flagrante ha sido detenida, la diligencia se 
realiza con el juez, fiscal, partes involucradas (detenidos, 
defensores, ofendidos, policías y testigos) y de da oportunidad a 
que las partes procesales, ya sea a través de su abogado o por 
ellos mismos, emitan sus versiones. 
 
En los casos que la infracción no haya causado daño grave y 
demuestran ciertas condiciones como: estabilidad familiar y 
laboral, honorabilidad, el detenido o reo de delito flagrante queda 
en libertad, pero cuando el daño ha afectado seriamente a la 
víctima, en la audiencia de control de flagrancia se detiene en 
forma preventiva al imputado y el fiscal inicia las investigaciones. 
 
El Código adjetivo penal del Ecuador, dentro de sus disposiciones 
legales, no contempla que se lleva a cabo esta audiencia, pero la 
realización de la misma se efectiviza o es una realidad debido a 
un acuerdo interinstitucional que se sustenta en la Constitución, y 
en acuerdos internacionales sobre derechos humanos que son 
normas superiores al Código de Procedimiento Penal. 
 
El efecto jurídico de la audiencia de control de flagrancia, ha 
provocado en dicho país, que últimamente las causas o los 
procesos para bien de la justicia y de su aplicación, sean más 
ágiles. Ello ha generado que exista mayor confianza en la justicia, 
que no se aglomeren las causas dentro del Ministerio Público, que 
la verdad de los hechos y la determinación de la responsabilidad 
se realice a la brevedad posible y abandone la ciudadanía la 
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práctica bárbara de aplicar la justicia por propia mano y otros 
métodos que más bien lesionan los derechos humanos. 
 
En la audiencia de control de flagrancia, se realizan varios 
controles como los siguientes: 
 
1. Verificar la legalidad de la detención; 
 
2. Que el daño sufrido por la víctima no sea tan grave. 
 
Dentro de esta audiencia de control, también se aplican 
objetablemente el principio de legalidad, dispuesto en el artículo 2 
del Código Penal ecuatoriano104, y que además está también 
previsto en su Código Penal, porque puede darse el caso de que 
de modo flagrante se sorprenda a alguien cometiendo una acción 
dañosa o peligrosa, inclusive en contra de la moral y las buenas 
costumbres, pero que no se encuentra tipificada esa acción como 
delito dentro del listado de las infracciones en la ley respectiva, 
por lo que de modo obligatorio deberá esa conducta delictiva 
hallarse expresamente declarada como delito y la pena 
establecida antes de que se cometa el acto. 
 
También se deberá tener en cuenta de que la acción perpetrada 
no sea de aquellas descritas en el artículo 37 del Código 
adjetivo105, en definitiva de algún delito en contra de la propiedad 
o de aquellos de instancia particular, que se encuentran 
                                                          
104Art. 2.- Nadie puede ser reprimido por un acto que no se halle expresamente declarado infracción por la ley penal, ni sufrir 
una pena que no esté en ella establecida. 
105Art. 37.- No podrán ejercer el derecho de acusar las infracciones previstas en el artículo anterior, excepto cuando la 
infracción fuere cometida contra ellos mismos:  
1.- Los jueces y magistrados que administran justicia;  
2.- Los condenados penalmente, mientras estén cumpliendo su condena 
3.- Los que hubiesen propuesto y tuvieran pendientes dos o más acusaciones; y,  
4.- Los que, de cualquier modo, hubiesen intervenido como agentes en la infracción que pretenden acusar. 
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establecidos en la disposición 34 del cuerpo legal ya citado106, es 
decir, aquellos que nacen siendo de instancia oficial o de acción 
pública pero que luego sufren una transformación y pasan a ser 
de acción privada como la revelación de secretos de fábrica, la 
estafa y otras defraudaciones. 
 
Dentro de este sistema penal acusatorio, en el que es el fiscal 
quien realiza las investigaciones y el que emite el dictamen 
acusatorio para que luego se inicie el proceso ante el juez y 
dentro de las Directrices sobre la función de los fiscales, se 
encuentra la número 18, que textualmente expresa lo siguiente: 
“De conformidad con la legislación nacional, los fiscales 
considerarán debidamente la posibilidad de renunciar al 
enjuiciamiento, interrumpirlo condicional o incondicionalmente o 
procurar que el caso penal no sea considerado por el sistema 
judicial respetando plenamente los derechos del sospechoso y de 
la víctima. A estos efectos los Estados deben explorar plenamente 
la posibilidad de adoptar sistemas para reducir el número de 
casos que pasan la vía judicial no solamente para aliviar la carga 
excesiva de los tribunales, sino también para evitar al estigma que 
significan la prisión preventiva, la acusación y la condena, así 
como los posibles efectos adversos de la prisión”. 
 
Así mismo, se encuentran una serie de disposiciones de la 
Constitución Política ecuatoriana como las siguientes: artículo 18 
inciso 2 que dice “en materia de derechos y garantías 
constitucionales, se estará a la interpretación que más favorezca 
su efectiva vigencia. Ninguna autoridad podrá exigir condiciones o 
requisitos no establecidos en la Constitución ola ley, para el 
                                                          
106Art. 34.- Pueden proponer acusación particular únicamente el ofendido o su representante legal, o los parientes del 
ofendido dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o el cónyuge, o el heredero que acusa la muerte 
de su instituyente. 
 84 
 
ejercicio de estos derechos”. En el artículo 24 del mismo cuerpo 
legal, se encuentra establecido lo siguiente: “Para asegurar el 
debido proceso deberán observarse las siguientes garantías 
básicas, sin menoscabo de otras que establezcan la Constitución, 
los instrumentos internacionales, las leyes o la 
jurisprudencia(…)2.- En caso de conflicto entre dos leyes que 
contengan sanciones, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando 
su promulgación fuere posterior a la infracción; y en caso de duda, 
la norma que contenga sanciones se aplicará en el sentido más 
favorable al encausado.3.- Las leyes establecerán la debida 
proporcionalidad entre infracciones y sanciones. Determinará 
también sanciones alternativas a las penas de privación de la 
libertad de conformidad con la naturaleza de cada caso, la 
personalidad del infractor y la reinserción social del sentenciado”. 
 
10.2. Colombia: 
Uno de los más importantes cambios de paradigma implantados 
por el sistema penal con tendencia acusatoria colombiana, de los 
introducidos por el Acto Legislativo 03 de 2002 desarrollado por la 
Ley 906 de 2004, fue precisamente la limitación a eventos 
eminentemente excepcionales, de las facultades judiciales de la 
Fiscalía General de la Nación, por lo cual la norma general 
impone que las determinaciones que implican compromiso de los 
derechos fundamentales delos ciudadanos, deben ser adoptadas 
por un juez de la República, especialmente destacado para emitir 
órdenes en tal sentido. 
 
En curso de las actividades de investigación se realizan actos 
que, como se insiste, implican afectación de los derechos 
fundamentales, por lo cual, es preciso recurrir al juez de control de 
garantías, para que en cumplimiento de la competencia que le 
asigna la Constitución y la ley, controle los motivos fundados, la 
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orden, el cumplimiento o procedimiento de ejecución o los 
resultados de la misma, con el fin de establecer si tales gestiones 
se ajustaron a los procedimientos establecidos en la norma 
superior y en la legal. 
 
En los precisos casos en que la fiscalía conserva la facultad de 
emitir órdenes a policía judicial, para que ejecute actos de 
investigación tendientes al cumplimiento de sus funciones de 
investigación y acusación, que den lugar a limitaciones a los 
superiores derechos, la orden y los resultados de su 
cumplimiento, como se dejó enunciado, deben someterse a 
escrutinio por parte del juez de garantías, quien en últimas 
determina si se cumplieron las reglas que regentan tales 
procedimientos. 
 
En fin, son audiencias preliminares, aquellas que se realizan ante 
el juez de control de garantías, durante la indagación, la 
investigación o el juicio107, para ordenar o controlar actuaciones, 
resolver peticiones o adoptar decisiones, que involucren garantías 
de orden superior y que no se adopten en audiencia de 
formulación de acusación, preparatoria o de juicio oral. 
 
Se clasifican, según su naturaleza, en audiencias de autorización 
judicial previa(inspección corporal, de registro personal, etc.); de 
control judicial de órdenes emitidas por fiscal (vigilancia y 
seguimiento de personas y vigilancia de cosas); de 
verificación(formulación de imputación); de decisión (imposición 
medida de aseguramiento, orden de captura, suspensión del 
poder dispositivo, etc.); de control de la orden y del resultado 
                                                          
107Como se anotó la Ley 1142 de 2007, por artículo 12 reformó el 154 de la 906 de 2004, adicionando un numeral (el 8º) 
según el cual “Las peticiones de libertad que se presenten con anterioridad al anuncio del sentido del fallo” se deben tramitar 




(registros y allanamientos, interceptación de comunicaciones, 
búsqueda selectiva en base de datos, etc.) y de segunda de 
instancia sobre autos emitidos en audiencia preliminar. 
 
Algunos asuntos que deben tramitarse en audiencia preliminar 
son los siguientes: 
> La orden de allanamiento y registro de inmuebles, nave o 
aeronave y los resultados 
>  La orden de interceptación de comunicaciones y los resultados 
>  La solicitud de expedición de orden de captura 
>  Control de la legalidad de la captura en flagrancia 
>  La formulación de imputación 
>  La solicitud y práctica de la prueba anticipada 
>  Las medidas de protección a víctima y testigos 
>  La solicitud de imposición de medida de aseguramiento 
>  La solicitud de sustitución de medida de aseguramiento 
>  La solicitud de revocatoria de medida de aseguramiento 
>  La solicitud de medidas cautelares reales 
>  La decisión de aplicar el principio de oportunidad 
>  La reconsideración en caso de negación de la solicitud de prueba 
anticipada 
>  La revisión de legalidad de incautación y ocupación de bienes con 
fines de comiso 
> La solicitud de suspensión del poder dispositivo de bienes y        
recursos con fines decomiso, o para el levantamiento de la 
medida 
>  La solicitud de suspensión y cancelación de la personería jurídica 
> La solicitud del cierre temporal de establecimientos abiertos al 
público 
> La prohibición de enajenar bienes sujetos a registro; de  
autorizaciones especiales para operaciones sobre bienes sujetos 
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a la prohibición; o de la protección de derechos de terceros de 
buena fe 
> La suspensión y cancelación de registros obtenidos                    
fraudulentamente 
>  La solicitud de declaratoria de persona ausente 
>  La solicitud de declaratoria de contumacia 
>  La argumentación en el recurso de apelación contra autos 
> La autorización de ejecución de órdenes de vigilancia y 
seguimiento de personas 
>  La de autorización de ejecución de orden de vigilancia de cosas 
>  El control de operaciones encubiertas 
>  El control de operaciones de entrega vigilada 
>  El control de búsqueda selectiva en base de datos 
>  El control de cotejo de los exámenes de ADN con la información 
genética del indiciado o imputado. 
>  La autorización judicial previa para inspección corporal 
>  La autorización judicial previa para registro personal 
>  La autorización judicial previa para la obtención de muestras que 
involucren al imputado renuente 
> La autorización judicial previa para exámenes de lesionados o 
víctimas de agresiones sexuales cuando se muestran renuentes 
>  Eventos similares a los anteriores 
 
En consecuencia, el Juez de control de garantías colombiano tiene 
la función de constatar si las facultades ejercidas por la Fiscalía y la 
Policía Judicial108, se ajustan o no a los cánones constitucionales, 
especialmente, al respeto de los derechos fundamentales y 
garantías de los ciudadanos, rigiéndose para ello por el criterio de 
disponibilidad, según el cual, en todo momento puede contarse 
                                                          
108 Artículo 32 de la Constitución colombiana. 
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efectivamente con la intervención de un juez de control de garantías 
a fin de realizar la mencionada labor.109 
 
En tal sentido se dejó sentado en la exposición de motivos del 
proyecto de ley que dio lugar a la expedición de la Ley 906 de 2004, 
sobre el juez de control de garantías: 
 
"En el proyecto (...) se impone el deber al fiscal de someterse ante el 
juez que ejerce la función de control de garantías para el 
correspondiente juicio de legalidad, sobre lo actuado en diligencias 
de registro, allanamiento, incautación e interceptación de 
comunicaciones, dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a 
su práctica y en audiencia de control de legalidad posterior” "De cara 
al nuevo sistema no podría tolerarse que la fiscalía, a la cual se 
confiere el monopolio de la persecución penal y por ende, con 
amplios poderes para dirigir y coordinar la investigación criminal, 
pueda al mismo tiempo restringir, por iniciativa propia, derechos 
fundamentales de los ciudadanos o adoptar decisiones en torno de 
la responsabilidad de los presuntos infractores de la ley penal, pues 
con ello se convertiría en árbitro de sus propios actos". "Por ello, en 
el proyecto se instituye un conjunto de actuaciones que la fiscalía 
debe someter a autorización judicial previa o a revisión posterior, con 
el fin de establecer límites y controles al ejercicio del monopolio de la 
persecución penal, mecanismos éstos previstos de manera 
escalonada a lo largo de la actuación y encomendados a los jueces 
de control de garantías". 
 
Por lo anterior, la figura del juez de control de garantías es 
fundamental dentro del proceso de legalidad de captura debido a 
que puede controlar las actuaciones de las partes dentro de este, 
                                                          
109PATIÑO GÓNZALEZ, María Cristina. "Análisis jurídico a la Ley Estatutaria 1095 de 2006 de Habeas Corpus". En: Estudio 
Socio-Jurídico. Bogotá, Nº 8, semestre 2 (julio-diciembre 2006), pp. 122-123.   
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evitando así cualquier tipo de arbitrariedad y abuso del poder, sin 
embargo es pertinente aclarar que no siempre es tan visible estos 
comportamientos que van en contra de la ley, y para el juez esto se 
convierte en algo más que tiene que entrar a investigar dentro de 
este proceso pues lo que se espera de este es su criterio objetivo, el 
cual tenga toda credibilidad ante las personas que tengan intereses 
dentro del proceso110. En la audiencia preliminar los jueces de 
control de garantías dan continuidad y solución a los asuntos 
pendientes que no han de resolverse en audiencia de formulación de 
acusación, preparatoria o del juicio oral conforme lo determinó el 
legislador de 2004: 
 
“(i) El control de legalidad sobre los elementos recogidos en 
registros, allanamientos e interceptación de comunicaciones 
ordenadas por la Fiscalía, (ii) La práctica de una prueba anticipada, 
(iii) Las órdenes de medidas necesarias para la protección de 
víctimas y testigos, (iv) La solicitud de medida de aseguramiento 
formulada por la Fiscalía, así como su revocatoria a petición de 
cualquiera de las partes o el Ministerio Público, (v) La petición de 
medidas cautelares reales, (vi) La formulación de la imputación, (vii) 
El control judicial de legalidad sobre la aplicación del principio de 
oportunidad en cualquiera de sus modalidades, y (viii) Las peticiones 
de libertad presentadas con anterioridad al anuncio del sentido del 
fallo (artículo 154, modificado por el artículo 12 de la Ley 1142 de 
2007. De manera reservada los jueces de control de garantías 
deben adelantar audiencias de: (A) Control de legalidad posterior en 
materia de allanamientos, registros, interceptación de 
comunicaciones, vigilancia y seguimiento de personas y de cosas, 
(B) Autorización judicial previa para la realización de inspección 
corporal, obtención de muestras para examen grafo técnico, cotejo 




de fluidos corporales, identificación de voz, impresión dental y de 
pisadas, así como procedimientos en caso de lesionados o de 
víctimas de agresiones sexuales. También corresponde a los 
mencionados jueces realizar control de legalidad posterior, entre 
otros, sobre: (1) El diligenciamiento de las órdenes de registro y 
allanamiento, retención de correspondencia, interceptación de 
comunicaciones o recuperación de información dejada al navegar 
por internet u otros medios similares, (2) Las capturas en flagrancia y 
en aquellas en donde la Fiscalía haya carecido de la oportunidad 
para solicitar el mandamiento escrito, (3) La orden de vigilancia y 
seguimiento de personas, y (4) La captura del acusado en la fase de 
juzgamiento.111 
 
Deben los jueces de control de garantías pronunciarse dentro de las 
treinta y seis (36) horas siguientes sobre la legalidad de las 
siguientes actuaciones: (a) Captura en flagrancia y excepcional, (b) 
Registros, allanamientos, búsqueda de datos e interceptación de 
comunicaciones, (c) Incautación u ocupación de bienes o recursos 
con fines de comiso, (d) Vigilancia y seguimiento de personas, (e) 
Orden de vigilancia de inmuebles, naves, aeronaves, vehículos o 
muebles, (f) Operaciones encubiertas culminadas, (g) Entregas 
vigiladas realizadas, (h) Búsquedas selectivas de datos finalizadas, 
(i) Exámenes de ADN que hayan involucrado al indiciado o 
imputado, (j) Captura con fundamento en mandato judicial y (k) 




De las anteriores funciones puede concluirse sin dificultad que el 
Juez de Control de Garantías de Colombia realiza actuaciones 
judiciales perentorias y urgentes encaminadas a la protección 
inmediata de derechos fundamentales de los indiciados, tales como 





la libertad personal, la legalidad de los actos de investigación y de 
los elementos materiales probatorios y evidencia física, la intimidad 
personal y familiar, y el debido proceso. De lo mencionado, podemos 
ver cuál es la magnitud de la obligación y responsabilidad que tiene 
el juez de control de garantías colombiano; si se omiten dichas 
funciones, pueden originarse audiencias con vacíos, aparentemente 
son saneadas de manera rápida pero con consecuencias totalmente 
arbitrarias; en sentido contrario, también encontramos a quienes sí 
recuerdan las funciones del juez de control de garantías y lo que 
tiene asignado, que para el sistema penal de Colombia resulta una 
herramienta esencial para la confianza en la justicia. Es factible 
precisar que pueden ser muchos los puntos de vista al respecto, sin 
embargo, es de vital importancia que tengamos en nuestra justicia 
penal personas que tenga la capacidad de hacer valer los derechos 
de cada uno de los ciudadanos, quienes en realidad son los más 
perjudicados en todo momento, sea por las actuaciones de la 
persona que comete el ilícito o también por quienes los juzgan. 
 
Es evidente que el juez de control de garantías es indispensable en 
cualquier parte y en cualquier momento, que suceda cualquier ilícito, 
es decir, que no debe de haber ningún obstáculo para que el pueda 
intervenir y hacer su labor, para la aplicación de la ley en cualquier 
parte del territorio colombiano, es el eje central y la persona que da 
pie a la continuidad de un proceso donde su fin es velar por la 
protección de cada una de las personas que hacen parte del 
proceso.  
 
A modo de ilustración, reproducimos una Resolución del Tribunal 
Superior Penal de Colombia, en el cual el colegiado que si una 
persona es aprehendida en situación de flagrancia pero no se 
legaliza la captura, en caso de allanamiento a la imputación procede 
la rebaja de hasta el 50 por ciento de la pena a imponer: 
 92 
 
"13. La anterior reseña jurisprudencial permite concluir que se debe 
distinguir entre existen varias modalidades o formas de captura, 
siendo claro que entre las diferentes tipologías se encuentran (i) la 
captura en flagrancia prevista en el artículo 301 de la Ley 906/04 y 
(ii) la que se produce en cumplimiento de orden judicial (artículo 297 
ibídem). 
 
“14. La primera de ellas se da en las circunstancias especiales que 
consagra el citado artículo 301; sin embargo, para establecer que en 
efecto ocurrió una captura en flagrancia se debe dar estricto 
cumplimiento a lo previsto en el artículo 302 de la misma norma, ello 
es, que se deje a disposición de la Fiscalía el aprehendido dentro del 
término previsto en la Ley, para posteriormente presentarlo ante el 
Juez de  Control de Garantías. 
 
“15. A su turno, la segunda de las formas de captura a las que se 
hace referencia se presenta por mandato judicial precedido de 
petición fiscal. La autoridad requirente acude a esta modalidad 
cuando cuenta con motivos razonablemente fundados de que una 
persona es autor o partícipe de un delito, y es el Juez de Control de 
Garantías, previa valoración de lo planteado, quien dispone emitir la 
correspondiente orden de captura. 
 
“16. En consecuencia, ya sea para hablar de captura en flagrancia o 
por orden judicial, se requiere de agotar el procedimiento previsto en 
la norma procesal, porque de no hacerse en los términos señalados 
simplemente se tratará de una aprehensión del posible autor de un 
ilícito, como ocurrió en el presente asunto. 
 
“17. Así, es claro que en las actuales condiciones, entonces, la tesis 
sostenida por la Fiscalía y la Defensa resulta correcta en la medida 
en que la definición legal de flagrancia está necesaria y directamente 
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vinculada con la captura del autor, esto es, que “a los dos requisitos 
que han sido establecidos por la jurisprudencia, ‘uno de carácter 
objetivo-temporal que es la actualidad, esto es, que una o varias 
personas, entre las que puede estar la víctima, se encuentren 
presentes en el momento de la comisión del reato o instantes 
después y se percaten de él; y otro de naturaleza personal que 
consiste en la identificación o, por lo menos, la individualización del 
autor o partícipe se suma ahora la aprehensión en el acto de la 
realización del mismo o en los momentos subsiguientes ‘por 
persecución o voces de auxilio de quien presencie el hecho112, más 
la presentación ante el Juez de control de Garantías, tal y como 
quedó expuesto al inicio de las consideraciones.  
 
“18. Para la Sala si bien es cierto que en el caso de CARLOS ENRIQUE 
MUÑOZ GALINDO se dan las circunstancias previstas en el artículo 301 
de la Ley 906, porque fue sorprendido cometiendo el delito, con 
objetos utilizadas para la ejecución del mismo y aprehendido por la 
comunidad, que posteriormente lo entregó a los miembros de la 
Policía Nacional, tal y como lo destacó el a quo, también lo es que 
no se cumplió con el procedimiento establecido en el artículo 302 
ibídem, adicionado por el 22 de la Ley 1142 de 2007, en cuanto a la 
presentación ante el Juez con Función de Control de Garantías, 
porque en ese momento la Fiscalía consideró que no contaba con 
los elementos suficientes para legalizar la captura en flagrancia, 
circunstancia que motivó su libertad. 
 
“19. Lo anterior llevó a que posteriormente la Fiscalía solicitará ante 
el Juez de Control de Garantías una orden de captura en contra de 
MUÑOZ GALINDO, audiencia preliminar que tuvo lugar el 9 de marzo 
de 2013, luego de la cual, el 9 de mayo siguiente se produjo su 
                                                          
112Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de 31 de enero de 2002, radicación 11199. 
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captura, cuando en verificación de antecedentes se determinó la 
vigencia de la orden emitida en su contra.  
 
“20. Así las cosas, razón le asiste a los apelantes cuando 
cuestionan lo decidido por la primera instancia, porque la captura de 
MUÑOZ GALINDO no devino como consecuencia del sor prendimiento 
en estado de flagrancia, sino por orden judicial. De ello se sigue que 
la privación de la libertad del imputado obedeció a mandato escrito 
de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por 
motivos previamente definidos en la ley, de modo que la rebaja que 
le fue ofrecida resulta oportuna y dentro de los parámetros que 
establece la norma penal. 
 
“21. La Sala considera que para establecer la cantidad de rebaja 
procedente para un sujeto que se allana a los cargos imputados o 
que pre acuerda con la Fiscalía, lo determinante está dado por la 
subsiguiente presentación del aprehendido ante el juez de garantías 
y la declaración de legalidad del procedimiento de captura en 
situación de flagrancia.  
 
“22. El anterior entendimiento es producto de la aplicación del 
principio pro homine, regla hermenéutica a partir de la cual se 
impone escoger entre varias interpretaciones la más favorable al 
procesado. Y ello es así porque, por ejemplo, cuando la Fiscalía 
promueve una audiencia preliminar de legalización de captura contra 
una persona aprehendida en situación de flagrancia, para que 
persista la alegada flagrancia -con sus consecuencias- debe el juez 
de garantías declarar la legalidad de la captura. Pero en supuestos 
en los que se declara la ilegalidad de una captura, la Fiscalía podría 
continuar con la audiencia de imputación, luego de la cual el 
procesado estaría facultado para allanarse a los cargos y recibir una 
rebaja de pena de hasta el 50% porque no existiría jurídicamente la 
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alegada situación de flagrancia, en tanto la misma fue declarada 
ilegal. 
 
“23. En fin, el intérprete no puede desconocer que una cosa es el 
acontecimiento fáctico y otra la valoración jurídica que del mismo se 
hace por parte de los jueces, porque por esa el único resultado 
obtenido es la falacia naturalista113. De allí que si en una supuesto 
concreto se da alguna de las hipótesis previstas para calificar la 
retención de una persona como en estado de flagrancia, dicha 
situación no puede tener el alcance normativo previsto para la 
misma si la captura es calificada como ilegal por la judicatura. 
 
“24. De lo anterior deviene improcedente la nulidad decretada por el 
a quo porque en el sub examine no tiene cabida la restricción 
prevista en el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011114, 
dado que la misma solo es aplicable cuando la persona es capturada 
en flagrancia y dicha procedimiento es declarado legal por el juez de 
garantías, pero en este asunto la situación difiere al estar precedida 
de la emisión por parte de un juez de una orden de captura, de modo 
que a favor del imputado resulta procedente ofrecerle una rebaja por 
aceptación de cargos de hasta el 50% de la pena, tal y como lo 
anunció la Fiscalía.  
 
“25. Baste lo anteriormente señalado para concluir que los 
reproches de la Fiscalía y la defensa están llamados a prosperar, 
razones más que suficientes para revocar la decisión de instancia y, 
en consecuencia, ordenar al juez de primer grado que prosiga con la 
actuación. 
                                                          
113Explicada de manera sencilla, la falacia naturalista consiste en la imposibilidad de derivar, en la argumentación lógica, el 
deber ser del ser, es decir, de obtener criterios normativos a partir de premisas fácticas. Sobre esta problemática, véase 
RAFAEL ALCÁCERGUIRAO, «Facticidad y normatividad. Notas sobre la relación entre ciencias sociales y Derecho penal», en 
Actualidad Penal, Nº 13, Madrid, 26 de marzo al 1º de febrero de 2001. 
 




VI.  DECISIÓN: 
A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Bogotá, en Sala 
Penal,  
VII.  RESUELVE: 
1º.- REVOCAR el auto objeto de alzada. 
2º.- ANUNCIAR que esta decisión queda notificada en estrados.  
3º.- ADVERTIR que contra lo resuelto no procede recurso alguno.  
 
 
Cópiese y cúmplase. 
 
ALBERTO POVEDA PERDOMO 
LUIS FERNANDO RAMÍREZ CONTRERAS 
RAMIRO RIAÑO RIAÑO" 
 
11.- La Función Policial y su Intervención en los Delitos de 
Flagrancia. 
 
El Policía tiene el deber de efectuar la detención de las personas 
cuando éstas son sorprendidas flagrantemente en la comisión de 
algún ilícito penal o luego de haberlo realizado (con los límites que 
establece la Ley115), de lo contrario cometería el delito de omisión 
de deber funcional (art. 377 CP). Al omitir su deber, el Policía 
vulnera una norma de mandato: coadyuvar con la investigación 
criminal deteniendo al presunto responsable (la fuente formal de 
dicho deber la tenemos en el art. 159.4 de la Constitución).  
 
El art. 259 del CPP 2004 describe lo siguiente: “La Policía Nacional 
del Perú detiene, sin mandato judicial, a quién sorprenda en 
flagrante delito. Existe flagrancia cuándo: 1. El agente es 
                                                          
115 NCPP 2004 
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descubierto en la realización del hecho punible; 2. El agente acaba 
de cometer el hecho punible y es descubierto; 3. El agente ha 
huido y ha sido identificado durante o inmediatamente después de 
la perpetración del hecho punible, sea por el agraviado o por otra 
persona que haya presenciado el hecho, o por medio audiovisual, 
dispositivos o equipos con cuya tecnología se haya registrado su 
imagen, y es encontrado dentro de las veinticuatro (24) horas de 
producido el hecho punible; y 4. El agente es encontrado dentro de 
las veinticuatro (24) horas después de la perpetración del delito con 
efectos o instrumentos procedentes de aquel o que hubieren sido 
empleados para cometerlo o con señales en sí mismo o en su 
vestido que indiquen su probable autoría o participación en el 
hecho delictuoso” (según la Ley 29569 de 25 de agosto de 2010).  
 
El Policía, al aceptar el cargo, asume el deber de colaborar al 
órgano persecutor del delito (Ministerio Público), deteniendo a los 
presuntos delincuentes en los casos en los que observe la 
comisión de un ilícito penal. Cuando no satisface dicha expectativa 
de comportamiento teniendo la capacidad individual de cumplirlo, 
comete delito. 
 
Asimismo, para determinar si un Policía habría cometido o no el 
delito de omisión de deber funcional debe valorarse no solo la 
existencia de la obligación de detener, sino también verificar si el 
Policía tuvo la capacidad personal de cumplir con el mandato. Y es 
que para determinar la vulneración de la norma debe tenerse en 
cuenta que su destinatario (en este caso, el Policía) “esté en 
condiciones de poder realizar lo ordenado”116. Por ejemplo, no es 
exigible que el Policía detenga a un grupo de delincuentes cuando 
                                                          
116MOLINA FERNÁNDEZ, Fernando. "Antijuridicidad penal y sistema del delito". Barcelona, 2001, p. 573 y ss. 
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aquél ha sido herido de gravedad por estos últimos (lesión que le 
impide caminar). Existe una imposibilidad física de actuar.  
Por otro lado, puede ocurrir que el Policía cree erróneamente que 
concurre flagrancia. Si es así, entonces nos encontramos ante un 
supuesto de error de tipo117 (error sobre un presupuesto objetivo de 
la causa de justificación: ejercicio legítimo de un deber), regulado 
en el art. 14 primer párrafo del CP, cuya consecuencia jurídica es 
tanto la no responsabilidad en caso de invencibilidad del error o el 
tornar en imprudente la infracción, en caso de vencibilidad del error 
(que haría no sancionable penalmente el delito de omisión de 
deber funcional, pues el art. 377 CP exige siempre el dolo).  
 
Asimismo, debe evaluarse si la “omisión” está justificada. Por 
ejemplo, un Policía sorprende que una persona tomada del cuello 
por otra quien posee un cuchillo entre sus manos. Dicho atacante 
amenaza con cortarle el cuello a la víctima si es que el Policía 
pretende detenerlo. En esta situación, no es exigible que el Policía 
detenga al delincuente a pesar de la flagrancia delictiva, ya que 
ponderando intereses o males, el derecho a la vida de la víctima 
tiene un mayor valor que cualquier bien jurídico colectivo o 
institucional. Se estaría incurso en caso de estado de necesidad 
justificante (art. 20.5 del CP) que eliminaría la antijuridicidad de la 
omisión.  
 
Además, para determinar si el Policía realizó o no un 
comportamiento desvalorado por el Derecho (riesgo prohibido) al 
detener a alguien por flagrancia, no basta la existencia del deber y 
la capacidad individual de cumplirlo, sino también es importante se 
tome en cuenta las demás obligaciones que la Ley y la 
                                                          
117LUZÓN PENA, Diego Manuel. "Curso de Derecho Penal". Madrid, 1996, pp. 464 y ss. 
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Jurisprudencia Constitucional le impone, grosso modo: encontrarse 
en una situación de inmediatez personal e inmediatez temporal.  
 
Respecto a los requisitos, el Tribunal Constitucional afirma que 
para declarar la flagrancia en la comisión de un delito, deben 
concurrir dos requisitos insustituibles, siendo los siguientes:  
 
1).- La inmediatez temporal, es decir, que el delito se esté cometiendo 
o que se haya cometido instantes antes.  
 
2).- La inmediatez personal, que el presunto delincuente se encuentre 
en el lugar, en ese momento, en dicha situación; y, con relación al 
objeto o a los instrumentos del delito, que ello ofrezca una prueba 
evidente de su participación en el hecho delictivo118. 
 
Según el art. 259 CPP 2004, se indica –entre otros- que existe 
flagrancia cuando “el sujeto”, en un lapso de 24 horas de producida la 
comisión del hecho punible, es identificado no solo por el agraviado, 
sino también por algún “testigo del hecho”. De esta manera se deja de 
lado los criterios de inmediatez personal y temporal. Sin embargo, a fin 
de evitar la arbitrariedad que se presentaría si es que la detención al 
“sujeto” se base solamente en la mera sindicación, el Policía debe de 
contrastar dicha información con otros datos que adviertan la 
vinculación del “sujeto” con el hecho punible y proceder a la detención 
con un límite temporal de 24 horas. 
 
No debe dejarse de lado, que los actos de limitación de derechos 
realizados por la Policía no pueden ser llevados a cabo a su libre 
discreción, sino respetando los principios de necesidad, razonabilidad y 
proporcionalidad. Así, las normas que rigen la actividad policial (fuente 
                                                          




de deber) no solo se encuentran en la legislación positiva, sino también 
en los principios que regulan todo acto de la autoridad estatal (fuente 
de deber supra legal). 
 
Delimitación de funciones del fiscal y la policía 
 
Para clarificar mejor las potestades que tienen tanto el Fiscal como el 
policía en los delitos flagrantes reproducimos sus funciones de acuerdo 
al Nuevo Código Procesal Penal. 
 
"SECCIÓN IV 
EL MINISTERIO PÚBLICO Y LOS DEMÁS SUJETOS PROCESALES 
TÍTULO I 
EL MINISTERIO PÚBLICO Y LA POLICÍA NACIONAL 
CAPÍTULO I 
EL MINISTERIO PÚBLICO 
 
ARTÍCULO 60º Funciones.-  
1. El Ministerio Público es el titular del ejercicio de la acción penal. 
Actúa de oficio, a instancia de la víctima, por acción popular o por 
noticia policial. 
2. El Fiscal conduce desde su inicio la investigación del delito. Con tal 
propósito la Policía Nacional está obligada a cumplir los mandatos 
del Ministerio Público en el ámbito de su función. 
 
ARTÍCULO 61º Atribuciones y obligaciones.-  
1. El Fiscal actúa en el proceso penal con independencia de criterio. 
Adecúa sus actos a un criterio objetivo, rigiéndose únicamente por la 
Constitución y la Ley, sin perjuicio de las directivas o instrucciones 
de carácter general que emita la Fiscalía de la Nación. 
2. Conduce la Investigación Preparatoria. Practicará u ordenará 
practicar los actos de investigación que correspondan, indagando no 
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sólo las circunstancias que permitan comprobar la imputación, sino 
también las que sirvan para eximir o atenuar la responsabilidad del 
imputado. Solicitará al Juez las medidas que considere necesarias, 
cuando corresponda hacerlo.  
3. Interviene permanentemente en todo el desarrollo del proceso. Tiene 
legitimación para interponer los recursos y medios de impugnación 
que la Ley establece. 
4. Está obligado a apartarse del conocimiento de una investigación o 
proceso cuando esté incurso en las causales de inhibición 
establecidas en el artículo 53°. 
 
ARTÍCULO 62°. Exclusión del Fiscal.  
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica del Ministerio 
Público, el superior jerárquico de un Fiscal, de oficio o a 
instancia del afectado, podrá reemplazarlo cuando no cumple 
adecuadamente con sus funciones o incurre en irregularidades. 
También podrá hacerlo, previa las indagaciones que considere 
convenientes, cuando esté incurso en las causales de 
recusación establecidas respecto de los jueces. 
2. El Juez está obligado a admitir la intervención del nuevo Fiscal 
designado por el superior.  
 
ARTÍCULO 63º Actividad y distribución de funciones.-  
1. El ámbito de la actividad del Ministerio Público, en lo no previsto 
por este Código, será el señalado por su Ley Orgánica. 
2. Corresponde al Fiscal de la Nación, de conformidad con la Ley, 
establecer la distribución de funciones de los miembros del 
Ministerio Público. 
 
ARTÍCULO 64º Disposiciones y requerimientos.-  
1. El Ministerio Público formulará sus Disposiciones, 
Requerimientos y Conclusiones en forma motivada y específica, 
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de manera que se basten a sí mismos, sin remitirse a las 
decisiones del Juez, ni a Disposiciones o Requerimientos 
anteriores. 
2. Procederá oralmente en la audiencia y en los debates, y por 
escrito en los demás casos. 
 
ARTÍCULO 65º La investigación del delito.-  
1. El Ministerio Público, en la investigación del delito, deberá 
obtener los elementos de convicción necesarios para la 
acreditación de los hechos delictivos, así como para identificar a 
los autores o partícipes en su comisión. 
2. El Fiscal, en cuanto tenga noticia del delito, realizará –si 
correspondiere- las primeras Diligencias Preliminares o 
dispondrá que las realice la Policía Nacional. 
3. Cuando el Fiscal ordene la intervención policial, entre otras 
indicaciones, precisará su objeto y, de ser el caso, las 
formalidades específicas que deberán reunir los actos de 
investigación para garantizar su validez. La función de 
investigación de la Policía Nacional estará sujeta a la conducción 
del Fiscal. 
4. Corresponde al Fiscal decidir la estrategia de investigación 
adecuada al caso. Programará y coordinará con quienes 
corresponda sobre el empleo de pautas, técnicas y medios 
indispensables para la eficacia de la misma. Garantizará el 
derecho de defensa del imputado y sus demás derechos 
fundamentales, así como la regularidad de las diligencias 
correspondientes. 
 
ARTÍCULO 66º Poder coercitivo.-  
1. En caso de inconcurrencia a una citación debidamente notificada 
bajo apercibimiento, el Ministerio Público dispondrá la 
conducción compulsiva del omiso por la Policía Nacional. 
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2. Realizada la diligencia cuya frustración motivó la medida, o en 
todo caso, antes de que transcurran veinticuatro horas de 
ejecutada la orden de fuerza, el Fiscal dispondrá su 




ARTÍCULO 67° Función de investigación de la Policía.-  
1. La Policía Nacional en su función de investigación debe, 
inclusive por propia iniciativa, tomar conocimiento de los delitos y 
dar cuenta inmediata al Fiscal, sin perjuicio de realizar las 
diligencias de urgencia e imprescindibles para impedir sus 
consecuencias, individualizar a sus autores y partícipes, reunir y 
asegurar los elementos de prueba que puedan servir para la 
aplicación de la Ley penal. Similar función desarrollará 
tratándose de delitos dependientes de instancia privada o sujeta 
a ejercicio privado de la acción penal. 
2. Los Policías que realicen funciones de investigación están 
obligados a apoyar al Ministerio Público para llevar a cabo la 
Investigación Preparatoria. 
 
ARTÍCULO 68° Atribuciones de la Policía.-  
1. La Policía Nacional en función de investigación, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo anterior y en las normas sobre 
investigación, bajo la conducción del Fiscal, podrá realizar lo 
siguiente: 
a) Recibir las denuncias escritas o sentar el acta de las verbales, 
así como tomar declaraciones a los denunciantes. 
b) Vigilar y proteger el lugar de los hechos a fin de que no sean 
borrados los vestigios y huellas del delito. 
c) Practicar el registro de las personas, así como prestar el 
auxilio que requieran las víctimas del delito. 
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d) Recoger y conservar los objetos e instrumentos relacionados 
con el delito, así como todo elemento material que pueda 
servir a la investigación. 
e) Practicar las diligencias orientadas a la identificación física de 
los autores y partícipes del delito. 
f) Recibir las declaraciones de quienes hayan presenciado la 
comisión de los hechos. 
g) Levantar planos, tomar fotografías, realizar grabaciones en 
video y demás operaciones técnicas o científicas. 
h) Capturar a los presuntos autores y partícipes en caso de 
flagrancia, informándoles de inmediato sobre sus derechos. 
i) Asegurar los documentos privados puedan servir a la 
investigación. En este caso, de ser posible en función a su 
cantidad, los pondrá rápidamente a disposición del Fiscal para 
los fines consiguientes quien los remitirá para su examen al 
Juez de la Investigación Preparatoria. De no ser posible, dará 
cuenta de dicha documentación describiéndola concisamente. 
El Juez de la  Investigación Preparatoria, decidirá 
inmediatamente o, si lo considera conveniente, antes de 
hacerlo, se constituirá al lugar donde se encuentran los 
documentos inmovilizados para apreciarlos directamente. Si el 
Juez estima legítima la inmovilización, la aprobará 
judicialmente y dispondrá su conversión en incautación, 
poniéndolas a disposición del Ministerio Público. De igual 
manera se procederá respecto de los libros, comprobantes y 
documentos contables administrativos. 
j) Allanar locales de uso público o abierto al público. 
k) Efectuar, bajo inventario, los secuestros e incautaciones 
necesarios en los casos de delitos flagrantes o de peligro 
inminente de su perpetración. 
I) Recibir la manifestación de los presuntos autores o partícipes 
de delitos, con presencia obligatoria de su Abogado Defensor. 
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Si éste no se hallare presente, el interrogatorio se limitará a 
constatar la identidad de aquellos. 
m) Reunir cuanta información adicional de urgencia permita la 
criminalística para ponerla a disposición del Fiscal, y 
n) Las demás diligencias y procedimientos de investigación 
necesarios para el mejor esclarecimiento de los hechos 
investigados." 
 
12.- El Derecho a la Defensa y de Inocencia 
 
A.- Derecho a defensa 
Este derecho tiene como base legal la Constitución Política del 
Estado: artículo 139°, inciso 14 es un derecho irrestricto e 
irrenunciable, por el cual la persona imputada de delito tiene derecho 
a la defensa, por sí misma o por medio de su abogado. En 
consecuencia, le asiste el derecho de conocer los hechos materia de 
imputación y las pruebas que la sustentan, en forma plena y oportuna 
desde el inicio de la investigación, con la finalidad, en su caso, de 
contradecirlos.119 
 
En el proceso penal el imputado tiene derecho a sostener su 
inocencia y en particular a poner de manifiesto la falta de fundamento 
o la desproporción de la pretensión punitiva, así como todo aquello 
que en todo caso, atenúe la responsabilidad que se le imputa. 
 
El artículo 8.2 de la Convención establece un conjunto de garantías 
mínimas que permiten asegurar el derecho de defensa en el marco de 
los procesos penales. Entre estas garantías se encuentran: 
 
                                                          
119CABALLERO GUEVARA, Rosa. “La actual regulación de la flagrancia delictiva en el ordenamiento peruano: Un flagrante 
desacierto”. En: Gaceta Jurídica. Revista de Actualidad Jurídica. Tomo 185. Año 2009. Abril. Pág. 147. 
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El derecho del inculpado a la comunicación previa y detallada de la 
acusación formulada en su contra, ello es esencial para el ejercicio del 
derecho de defensa pues el conocimiento de las razones por las 
cuales se le imputa a alguien la presunta comisión de un delito, 
permite a los abogados preparar adecuadamente los argumentos de 
descargo120. Este derecho se ve satisfecho si se indica con claridad y 
exactitud las normas y los supuestos de hecho en que se basa la 
acusación. 
 
La concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para 
la preparación de su defensa, por un lado se debe contar con el 
tiempo adecuado para preparar la defensa, y por el otro contar con los 
medios, igualmente adecuados, para tal efecto. Esto implica diversos 
aspectos, como por ejemplo, acceder a documentos y pruebas con 
una antelación suficiente para preparar la defensa, ser informado con 
anticipación de las actuaciones judiciales y poder participar en ellas, 
etc. Desde esta perspectiva, el respeto a este derecho tiene una 
importante incidencia en los ordenamientos jurídicos de cada país, en 
especial sobre las normas que regulan los procesos penales, puesto 
que su contenido debe respetar los estándares que a nivel 
internacional se consideren como los apropiados, en cuanto a tiempo 
y medios, para garantizar una adecuada defensa. 
 
Un aspecto importante al respecto lo constituye el poder acceder al 
expediente judicial. En este sentido, por ejemplo, el Tribunal 
Constitucional  ha considerado que el derecho a la defensa técnica 
debe estar garantizado desde el mismo momento en que se ordena 
investigar a una persona y que no basta con que se garantice la 
presencia física del abogado sino que se le debe permitir el acceso al 
                                                          
120MUÑOZ CONDE, FRANCISCO. "Introducción al Derecho Penal", Editorial Bosch, Barcelona, 1975, Citado por Calderón 




expediente. El defensor contribuye al esclarecimiento de los hechos 
mediante la contradicción y examen de las pruebas, lo que no se 
puede realizar si se impide u obstaculiza su acceso al expediente.121 
 
El derecho del inculpado a defenderse por sí mismo o a través de un 
defensor de su elección o nombrado por el Estado, en materia penal 
la garantía de la defensa técnica mínima es indispensable, por lo que 
deberá ser un profesional en Derecho pues la carencia de defensa 
técnica de una persona durante un proceso penal implica que su 
actuación dentro del mismo se vea mermada al no poder solicitar y 
controvertir las pruebas en forma debida. En este sentido, si el 
procesado no cuenta con la asistencia de un profesional del derecho 
es imposible que el juez pueda llegar a valorar los elementos que 
obran en el proceso. 
 
Cláusula de no incriminación 
Es el derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a 
declararse culpable. Tiene su origen en la prohibición de la tortura y 
de cualquier otra forma de coacción al imputado, empleado como 
prueba. Este derecho y garantía constitucional del proceso requiere: 
 
Información sobre el derecho a guardar silencio, ya que una persona 
involucrada en un proceso penal considera que tiene el deber de 
declarar o en todo caso siente que la declaración es un modo de 
justificar o disculpar su accionar, y al no ser informado de su derecho 
al silencio, considera que es la única expresión de su derecho de 
defensa. Es por ello que informarle de este derecho es un 
presupuesto esencial para el ejercicio del iusracendi, que le va a 
permitir la elección del tipo de comportamiento. Su función no es 
influir sobre la conducta del sujeto, sino hacerle saber su situación 
                                                          
121 EXP 2028-2004-HC 
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jurídica y las posibilidades sobre la que puede orientar su defensa 
ante el interrogatorio122.  
 
Este mecanismo procesal de informar sobre el derecho a guardar 
silencio no se encuentra positivizado en muchas legislaciones, a 
pesar de constituirse en la primera salvaguarda al derecho a guardar 
silencio. 
 
En el ámbito latinoamericano resulta bastante avanzada la regulación 
constitucional paraguaya de 1992, que consagra el derecho al silencio 
y a ser informado de este derecho. Similar regulación se observa en la 
legislación procesal costarricense donde se señala expresamente el 
derecho al silencio. 
 
Es interesante la regulación establecida en Costa Rica pues al 
reglamentar la información del derecho de declarar, exige que no sólo 
se informe de que goza de este derecho sino que se informa además 
que puede abstenerse a declarar sin que su silencio implique una 
presunción de culpabilidad y que puede requerir la presencia de su 
defensor. 
 
En Cuba el Código de Procedimientos Penales señala la obligación 
del instructor de instruir al inculpado sobre el alcance de su derecho a 
declarar si es que "quisiera hacerlo". En Chile existe una práctica 
judicial por el cual se acepta que el inculpado se pueda negar a 
declarar, pero no existe la práctica de informar que se tiene este 
derecho. En Colombia encontramos lo que se conoce como 
advertencias previas al indagado: 1°) que no va a juramentar, 2°) que 
es voluntaria, 3°) que no tiene la obligación de declarar contra.123 
                                                          
122REVILLA GONZALEZ, Josil. "El Interrogatorio del imputado". Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2000. p. 38. 
123ORTELLS RAMOS, Manuel: “Exclusividad Jurisdiccional para la Restricción de Derechos Fundamentales y Ámbitos 
Vedados a la Injerencia Jurisdiccional”. En: Medidas Restrictivas De Derechos Fundamentales. Consejo General del Poder 
Judicial. Madrid, 1996, pp.15-66. 
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Las fórmulas de países como Colombia y Argentina no son del todo 
felices, ya que al parecer, lo constitucionalmente exigible es que se le 
brinde al imputado la posibilidad de "oponerse" al acto, sin que exista 
obligación ninguna de comunicarle que él goza de este derecho. A 
eso habría quedado reducida esta garantía en el ámbito judicial. En 
Argentina, en su Constitución de 1994 se encuentra regulada, entre 
otras, la garantía de no ser obligado a declarar en su contra, la falta 
de regulación procesal expresa imposibilitó su desarrollo.124 
 
Se debe informar de este derecho desde el primer momento y deberá 
repetirse en los diversos supuestos de declaración. 
 
No presunción de responsabilidad del silencio. 
El silencio como derecho no puede generar ninguna consecuencia en 
perjuicio de quien se ampara en él. No puede además ser 
considerado como indicio de culpabilidad, ni se le equipara aquel 
dicho que dice "el que calla otorga" ni se le puede dar al inculpado un 
tratamiento igual al rebelde civil, donde el callar otorga presunción de 
que los hechos que expresa la parte contraria son ciertos. 
 
Esta falta de efecto está estrechamente relacionada con la carga de la 
prueba, ya que no es de cargo del inculpado el probar que es inocente 
y por eso puede callar si quiere y no colaborar con la administración 
de justicia, pues no se le puede pedir a una persona que colabore en 
su propia condena. 
 
La delimitación entre no-incriminación y confesión 
 
El límite entre confesión y una declaración que violente la garantía de 
no incriminación se encuentra en la voluntad y en el cumplimiento de 
                                                          
124CARRION, Alejandro. "Garantías Constitucionales en el Proceso Penal". Editorial E.J. Gustavo Ibáñez, Sarta Fe de 
Bogotá, 1995, p. 283. 
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los presupuestos que garanticen su libertad de declarar, esto es la 
asistencia de un abogado defensor y la información de su derecho a 
guardar silencio. 
 
"La confesión en el proceso penal es solamente un indicio de la 
autoría del acusado, este indicio requiere, por su parte, la 
investigación y examen por el tribunal, de oficio...''125 
 
Si el Derecho a la no incriminación contradice la aplicación de la 
atenuante de la llamada confesión sincera, dicho argumento ha sido 
rechazado en España, en donde se ha señalado que ligar un efecto 
beneficioso a la confesión voluntariamente prestada no es privar del 
derecho fundamental a no confesar si no se quiere. Sin embargo 
algunos tratadistas han calificado de inmorales los institutos de 
conformidad. Por  las cuales el inculpado acepta la comisión de los 
hechos y la imposición de una pena a fin de terminar el proceso y en 
general las negociaciones que incluyen una colaboración del 
procesado en la formulación de las pruebas de cargo, ya que en 
estricto se alteran las garantías de la presunción de inocencia y la no 
incriminación. 
 
B.- Presunción de inocencia 
El principio de inocencia –la presunción de inocencia- ha sido formulado 
desde su origen, y así debe entenderse, como un poderoso baluarte de 
la libertad individual para poner freno a los atropellos a ella y proveer a 
la necesidad de seguridad jurídica.126 
 
                                                          
125ROXIN, Claus; ARZT, Gunther y TIEDEMA Klaus. "Introducción al Derecho Penal y al Derecho Penal Procesal". Editorial 
Ariel, Barcelona, 1989, p. 159. 
126CLARIÁ OLMEDO, Jorge.Opcit; p. 232. 
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Sin embargo, cuando se formuló tal principio en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos127, a tenor del artículo 11.1 que 
dice: "Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma 
su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y 
en juicio público en el que se hayan asegurado todas las garantías 
necesarias para su defensa”, devino en serias confusiones. Se entendía 
que se iniciaba una causa penal justamente porque se presumía la 
culpabilidad del imputado128. También se creía que, la presunción penal 
referida en la declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
de Francia en 1789129, era la misma correspondiente a la categoría de 
presunciones vigentes hasta ese momento en la vía civil. Entonces, 
debía de darse por verdadero el hecho imputado a una persona, sin 
necesidad de prueba; lo que en sí, no constituía el espíritu de la referida 
declaración. El verdadero espíritu de la declaración, es que, se 
reconozca que la persona sospechosa no podía ni tenía porque perder 
sus libertades y derechos fundamentales. 
 
La presunción de inocencia pertenece sin duda a los principios 
fundamentales de la persona y del proceso penal en cualquier Estado 
de Derecho130. Es por ello, que a toda persona imputada, debe 
reconocérsele el  "Derecho subjetivo ser considerado inocente"131. 
 
La presunción de inocencia, calificada también como un estado 
jurídico132, constituye hoy un derecho fundamental reconocido 
constitucionalmente. Lejos de ser un mero principio teórico de 
Derecho, representa una garantía procesal insoslayable para todos; 
                                                          
127Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), del 10 de diciembre de 1978;  aprobada en 
el Perú siendo Presidente Manuel Prado, mediante Resolución Legislativa Nº 13282, el 15 de diciembre de 1959. 
128CATACORA GONZALES, Manuel. "De la presunción al principio de inocencia "; en: VOX JURIS, Revista de Derecho. Año 4 - 
Lima, 1994, p. 121 y ss. 
129Que se dio como resultado de la reacción contra el régimen de la inquisición. 
130Constitución  Política del Estado (1993)  Artículo 2.24.E. 
131SANCHEZ VELARDE, Pablo. "Comentarios al Código Procesal Penal"; Edit. IDEMSA, Lima, 1994; p. 102. 
132Es un estado que solo puede ser invalidado mediante condena firme, y que dentro del proceso pone límites a la actividad 




“es la máxima garantía del imputado y uno de los pilares del proceso 
penal acusatorio”.133 
 
Parte del supuesto de que todos los hombres son buenos, en tal sentido 
para considerarlos como malos, es necesario que se les haya juzgado y 
encontrado responsables. Mientras no exista un fallo o decisión 
debidamente ejecutoriada, que declare la responsabilidad penal de una 
persona, debe considerársele inocente.134 Es decir, se requiere la 
existencia de un juicio previo. Pero, el hecho de elevarse a rango de 
norma constitucional, no significa que se trate de una presunción de 
carácter legal ni tampoco judicial, pues como afirma acertadamente 
Fernando Velásquez: “no puede incluirse en la primera categoría 
porque le falta el mecanismo y el procedimiento lógico propio de la 
presunción, ni en la segunda, porque está la consagra el legislador; por 
ello se afirma que se trata de una verdad interna o provisional que es 
aceptada, sin más en el cumplimiento de un mandato legal”.135 
 
El artículo 2.24.E de la Constitución, expresa: "Toda persona es 
considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 
responsabilidad". Entonces, por imperio Constitucional, toda persona 
debe ser considerada inocente desde el primer momento que ingresa al 
foco de atención de las normas procesales, debiendo conservar su 
estado natural de libertad, con algunas restricciones propias de la 
investigación, hasta que mediante una sentencia se declare la 
culpabilidad. 
 
Sin embargo, dicho precepto, es dejado de lado en la práctica legal. 
Como bien sabemos, en todo proceso penal iniciado por notitia 
criminis, la actividad jurisdiccional se dirige a establecer la veracidad o 
                                                          
133CUBAS VILLANUEVA, Victor. Opcit, p.25. 
134La única forma de desvirtuar o romper la presunción de inocencia, es a las resultas del proceso penal, cuando se expide la 
sentencia; no existe otra resolución judicial que concluya en esos términos. 
135VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando. "Principios rectores de la nueva ley procesal penal", Bogotá, Edit. Temis, 1987, p.25. 
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no de la imputación, basada en la existencia de una persona a quien 
se supone responsable. El artículo 77º del Código de Procedimientos 
Penales establece los presupuestos materiales de la resolución de 
apertura de instrucción. Entre ellos, es indispensable la 
individualización del presunto autor. Siendo esto así, al inculpado 
sencillamente se le presume responsable del hecho ilícito denunciado 
desde el inicio de las pesquisas. 
 
Esto quiere decir, que la locución "considerada inocente", plasmada en 
la magna lex, está referida al buen trato que debe tener toda persona 
desde el momento que ingresa a un proceso de investigación. En este 
punto, resulta necesario precisar que el principio de inocencia o 
presunción de inocencia, no indica que el procesado sea en realidad 
inocente. De ser ello verdadero, sería injusto someterlo a un proceso 
penal; por el contrario, sí se le consideraría culpable, resultaría inocuo la 
actuación y luego valoración de las pruebas. De tal modo, el principio de 
sospecha que da vida al proceso penal, se transmite a la persona 
imputada en el mismo momento que se inicia la investigación. 
 
Consecuentemente, en el Derecho Procesal Penal, excluyendo los fines 
preventivos inmediatos, el fundamento real de una medida de coerción 
sólo puede residir en: el peligro de fuga del imputado o en el peligro que 
se obstaculice la averiguación de la verdad136; el primero es viable 
porque no se concibe el proceso penal contumacia, a fin de no violar el 
derecho de defensa, resultando indispensable la presencia del imputado 
para llegar al fin del procedimiento y por consiguiente la decisión final. 
De otro lado, el segundo punto también es lógico, porque el imputado es 
el principal interesado en influir en el resultado del procedimiento, ya 
sea entorpeciendo o colaborando con la averiguación de la verdad. 
 
                                                          
136 MAIER, Julio; "Derecho Procesal Penal Argentino"; Ed. Hammurabi, Bs As. 1989, p. 281. 
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Como quiera que la intervención del Estado resulte inminente ante la 
denuncia de un hecho ilícito, de modo que el Juez para llegar a 
determinar la situación jurídica del procesado, requiere que se haya 
vigilado la transparencia del proceso, con el objeto de crear certeza -la 
que debe ser jurídicamente construida- sobre la culpabilidad o 
inocencia. Resulta pertinente hablar de una necesidad de construir la 
culpabilidad, la que sólo puede ser declarada en una sentencia; acto 
judicial que es la derivación natural del juicio previo. Dolum non nisi 
prespicuis judicis provari conveit (El dolo no se presume, debe probarse 
en el juicio). 
 
La certeza se convierte entonces, en el eje principal para concluir en la 
"culpabilidad", por ello no bastan los indicios, sino que es necesario que 
luego de un proceso judicial (en cuyo interés se hayan esbozado y 
actuado las pruebas pertinentes), se cree a la convicción de la 
culpabilidad del sujeto activo. Entonces, para ser responsable de un 
acto delictivo, la situación básica de inocencia debe ser destruida 
mediante la certeza con pruebas suficientes e idóneas; caso contrario 
permanece el estado básico de libertad. “La eliminación de las 
presunciones de responsabilidad dentro del ordenamiento procesal 
constituyen indudablemente una posición jurídica clara de respeto por 
el favor rei”137 
 
Así, será inocente quien no desobedeció ningún mandato o no infringió 
ninguna prohibición, en todo caso comportándose de esa manera, lo 
hizo al amparo de una regla permisiva que eliminaba la antijuricidad del 
comportamiento, o bien, concurrió alguna causa de justificación que 
eliminaba su culpabilidad. En fin, se llega al mismo resultado práctico 
ante la existencia de una de las causas excluyentes de punibilidad; 
                                                          
137LONDOÑO JIMENEZ, Hernando. “Tratado de Derecho Procesal Penal. De la Captura a la Excarcelación”. Ed. Temis, 3 
Edición. Santa Fe de Bogotá. 1993, p.266. 
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culpable es, por el contrario quien se comportó contraviniendo un 
mandato o una prohibición de manera antijurídica, culpable y punible. 
 
De esto último, se infiere válidamente que, antes que exista sentencia 
firme, ninguna autoridad pública puede presentar a una persona como 
culpable o brindar información en tal o cual sentido a los medios de 
comunicación social. Por ello Manuel Catacora, afirma que la 
presunción de inocencia no opera o no debe operar en el proceso, sino 
fuera de él, esto es, para los que tienen que comentar, informar, o 
conocer los hechos que son objeto de una causa penal.  Mejor dicho 
para los ciudadanos, periodistas, etc.138 
 
Presunción de inocencia e indubio pro reo. 
“Tanto el principio de presunción de inocencia como el indubio pro 
reo son manifestaciones del favor rei139, pues ambos inspiran al proceso 
penal de un Estado democrático y su actuación de éstos se realiza en 
diversas formas”140 
 
Sin embargo muchas veces la presunción de inocencia, bajo una 
inexacta interpretación ha sido aplicable sólo ante la duda, es decir bajo 
el in dubio pro reo, es por ello que me permito hacer algunas 
aclaraciones al respecto. 
 
La presunción de inocencia como derecho fundamental es un logro del 
derecho moderno, mediante el cual todo inculpado durante el proceso 
penal es en principio inocente sino media sentencia condenatoria. La 
sentencia condenatoria sólo podrá darse si de lo actuado en el proceso 
penal se determina con certeza que el sujeto realizó los hechos que se 
                                                          
138CATACORA GONZALES, Manuel. Op. cit. pp215. 
139El fundamento del favor rei, se tiene en los valores de la justicia y la equidad, y se arraiga en el criterio imperativo del 
debido proceso, esto es, en las garantías legales y constitucionales protectoras de la libertad individual y de los derechos de 
la persona humana. No puede faltar por ello en el ordenamiento jurídico de un Estado de derecho vinculado a las corrientes 
doctrinarias que colocan al hombre como sujeto y no como objeto de derecho. 
140SANCHEZ VELARDE, Pablo.Op cit.  p. 102. 
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le imputan.  De no probarse que lo hizo o ante la existencia de duda, 
debe resolverse conforme lo más favorable al acusado (in dubio pro 
reo). “Para que pueda aceptarse el principio de presunción de inocencia 
es necesario que de lo actuado en la instancia se aprecie un vacío o 
una notable insuficiencia probatoria, debido a la ausencia de pruebas, o 
que las practicadas hayan sido obtenidas ilegítimamente.”141 
 
El in dubio pro reo actúa como norma de interpretación. La Constitución 
de 1993 en su artículo 139.11, dice: "la aplicación de lo más favorable al 
reo en caso de duda o de conflicto entre leyes penales"; igualmente 
dicho postulado es recogido por el artículo 6º del Código Penal. Así, 
debe aplicarse el principio del in dubio pro reo donde exista duda acerca 
de la culpabilidad del acusado.  
 
Pero, debemos de añadir que cuando existe absolución en 
determinados delitos, sean actos graves o leves, no siempre se 
satisface a la opinión pública. Esto pone muchas veces en tela de juicio, 
la imparcialidad de los encargados de administrar justicia (Jueces o 
Fiscales), pero es preferible, a nuestro parecer, soportar las críticas de 
un fallo errado, que condenar a un inocente, que sufriría prisión indebida 
con el consecuente deterioro personal, moral y familiar. 
 
Como corolario se puede señalar que la presunción de inocencia es una 
garantía fundamental, por el cual se considera inocente al procesado 
mientras no exista medio de prueba convincente que demuestre lo 
contrario; mientras que el in dubio pro reo actúa como elemento de 
valoración probatoria, puesto que en los casos donde surja duda 
razonable, debe absolverse. Es decir, la presunción de inocencia opera 
en todos los procesos. El in dubio pro reo, solo en aquellos en que 
aparezca duda razonable. 
                                                          
141SAN MARTIN CASTRO, César. Op cit. p.116. 
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CAPÍTULO IV. PRESENTACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS RESULTADOS 
 
4.1. Encuestas y Entrevistas a Magistrados del Poder Judicial de 
Loreto 
 
4.1.1. Encuestas: Análisis e Interpretación 
1. ¿Tiene conocimiento de la medida restrictiva de Prisión 
Preventiva y la Flagrancia Delictiva?  
 
 Tabla Nº 1 
CATEGORIA JUEZ PORCENTAJE 
SI 4 100 % 
NO 0 0% 
No responde 0 0% 
TOTAL 4 100% 
 
 
 Figura Nº 1 
 
 
INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver, que 
el 100% de la muestra representativa de la población encuestada de 
Magistrados del Poder Judicial del Distrito Judicial de Loreto, que 
representan 4 encuestados, afirman sobre la figura de Prisión 









Si No No responde
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para poder determinar si los encuestados tenían conocimientos 
suficientes o deficientes sobre el tema, lo cual se podrá contrastar con 
las demás respuestas. 
 
2.- ¿Cuáles son los requisitos o presupuestos materiales para 
dictar Prisión Preventiva contra una persona? Marque la 
respuesta correcta. 
 Tabla Nº 2 
CATEGORIA JUEZ PORCENTAJE 
"Que existan fundados y graves 
elementos de convicción (…)" 
3 75% 
"Que existan elementos de 
convicción (…)" 
1 25% 
"Que existan fundados y graves 
elementos de prueba" 
0 0 % 
Ninguna es correcta 0 0% 
TOTAL 4 100 % 
 

















Que existan fundados y graves elementos de convicción
Que existan elementos de convicción




INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver que 
el 75% de la muestra, que representa 3 encuestados, marcaron la 
respuesta acertada, ya que es correcto afirmar que el primer requisito 
para la procedencia de la prisión preventiva es que existan fundados y 
graves elementos de convicción para imputar razonablemente la 
comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe 
del mismo. 
 
3.- ¿De qué manera deben concurrir los requisitos o presupuestos 
materiales para dictar Prisión Preventiva contra una persona? 
 Tabla Nº 3 
CATEGORIA JUEZ PORCENTAJE 
Paralela 0 0% 
Alternativa 1 25% 
Copulativa 3 75% 
Ninguna es correcta 0 0% 
TOTAL 4 100 % 
 
 Figura Nº 3 
 
 
INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver, que 
el 75%  que representa 3 encuestados, respondieron correctamente al 










Paralela Alternativa Copulativa Ninguna es correcta
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preventiva deben concurrir copulativamente, y solo un porcentaje 
mínimo de 25% que representa dos (01) encuestado respondió 
incorrectamente, señalando que deben concurrir de manera 
alternativa. 
 
4.- ¿Cuál es la clasificación establecida para la flagrancia delictiva?  
 Tabla Nº 4 
CATEGORIA JUEZ PORCENTAJE 
Flagrancia en stricto sensu o 
tradicional, cuasi flagrancia y 
presunción de flagrancia 
3 75% 
Flagrancia en mano propia, 
flagrancia intermedia, flagrancia 
presunta 
0 0% 
Flagrancia aparente, flagrancia 
real y flagrancia potencial 
1 25% 
Ninguna es correcta 0 0% 
TOTAL 4 100 % 
 
 










Flagrancia, cuasi flagrancia y presunción de flagrancia
Flagrancia por mano propia, intermedia y presunta




INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver el 
75% que representa 3 encuestados respondieron que existen tres 
tipos de flagrancia: la flagrancia propiamente dicha, la cuasi flagrancia 
y la presunción de flagrancia, lo cual es correcto, mientras que 
un25%, que representan 1 encuestado, refirió que los tres tipos de 
flagrancia que la norma reconoce son la aparente, real y potencial, lo 
cual es incorrecto. 
 
 
5.- Conforme lo ha señalado el Tribunal Constitucional, la flagrancia 
en la comisión de un delito, presenta dos requisitos 
insustituibles: 
 
 Tabla Nº 5 
CATEGORIA JUEZ PORCENTAJE 
La inmediatez temporal y la inmediatez 
personal 
2 50% 
La inmediatez territorial y la inmediatez 
temporal 
1 25% 
La inmediatez personal y la inmediatez 
pluripotencial 
1 25% 
Ninguna es correcta. 0 0% 












 Figura Nº 5 
 
 
INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver el 
50% que representa 2 encuestados, es decir, la mitad de la muestra, 
respondieron que los requisitos para determinar la flagrancia en la 
comisión de un delito son la inmediatez temporal y la inmediatez 
personal, lo cual es correcto, en tanto que un encuestado que 
representa el 25% afirmó que son como requisitos la inmediatez 
territorial y la inmediatez temporal, lo cual no es correcto. Finalmente, 
un 25% que corresponde también a un encuestado, señaló como 
requisitos la inmediatez temporal y la inmediatez pluripotencial, lo cual 
no es correcto. 
 
6.- ¿Cuál es la calificación de la flagrancia que el Tribunal 
Constitucional ha considerado como inconstitucional? 
 Tabla Nº 6 
CATEGORIA JUEZ PORCENTAJE 
La cuasi flagrancia 0 0% 
La presunción de flagrancia 2 50% 
La flagrancia aparente 2 50% 
Ninguna de las anteriores 0 0% 












Personal-pluripotencial Ninguna es correcta
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 Figura Nº 6 
 
 
INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver que 
las respuestas de la muestra se encuentran casi uniformemente 
distribuidas, ya que el 50% de la muestra que corresponde a 2 
encuestados señaló que la flagrancia aparente había sido declarada 
inconstitucional por nuestro máximo intérprete de la Carta Magna, en 
tanto que un similar 50% señaló que se trataba de la presunción de 
flagrancia, respuesta que finalmente resultó correcta, todo lo cual nos 
da una muestra bastante heterogénea. 
 
4.1.2. Entrevistas: Análisis e Interpretación 
 
1. El juez de la investigación preparatoria, dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes al requerimiento del Ministerio Público 
realizará la audiencia para determinar la procedencia de la 
prisión preventiva. La audiencia se celebrará con la concurrencia 
obligatoria del Fiscal, del imputado y su defensor. ¿Cree Ud. que 
en esta audiencia, previa a debatir los requisitos o presupuestos 
materiales de la prisión preventiva, pueda debatirse o verificarse 












Cuasiflagrancia Presunción de flagrancia
Flagrancia aparente Ninguna de las anteriores
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 Tabla y Figura Nº 1 
CATEGORIA JUEZ PORCENTAJE 
SI 2 50% 
NO 2 50% 
No sabe / no opina 0 0% 




INTERPRETACION: El 50% de la muestra, que corresponde a 2 
encuestados, considera que desde el punto de vista de la práctica 
procesal, no procedería discutir aspectos relativos a la flagrancia de la 
detención, por no estar previsto este supuesto en el artículo 268° de 
la Código Procesal penal, sin embargo, un grupo similar de la muestra 
de jueces (2), considera que, en atención a garantizar los derechos 
del imputado de manera más eficaz, podría discutirse previamente el 
tema de la flagrancia en la audiencia de prisión preventiva, siendo que 
respecto a esta interrogante abierta, todos los encuestados mantienen 











2 Enc. 2 Enc. 0 Enc.
50% 50%
0%
SI NO No Responde
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2. Si durante la Audiencia de Prisión Preventiva, se verifica que la 
detención policial no se realizó en flagrante delito ¿Cuál cree 
usted que debería ser la consecuencia jurídica de ello? 
 
INTERPRETACION: Analizando las respuestas obtenidas a esta 
pregunta, se tiene que, al igual que en la interrogante anterior, un 
porcentaje significativo estaba de acuerdo en que se tenía que discutir 
previamente la existencia o no de la flagrancia delictiva, y en base a 
eso emitir la resolución correspondiente; sin embargo existe otra parte 
de la muestra que consideró que, en la medida en que los 
presupuestos formales y materiales a discutirse en la audiencia eran 
taxativos, se debía continuar con la tramitación del requerimiento 





















4.2. Encuestas y Entrevistas a Magistrados del Ministerio Público de 
Loreto 
 
4.2.1. Encuestas: Análisis e Interpretación 
 
1. ¿Tiene conocimiento de la medida restrictiva de Prisión 
Preventiva y la Flagrancia Delictiva?  
 
Tabla Nº 1 
CATEGORIA FISCAL PORCENTAJE 
SI 16 100 % 
NO 0 0% 
No responde 0 0% 
TOTAL 16 100% 
 
 Figura Nº 1 
 
 
INTERPRETACION: Al igual que ocurre con la misma pregunta 
formulada a los magistrados del Poder Judicial,  el 100% de la 
muestra representativa de la población encuestada de Magistrados 
del Ministerio Público del Distrito Judicial de Loreto, que representan 
16 encuestados, afirman conocer sobre la figura de Prisión Preventiva 
y Flagrancia Delictiva. Esta pregunta resultó necesaria para poder 
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deficientes sobre el tema, lo cual se podrá contrastar con las demás 
respuestas. 
 
2. ¿Cuáles son los requisitos o presupuestos materiales para dictar 
Prisión Preventiva contra una persona? Marque la respuesta 
correcta. 
 
 Tabla Nº 2 
CATEGORIA FISCAL PORCENTAJE 
"Que existan fundados y graves 
elementos de convicción (…)" 
14 87.5% 
"Que existan elementos de 
convicción (…)" 
1 6.25% 
"Que existan fundados y graves 
elementos de prueba" 
1 6.25% 
Ninguna es correcta 0 0% 
TOTAL 16 100 % 
 












Que existan fundados y graves elementos de convicción
Que existan elementos de convicción




INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver que 
el 87.5% de la muestra, que representa 14 encuestados, marcaron la 
respuesta acertada, ya que es correcto afirmar que el primer requisito 
para la procedencia de la prisión preventiva es que existan fundados y 
graves elementos de convicción para imputar razonablemente la 
comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe 
del mismo, lo cual resulta un porcentaje ligeramente superior al que 
registraron los jueces, siendo entendible debido al rol postulatorio de 
los fiscales en el requerimiento de prisión preventiva. 
 
3. ¿De qué manera deben concurrir los requisitos o presupuestos 
materiales para dictar Prisión Preventiva contra una persona? 
 
 Tabla Nº 3 
CATEGORIA FISCAL PORCENTAJE 
Paralela 1 6.25% 
Alternativa 1 6.25% 
Copulativa 13 81.25 % 
Ninguna es correcta 1 6.25% 
TOTAL 10 100 % 
 












Paralela Alternativa Copulativa Ninguna es correcta
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INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver, que 
el 81.25%  que representa 13 encuestados, respondieron 
correctamente al señalar que los requisitos o presupuestos para dictar 
prisión preventiva deben concurrir copulativamente, y solo un 
porcentaje mínimo de 12.5% que representa dos (02) encuestados 
respondió incorrectamente, señalando que deben concurrir de manera 
paralela o alternativa, finalmente, un 6.25% que representa a un 




4. ¿Cuál es la clasificación establecida para la flagrancia delictiva?  
 
 Tabla Nº 4 
CATEGORIA FISCAL PORCENTAJE 
Flagrancia en stricto sensu o 
tradicional, cuasi flagrancia y 
presunción de flagrancia 
12 75% 
Flagrancia en mano propia, 
flagrancia intermedia, flagrancia 
presunta 
0 0% 
Flagrancia aparente, flagrancia 
real y flagrancia potencial 
4 25% 
Ninguna es correcta 0 0% 













INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver el 
75% que representa 12 encuestados respondieron que existen tres 
tipos de flagrancia: la flagrancia propiamente dicha, la cuasi flagrancia 
y la presunción de flagrancia, lo cual es correcto, mientras que 
un25%, que representan 4 encuestados, refirieron que los tres tipos 
de flagrancia que la norma reconoce son la aparente, real y potencial, 


















Flagrancia, cuasi flagrancia y presunción de flagrancia
Flagrancia por mano propia, intermedia y presunta




5.¿Conforme lo ha señalado el Tribunal Constitucional, la flagrancia 
en la comisión de un delito, presenta dos requisitos 
insustituibles? 
 Tabla Nº 5 
CATEGORIA FISCAL PORCENTAJE 
La inmediatez temporal y la inmediatez 
personal 
10 62.5% 
La inmediatez territorial y la inmediatez 
temporal 
3 18.75% 
La inmediatez personal y la inmediatez 
pluripotencial 
1 6.25% 
Ninguna es correcta. 2 12.5% 
TOTAL 16 100% 
  
 Figura Nº 5 
 
 
INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver el 
62.5% que representa 10 encuestados, respondieron que los 
requisitos para determinar la flagrancia en la comisión de un delito son 
la inmediatez temporal y la inmediatez personal, lo cual es correcto, 
en tanto que dos encuestados señalaron que son como requisitos la 














Personal-pluripotencial Ninguna es correcta
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Finalmente, un significativo porcentaje de la muestra, es decir un 
12.5% que corresponde a dos encuestados, señalaron que ninguna 
de las alternativas planteadas era la correcta. 
 
6.¿Cuál es la calificación de la flagrancia que el Tribunal 
Constitucional ha considerado como inconstitucional? 
 
 Tabla Nº 6 
 
CATEGORIA FISCAL PORCENTAJE 
La cuasiflagrancia 2 12.5% 
La presunción de flagrancia 8 50% 
La flagrancia aparente 6 37.5% 
Ninguna de las anteriores 0 0% 
TOTAL 16 100% 
 
 
















Cuasiflagrancia Presunción de flagrancia
Flagrancia aparente Ninguna de las anteriores
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INTERPRETACION: Analizando el presente cuadro se puede ver que 
la mitad de la muestra, que corresponde a 8 fiscales encuestados, 
afirmaron correctamente que la presunción de flagrancia había sido 
declarada inconstitucional por el Tribunal Constitucional, en tanto que 
un 37.5%, que corresponde a 6 encuestados, respondió que la 
flagrancia aparente había sido declarada inconstitucional. Finalmente, 
un 12.5% de los encuestados, que corresponde a 2 fiscales, 
respondieron que la cuasi flagrancia era la que había sido declarada 
inconstitucional por el máximo intérprete.  
 
4.2.2. Entrevistas: Análisis e Interpretación 
 
1. El juez de la investigación preparatoria, dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes al requerimiento del Ministerio Público 
realizará la audiencia para determinar la procedencia de la 
prisión preventiva. La audiencia se celebrará con la concurrencia 
obligatoria del Fiscal, del imputado y su defensor. ¿Cree Ud. que 
en esta audiencia, previa a debatir los requisitos o presupuestos 
materiales de la prisión preventiva, pueda debatirse o verificarse 
la legalidad de la detención policial? 
 
 Tabla y Figura Nº 1 
CATEGORIA FISCAL PORCENTAJE 
SI 3 18.75% 
NO 13 81.25% 
No sabe / no opina 0 0% 








INTERPRETACION: El 81.25% de la muestra, que corresponde a 13 
encuestados, considera que no procedería discutir aspectos relativos 
a la flagrancia de la detención, por no estar previsto este supuesto en 
el artículo 268° de la Código Procesal penal, en contraparte, un 
18.75% de la muestra, que corresponde a 3 fiscales, considera que, 
en atención a garantizar los derechos del imputado de manera más 
eficaz, podría discutirse previamente el tema de la flagrancia en la 
audiencia de prisión preventiva, siendo que respecto a esta 
interrogante abierta, todos los encuestados mantienen una posición, 
no observándose que ninguno haya optado por no responder. 
 
2. Si durante la Audiencia de Prisión Preventiva, se verifica que la 
detención policial no se realizó en flagrante delito ¿Cuál cree 
usted que debería ser la consecuencia jurídica de ello? 
 
INTERPRETACION: De las respuestas obtenidas a esta interrogante, 
se tiene que la gran mayoría de los fiscales encuestados consideran 
que, de comprobarse que la detención policial no se realizó en 
flagrante delito, ello solo podría acarrear una responsabilidad 
administrativa, y por lo tanto no debería perturbar el desarrollo de la 







5 Enc. 5 Enc. 0 Enc.
50% 50%
0%
SI NO No Responde
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encuestados, señaló que de darse ese supuesto, el juez no tendría 
más remedio que disponer la inmediata libertad del imputado, 
concediéndole comparecencia simple.   
 
4.3. Análisis de Resoluciones Judiciales 
 
4.3.1. Análisis y Resultado 
 
1) Exp. 01088-2014-25-1903-JR-PE-03 
Imputada: R. R. D. A. S. 
Delito: Robo agravado 
Res. N° 06 / 19 de setiembre de 2014 
 
2) Exp. 00194-2014-19-1903-JR-PE-03 
Imputada: T. T. CH. 
Delito: Lavado de activos 
Res. N° 07 / 16 de junio de 2014 
 
3) Exp. 2827-2012-97-1903-JR-PE-01 
Imputados: E. G. D. y J. P. R. 
Delito: Violación sexual de menor de edad 
Res. N° 05 / 19 de diciembre de 2012 
 
4) Exp. 01110-2014-31-1903-JR-PE-03 
Imputado: M. G. S. M. 
Delito: Promoción o favorecimiento al Tráfico Ilícito de Drogas 
Res. N° 06 / 8 de setiembre de 2014 
 
5) Exp. 01022-2014-16-1903-JR-PE-03 
Imputada: S. J. V. I. 
Delito: Delito contra la libertad sexual en menor de edad 




6) Exp. 00329-2014-17-1903-JR-PE-04 
Imputado: M. P. L. 
Delito: Lavado de activos 
Res. N° 07 / 17 de junio de 2014 
 
7) Exp. 028-2014-01 
Imputado: R. M. A. 
Delito: Tráfico Ilícito de Drogas 
Res. N° 04 / 26 de mayo de 2014 
 
8) Exp. 00003-2014-34-1903-JR-PE-01 
Imputado: H. N. N. Y J. J. N. N. 
Delito: Robo en grado de tentativa 
Res. N° 02 / tres de enero de 2014 
 
9) Exp. 01840-2013-94-1903-JR-PE-01 
Imputado: N. E. L. V. 
Delito: Hurto agravado 
Res. N° 06 / 18 de diciembre de 2013 
 
10) Exp. 00002-2014-54-1903-JR-PE-01 
Imputado: E. R. B. 
Delito: T.I.D. 










3.4.2. Cuadro estadístico de los expedientes y resoluciones judiciales 
 
 Por pronunciamiento final: 
RESOLUCIONES NÚMERO PORCENTAJE 
FUNDADO 7 70% 
INFUNDADO 3 30% 






 Por instancia: 
RESOLUCIONES  NÚMERO PORCENTAJE 




















DELITOS NÚMERO PORCENTAJE 
CONTRA EL PATRIMONIO 3 30% 
TRÁFICO ILÍCITO DE DROGAS 3 30% 
LAVADO DE ACTIVOS 2 20% 
VIOLACIÓN SEXUAL 2 20% 
















Contra el patrimonio Tráfico Ilícito de Drogas







9 RES. 1 RES.
90%
10%
EN DOBLE INSTANCIA EN UNA INSTANCIA
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4.4. Discusión de los Resultados 
 
Todos los Magistrados del Poder Judicial del Distrito Judicial de Loreto, 
afirman conocer la figura de la Prisión Preventiva y Flagrancia Delictiva. 
Aunque al momento de profundizar el tema, no todos tenían 
conocimiento preciso acerca de los requisitos exigidos y la forma de 
concurrencia, aunque se mantuvo en un porcentaje alto de respuestas 
correctas, de alrededor de 75%. 
 
De igual forma demostraron conocimientos en un porcentaje elevado 
(75%), respecto al conocimiento acerca de los tipos de flagrancia, 
mientras que la mitad de los magistrados respondieron correctamente 
que la flagrancia se evalúa en base a dos requisitos fundamentales: la 
inmediatez temporal y la inmediatez personal, así como el mismo 
porcentaje arrojó al momento de responder cuál de los tipos de 
flagrancia había sido declarado inconstitucional. 
 
Respecto a las entrevistas, se observan opiniones claramente divididas: 
El 50% de los jueces considera que desde el punto de vista de la 
práctica procesal, no procedería discutir aspectos relativos a la 
flagrancia de la detención, por no estar previsto este supuesto en el 
artículo 268° de la Código Procesal penal, sin embargo, un grupo similar 
considera que, en atención a garantizar los derechos del imputado de 
manera más eficaz, podría discutirse previamente el tema de la 
flagrancia en la audiencia de prisión preventiva, siendo que respecto a 
esta interrogante abierta, todos los encuestados mantienen una posición, 
no observándose que ninguno haya optado por no responder. Esta 
división de las opiniones estriba en la claridad de la norma procesal, al 
incluir presupuestos taxativos en el artículo 268° del NCPP, sin embargo, 
se requería su opinión a efectos de si era procedente incluir la discusión 
del control de legalidad de la detención en la audiencia de prisión 
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preventiva, y en este punto, la mitad de los jueces entrevistados se 
mostraron de acuerdo con dicha sugerencia.  
 
Todos los Magistrados del Ministerio Público del Distrito Judicial de 
Loreto afirmaron conocer sobre la figura de Prisión Preventiva y 
Flagrancia Delictiva.  
 
Un promedio de 80% respondieron correctamente respecto a los 
requisitos para su procedencia,, la forma de su concurrencia, los tipos de 
flagrancia y sus requisitos. Sin embargo, el porcentaje descendió a la 
mitad de los fiscales cuando se les interrogó acerca de cuál es la forma 
de flagrancia declarada inconstitucional por el Tribunal Constitucional. 
 
Respecto a las entrevistas, alrededor del 80% de los fiscales se 
mostraron a favor de discutir los aspectos relativos al control de 
legalidad de la detención cuando se trate de casos de flagrancia, lo que 
contrasta con la posición de los magistrados del Poder Judiciales, que 
solo alcanzaron a un 50%, esto se debe a que los magistrados del 
órgano jurisdiccional son aplicadores de la ley, por lo tanto se 
encuentran más constreñidos a ella, en tanto que los actos del Ministerio 
Público son postulatorios, por lo que pueden tener una concepción más 
amplia de la norma procesal. 
 
Finalmente, de la lectura de las resoluciones judiciales puede apreciarse 
que en siete de las diez audiencias se declaró FUNDADO el 
requerimiento de prisión preventiva (en última instancia), en tanto que en 
tres audiencias se declaró INFUNDADO el petitorio, teniendo en cuenta 
además que en nueve casos se resolvió en segunda instancia, en tanto 
que en un solo caso se resolvió en primera instancia. 
 
Del mismo modo, la variedad de los delitos por los cuales se requirió la 
prisión preventiva, estuvo uniformemente distribuida, esto es, para 
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delitos contra el patrimonio alcanzó el 30%, al igual que para tráfico 
ilícito de drogas, en tanto que para delitos de violación sexual alcanzó el 
20%, al igual que lavado de activos. Estos casos son de mayor 
incidencia para las detenciones en flagrancia, puesto, por ejemplo, para 
las investigaciones por lavado de activos se intervinieron a los sujetos 
transportando dinero y bienes cuya procedencia no pudieron explicar, 
para las investigaciones por Tráfico Ilícito de Drogas, de igual forma, se 
trató de intervenciones policiales en el marco de operativos de 
interdicción. 
 
El denominador común de todas las resoluciones consignadas 
precedentemente es que en ninguna de ellas, ni de oficio ni a solicitud  
de parte, se analiza si las detenciones originadas en el marco de la 
flagrancia se cumplieron con los presupuestos que la norma procesal 
prevé para las mismas, originando de esta forma una incertidumbre 
respecto a las circunstancias por las cuales el imputado se encuentra 
compareciendo en una determinada audiencia de prisión preventiva, es 
decir, solo se pasa a discutir directamente los elementos de convicción 
















CAPITULO V. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
5.1. Conclusiones. 
1. Dentro de la investigación realizada se llegó a la conclusión de que no 
existe un control de la legalidad de la detención policial en nuestro 
distrito judicial de Loreto, cuente también con un control de los 
presupuestos de flagrancia, supuesto que no se encuentra inserto en 
ninguno de los presupuestos del artículo 268° del NCPP, el cual 
permite determinar el control de la legalidad de la detención, a partir 
de la delimitación de la flagrancia. 
 
2. De las cuatro preguntas para determinar el grado de conocimiento de 
los jueces y fiscales sobre el control de la legalidad de la detención 
policial en la audiencia de prisión preventiva, se determino que han 
venido siendo vulnerandos los  derechos de defensa y de inocencia, 
por falta de criterio en la aplicación de la norma. Es impresindible 
considerar en la audiencia de prisión preventiva los sucesos desde 
una óptica del Derecho Humano, el cual, está contemplada en la carta 
magna, el cual operativiza y viabiliza este derecho en todas sus 
actividades. 
 
3. Al análisis de las resoluciones judiciales expuestas, las cuales, dan 
cuenta de la realidad del razonamiento judicial, se determino que el 
90% se resolvió en segunda instancia y hubo un 30% de infundados; 
por lo que se estableció que no hubo un correcto control de la 
legalidad de la prisión preventiva. De manera que, resulta procedente 
la introducción de un mecanismo de control para evaluar la legalidad 
de la detención policial, dentro de la audiencia de prisión preventiva. 
Procedimiento que no resulta incongruente con la doctrina procesal al 
respecto, como se ha señalado al momento de exponer el marco 
teórico del presente trabajo; y más aún, resultaría completamente 
apropiado conforme a la dimensión de los principios de defensa y de 




Existe una necesidad fáctica de dotar al juzgador, de herramientas que 
permitan ejercer de manera más efectiva un control a posteriori de la 
legalidad de la detención, sobre todo cuando se trata de casos de 
flagrancia delictiva, de tal manera que exista un control previo de la 
legalidad de la detención policial, que permita al órgano jurisdiccional 
asumir un rol garantista con lo señalado en el artículo 268° del Código 
Procesal Penal vigente; esto podría hacerse, valga la sugerencia, como 
una propuesta legislativa que incluya específicamente la distinción entre 
una detención ordinaria (que cumple el trámite correspondiente) y una 
extraordinaria (en los casos de flagrancia), para de esta manera 
establecer el mecanismo a ser aplicado en el debate. 
 
Se hace imperativo que los magistrados competentes del Poder Judicial, 
al momento de evaluar la procedencia de la prisión preventiva cuando se 
trate de delitos de ejecución flagrante, verifiquen mínimamente y de 
manera previa, si para la calificación de la flagrancia se han superado 
todos los controles de una detención sin orden judicial, por su calidad de 
flagrante, pero enmarcada dentro de los parámetros que la norma 
impone. La sola revisión de la flagrancia como elemento de convicción 
no resulta suficiente para su dilucidación. Sería pertinente la emisión de 
un reglamento de aplicación interna, tal como sucede con la circular 
sobre prisión preventiva que es aplicada por los jueces al momento de 
determinar la procedencia de la misma. 
 
Se recomienda a los fiscales del Ministerio Público de este Distrito 
Fiscal, que revisen los presupuestos procesales de la prisión preventiva, 
con el fin de introducirlo al debate contradictorio, sea para determinar y 
defender la flagrancia de un determinado caso, o para desestimarla. 
Esta actuación procesal puede incluso resultar beneficiosa a la labor 
fiscal, ya que obliga a que desde un inicio se cuenten con elementos 
solventes para vincular al intervenido con el delito materia de imputación. 
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Esto evitaría que, al momento de realizar su requerimiento, el fiscal 
tenga que incluir a la flagrancia como elemento de convicción, cuando 
no lo es strictu sensu no lo es, en tanto se trata de un acto material que 
requiere ser verificado a efectos de determinar la legalidad de su 
procedencia, de acuerdo a cada caso concreto. 
 
Es menester que los abogados de la Defensa Pública, hagan un análisis 
previo a efectos de proteger de mejor manera los derechos de sus 
patrocinados. Al análisis de las resoluciones se ha podido advertir que 
en su mayoría, si bien cuestionan la legalidad de la detención, se hace 
desde el punto de vista de un elemento determinado de convicción, lo 
cual, como ya hemos señalado, resulta equivocado, puesto que el 
control de la legalidad de la detención no es otra cosa que el 
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DETENCION POLICIAL 



























evaluar la legalidad 
de la detención 
policial y las medidas 
restrictivas de 
derecho en la 




 Determinar la 
ausencia de un 
control de 
legalidad de la 
detención policial. 
 Determinar que la 
limitación del 
debate en la 
audiencia de 
prisión preventiva 
a la simple 
verificación de los 
presupuesto 
materiales, vulnera 
el derecho a la 
defensa y de 
inocencia. 
 Establecer que es 
posible en la 
audiencia de 
prisión preventiva, 
un estadio previo, 
para discutir la 
























LEGALIDAD DE LA 
DETENCION 











Posibilidad de evaluar 
la legalidad de la 
detención policial.  
a.1. Indicador: 
Audiencias de Prisión 
Preventiva donde se 
haya discutido el tema. 
a.1.1. Instrumentos: 





 Garantiza el derecho a 







Análisis Lógico jurídico. 
 
Diseño de la 
Investigación: El diseño 
de investigación que se 
empleara será el NO 
EXPERIMENTAL, del 
tipo transversal o 
transaccional, ya que 
recolecta datos de un 
solo momento y en un 
tiempo único. El 
propósito de este método 
es describir variables y 
analizar su incidencia e 
interrelación en un 
momento dado. 
Asimismo tendrá por 
objeto resolver 
problemas del 
conocimiento en un 
determinado campo, 
como es el Derecho 
Procesal Penal y se  
formularan hipótesis que 
serán sometida a 
comprobación empírica.  
 
Tipo de Investigación: 
La presente 
investigación será 
básica, ya que se va a 
tratar de aclarar los 
conceptos y dogmas con 
respecto a la  posibilidad 
de evaluar la detención 
policial en la audiencia de 
prisión preventiva. 
Asimismo será 
aplicada, en la 
medida en que sus 
alcances sean útiles 
al mayor número de 
operadores judiciales 
y miembros de la 
sociedad. 
 
Nivel de Investigación: 
Sera exploratívaen una 
primera etapa, por 
cuanto describiremos el 
problema de la 
posibilidad de evaluar la 
detención policial en la 
audiencia de prisión 
preventiva ; luego 
pasaremos a hacer un 
tipo de investigación 
descriptiva, cuando 
encontremos los 
orígenes y efectos del 




contrastemos con la 




Métodos de la 
Investigación: En la 
presente investigación 
vamos a utilizar el 
método Histórico- 
Causal, pues será a 
partir de los hechos ya 
producidos que se va a 
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investigación y serán 
estos mismos hechos los 




" POSIBILIDAD DE EVALUAR LA LEGALIDAD DE LA DETENCION POLICIAL EN LA AUDIENCIA DE PRISION PREVENTIVA, EN EL 




a) La presente entrevista ha sido elaborada con la finalidad de obtener datos, los 
cuales están basadas en sus respuestas. 
b) La identidad del entrevistado es reservada. 
c) Se ruega se responda con la mayor sinceridad y seriedad a cada pregunta. Desde 
ya, se expresa los sentimientos de nuestra mayor gratitud 
 
Juez (              )     Fiscal  (               )  
 
1. ¿Tiene conocimiento de la medida restrictiva de Prisión Preventiva y la flagrancia 
delictiva? 
SÍ   (   ) 
No (   ) 
2. Cuáles son los requisitos o presupuestos materiales para dictar Prisión Preventiva 
contra una persona?. Marque la respuesta correcta. 
a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar razonablemente la 
comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo. ii) Que la 
sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad; y iii) Que el 
imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular, permita 
colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u 
obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). 
b) Que existen elementos de convicción para estimar razonablemente la comisión de un 
delito que vincule al imputado solo como autor. ii) Que la sanción a imponerse sea superior 
a seis años de pena privativa de libertad; y iii) Que el imputado, en razón a sus 
antecedentes y otras circunstancias del caso particular, permita colegir razonablemente 
que tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación 
de la verdad (peligro de obstaculización). 
c) Que existen fundados y graves elementos de prueba para estimar razonablemente la 
comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo. ii) Que la 
sanción a imponerse sea superior a cinco años de pena privativa de libertad; y iii) Que el 
imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular, permita 
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colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u 
obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). 
d) Ninguna es correcta. 
 
3. De qué manera deben concurrir los requisitos o presupuestos materiales para dictar 
Prisión Preventiva contra una persona. Marque la respuesta correcta. 
a) Deben concurrir de manera paralela. 
b) Deben concurrir de manera alternativa. 
c) Deben concurrir de manera copulativa. 
d) Ninguna es correcta. 
4. ¿Cuál es la clasificación establecida para la flagrancia delictiva?. Marque la respuesta 
correcta. 
a) Flagrancia en estricto sensu o tradicional, Cuasi Flagrancia y Presunción de Flagrancia. 
b) Flagrancia en mano propia, Flagrancia intermedia, Flagrancia Presunta. 
c) Flagrancia aparente, Flagrancia real y Flagrancia Potencial. 
d) Ninguna es correcta. 
5. Conforme lo ha señalado el Tribunal Constitucional, la flagrancia en la comisión de un 
delito, presenta dos requisitos insustituibles: 
a) i) La inmediatez temporal; ii) La inmediatez personal. 
b) i) La inmediatez territorial; ii) la inmediatez temporal. 
c) i) La inmediatez Personal, ii) la inmediatez pluripotencial. 
d) Ninguna es correcta. 
6. Cuál es la calificación de la flagrancia que el Tribunal Constitucional ha considerado 
como inconstitucional: 
a) L a cuasiflagrancia. 
b) La presunción de flagrancia 





Pregunta 1: El Juez de la Investigación Preparatoria, dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes al requerimiento del Ministerio Público realizará la audiencia para determinar la 
procedencia de la prisión preventiva. La audiencia se celebrará con la concurrencia 
obligatoria del Fiscal, del imputado y su defensor. ¿Cree Ud. que en esta audiencia, previa a 
debatir los requisitos o presupuesto materiales de la prisión preventiva, pueda debatirse o 
verificarse la legalidad de la detención policial? 
Si (   ) 











Pregunta 2: Si durante la Audiencia de Prisión Preventiva, se verifica que la detención 
policial no se realizó en flagrante delito ¿Cuál cree usted que debería ser la consecuencia 
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